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El fenómeno migratorio venezolano ha sido caracterizado por su exponencial 
crecimiento y como uno de los más grandes que ha vivido América Latina, frente a dicha 
situación se encuentra una movilización masiva en constante aumento desde hace cinco años 
y Colombia ha sido uno de los principales países receptores de la población migrante. Por lo 
tanto, el gobierno nacional ha tenido que valorar múltiples acciones que se caracterizan por 
la urgencia y no por representar una atención y protección integral, tal y como versa en las 
normativas internacionales. En ese sentido, se realiza un análisis de la realidad y diagnóstico 
de las principales necesidades y capacidades de la población migrante asentada en el 
municipio de Soledad (Atlántico), especialmente infantes y familias, a partir de las cuales se 
han priorizado un grupo de necesidades que serán intervenidas socioeducativamente.  
 
La presente propuesta se valora como una estrategia eficaz desarrollada a nivel 
colectivo para la garantía de los derechos fundamentales en la población migrante 
venezolana, en concordancia con la información obtenida en el diagnóstico socioeducativo 
realizado a partir de entrevistas y revisiones documentales, por lo que se plantea una 
caracterización tanto de migrantes irregulares como regulares para la priorización, 
orientación y acompañamiento de sus necesidades específicas. Adicionalmente, se proponen 
acciones para la difusión de las diferentes rutas y procesos que favorezcan su inclusión social, 
bien-estar y calidad de vida. En ese sentido, se concluye que la mayoría de la población 
migrante se encuentra en estado irregular, atendiendo a que las últimas olas migratorias se 
caracterizan por ser una diáspora de sobrevivencia, de clase media y población pobre y 
vulnerable en la que se encuentran un gran porcentaje de hombres y mujeres con edades entre 
dieciocho y treinta y nueve años, con grupos familiares que no están tradicionalmente 
compuestos y quienes desconocen las principales rutas y procesos para la garantía de sus 
derechos.  
 
Palabras claves: Migración Venezolana, Pedagogía Social Especializada, Rutas de 







The Venezuelan migratory phenomenon has been described by its exponential growth 
and as one of the largest events that Latin America has experienced, in the face of this 
situation there has been a massive mobilization in constant increase for five years and 
Colombia has been one of the main recipient countries of the migrant population. Therefore, 
the national government has had to assess multiple actions that are characterized by their 
urgency and not because they represent comprehensive care and protection, as it is the case 
in international regulations. In this sense, an analysis of the reality and diagnosis of the main 
needs and capacities of the migrant population settled in the municipality of Soledad 
(Atlántico) is carried out, especially infants and families, from which a group of needs that 
have been prioritized, will be socio-educationally intervened. 
 
This proposal is valued as an effective strategy developed at a collective level to 
guarantee fundamental rights in the Venezuelan migrant population, according to the 
information obtained in the socio-educational diagnosis carried out from interviews and 
documentary studies, for which it is proposed a characterization of both irregular and regular 
migrants for the prioritization, orientation and monitoring of their specific needs. 
Additionally, actions are proposed for the dissemination of the different routes and processes 
that favor their social inclusion, well-being and quality of life. In this respect it is concluded 
that the majority of the migrant population is in an irregular state, considering that the last 
migratory waves are characterized by being a surviving diaspora, of a middle class and a poor 
and vulnerable population in which there is a large percentage of men and women between 
ages of eighteen and thirty-nine, with family groups that are not traditionally made up and 
who are unaware of the main routes and processes to guarantee their rights. 
 
Keywords: Venezuelan Migration, Specialized Social Pedagogy, Routes of Attention, 








Colombia ha sido reconocida por muchos años como uno de los principales países de 
emigrantes que buscan una mejor calidad de vida en otros territorios, siendo esta 
movilización causa de una insatisfacción e incumplimiento en la atención de necesidades 
básicas del gobierno como estado de bienestar, es así como para el año 2019 habían 
aproximadamente 4,7 millones de colombianos en el exterior, lo que representaba más del 
10% de la población total y que se consideraba altamente llamativo, especialmente por los 
países de destino: Estados Unidos con un 34.6%, España  con un 23.1% y Venezuela con el 
20% (Dinero, 2019). 
Justamente por la cercanía con este último país se vivió una gran ola migratoria entre 
los años 50 y 90, particularmente alta para finales de este período en la que los connacionales 
empezaron a suplir oficios que no se querían ejercer o sobre los cuales no se tenía 
conocimiento, así mismo, se movilizaron profesionales y empresas colombianas que se 
instalaron en el territorio vecino, sin embargo, en los últimos años este fenómeno ha 
cambiado las cifras y la realidad de migración entre un país y otro, por la gran ola de 
migrantes venezolanos y retornados en el territorio colombiano desde el año 2015 hasta la 
fecha y cuyo crecimiento exponencial ha prendido las alarmas en el marco de garantía de 
derechos fundamentales.   
La anterior situación ha promovido la movilización y priorización de políticas 
dirigidas a atenderlo que se motivan por la urgencia y asistencialismo, repercutiendo en la 
ejecución de acciones humanitarias limitadas y concentradas a territorios con tensiones 
migratorias y de mayor impacto del fenómeno, que ha perpetuado las dificultades del 
colectivo en otros territorios, acrecentado su vulnerabilidad y fomentado la aparición de 
nuevos factores de riesgo. Es así como el colectivo de migrantes continúa siendo reconocido 
como un grupo excluído socialmente y con requerimiento de acompañamiento e intervención 
para su inclusión social, aspecto enmarcado en la Educación Social Especializada como uno 





principal en la que se da cabida a la valoración e intervención de este fenómeno desde el 
marco teórico, práctico y axiológico de la misma. 
Precisando en que la Pedagogía Social promueve el favorecimiento del desarrollo 
integral de las personas y de los colectivos sociales con el fin de mejorar sus condiciones de 
bienestar y calidad de vida, desde el respeto por los derechos humanos, en una dinámica de 
re-construcción para la ciudadanía, equidad y bienestar social; resulta de especial relevancia 
y pertinencia su acción en pro de favorecer la atención a la situación actual de la población 
migrante, especialmente por su respuesta a las complejidades y problemáticas que plantea y 
por las actuaciones requeridas desde la prevención, atención, rehabilitación y 
acompañamiento para la inclusión, socialización y participación en el marco de respuestas a 
la vulnerabilidad, situaciones de riesgo y vulneración en la que se encuentran (Añaños, 2012; 
Pérez, Fernández y García; 2014; Limón, 2017; Rodríguez, 2009; Caride, Gradaílle y 
Caballo, 2015; Bedmar y Añaños, 2006). 
En ese sentido, es necesario realizar su abordaje desde la intervención socioeducativa 
y sus metodologías, así como desde los campos de acción de la animación sociocultural y 
educación social especializada, por cuanto se lleva a cabo la intervención con el colectivo 
de migrantes venezolanos que se encuentran en situación de vulnerabilidad, dificultad, riesgo 
o inadaptación social y que presentan necesidades específicas que afectan negativamente su 
socialización y la articulación con la comunidad (Del Pozo, Jiménez y Barrientos, 2018; 
Gómez, 2003) de modo que se desarrolle una intervención socioeducativa desde los 
principios de equidad y justicia,  y desde un enfoque diferencial y de derechos humanos, que 
facilitan la inclusión social de este colectivo (Núñez y Úcar, 2010; Del Pozo, 2016).  
El asistencialismo y la atención por urgencia que se ha dado al fenómeno migratorio 
indica un conocimiento segmentado de las características, necesidades, potencialidades y 
capacidades del colectivo repercutiendo en posibilidades mínimas de identificación y acceso 
a las rutas, procesos y acciones que favorezcan el desarrollo, protección e inclusión social de 
los migrantes venezolanos en el país, siendo esta dificultad mi principal motivación personal, 
profesional y académica. Esta situación ha suscitado un especial interés en mí como 





la atención y protección integral de los infantes y familias migrantes, a razón de la poca 
información específica que ha sido compilada, por el aumento exponencial de casos de 
trabajo infantil, mendicidad y trata de menores y, especialmente, por esa percepción de 
incertidumbre, de querer estar bien, tener una mejora calidad de vida y proteger a sus familias 
que he visto en los ojos de muchos migrantes.  
Por lo anterior, el presente trabajo se realiza en el marco de un modelo de intervención 
de justicia social y de inclusión, partiendo del reconocimiento de los derechos universales 
para la emancipación de los colectivos, en donde se gesta la participación para la búsqueda 
de la calidad de vida, igualdad de derechos y oportunidades y, a su vez, por proporcionar los 
recursos necesarios para vincular a los colectivos excluidos en las diferentes redes de 
relaciones sociales (Úcar, 2006). Por lo tanto, se propone el desarrollo de la intervención 
socioeducativa desde la “Movilización humana de infantes: de la precariedad a la garantía 
de derechos. Caracterización, atención y protección integral a infantes migrantes 
venezolanos del municipio de Soledad (Atlántico) en el marco del proyecto “Corona 
Esperanza” de la Asociación Colombiana de Pedagogía Social y Educación Social”.  
La puesta en marcha de esta construcción supone gran relevancia por cuanto en la 
revisión documental no se ha encontrado alguna investigación o estudio que logré realizar el 
abordaje de este fenónemo desde la caracterización de la población y la atención y protección 
a partir de acciones y estrategias orientadas por la Pedagogía Social. Así mismo, porque la 
región de la Costa Atlántica es una de las más impactadas en el marco de recepción de 
migrantes venezolanos dada su cercanía con la frontera, siendo reconocidos los movimientos 
hacia poblaciones como Barranquilla, Soledad, Riohacha, Santa Marta y Cartagena 
(Documento CONPES, 3950) y, adicionalmente, por la ausencia de una caracterización 
específica de los infantes y familias migrantes que se encuentran en el municipio de Soledad.  
 De ese modo, se prevé la caracterización e identificación del colectivo asentado en el 
municipio de Soledad como el objetivo principal de este trabajo para brindarles orientación 
y acompañamiento en las rutas de atención, servicios y procesos correspondientes en el 
marco de la garantía de sus derechos fundamentales, por lo tanto, resulta pertinente construir 





condición actual, estado de ingreso al país, entre otros aspectos que favorezcan el 
reconocimiento de acciones adecuadas y pertinentes a sus requerimientos. No obstante, 
podrían encontrarse en el desarrollo algunas limitaciones en término de acceso, permanencia 
y cobertura respecto a la población participante por cuanto se encuentran asentados en 
distintos barrios del municipio y por la movilización interna a razón de cambio de residencia.  
En cuanto a la organización general del trabajo, se presenta en un primer apartado el 
marco teórico y estado del arte desde aproximaciones conceptuales respecto a la PS/ES, las 
metodologías de la intervención socioeducativa, los ámbitos: Animación Sociocultural, 
Desarrollo Comunitario y Educación Social Especializada, así como el modelo de 
intervención, enfoques y niveles de atención que supone el desarrollo de estrategias y 
acciones con el colectivo de migrantes venezolanos en condición de precariedad y alta 
vulnerabilidad.  
 En un segundo apartado se presentan supuestos respecto al fenómeno migratorio 
desde la movilización masiva por la calidad de vida, bien-estar y garantía de los derechos, 
para lo cual se realizó una revisión en informes, textos especializados y reportes que 
aportaron información valiosa de la migración desde investigaciones y estudios realizados 
por expertos y académicos. Así mismo, se identifican y recopilan políticas y normativas 
correspondientes a los infantes y familias migrantes que proporcionan un marco legal sobre 
el cual proceder y orientar la intervención socioeducativa, confluyendo con información 
específica sobre la situación del colectivo de migrantes: riesgo social, exclusión y 
vulnerabilidad; por lo tanto, se logra valorar desde la teoría y las investigaciones disciplinares 
algunos referentes que se articulan directamente a la migración en el marco de la PS/ES.  
 Seguidamente en la tercera parte del presente documento se presenta un análisis del 
contexto y la población del municipio de Soledad, especialmente sobre características 
vinculadas a lo geográfico, socioeconómico, territorial y sociopolítico, siendo fundamental 
reconocer los elementos propios del territorio en el que se ha asentado la población 
participante y, por lo tanto, en un cuarto apartado se presenta una identificación general de 
las características principales de la población migrante y sus familias desde lo 





una caracterización principal del colectivo y favorece un comparativo con la realidad del 
municipio. No obstante, es importante precisar que la intervención socioeducativa que se 
realiza con esta población se lleva a la realidad a partir de la mediación y vinculación con la 
Asociación Colombiana de Pedagogía Social y Educación Social (ASOCOPESES) como 
agencia de prácticas, por lo que en un quinto apartado se presentan generalidades sobre la 
misma.  
 En el sexto apartado se materializa la fase preevaluativa, evaluativa y posevaluativa  
en la construcción de un diagnóstico socioeducativo (Pozo y Salmerón, 2010; Del Pozo, 
2018), partiendo de la definición y selección de los elementos susceptibles a ser revisados y 
analizados, así como el diseño de un instrumento que permitiera identificar las capacidades 
y necesidades de la población migrante desde las voces y lentes de expertos, trabajadores 
humanitarios, ONG´S y fundaciones que trabajan en pro de la atención y protección integral 
de los mismos.  
 Por su parte, en el séptimo apartado se consolida el aspecto metodológico del trabajo 
a través del diseño de la propuesta de intervención, especialmente orientada a la atención de 
las necesidades priorizadas en el punto seis y, los comentarios obtenidos de la aplicación de 
instrumentos en campo, este diseño se consolida como una propuesta pertinente y adecuada 
a la luz del diagnóstico y análisis de la realidad realizados. Así mismo, supone la 
sistematización de diversas acciones para la atención, acompañamiento e intervención de la 
población participante, las cuales con complementandas con un conjunto de anexos 
organizados al final del documento. 
 Las conclusiones y recomendaciones, compiladas en el octavo apartado, dan 
respuesta a las ideas finales a las que se ha podido llegar a partir de del desarrollo del trabajo 
de grado, así como las revisiones documentales y bibilográficas, en estas se presentan rasgos 
caractereológicos, factores de riesgo, factores de protección y aportes de la pedagogía social 
especializada con migrantes. No obstante, así como se concluyen algunos elementos respecto 
a lo teórico y práctico, se presentan una serie de recomendaciones para las autoridades locales 
y nacionales, así como algunos aspectos a tener en cuenta sobre el fenómeno migratorio y su 





amparados por el campo de acción de la Pedagogía Social Especializa con Migrantes en el 






1. Marco teórico y estado del arte 
 
1.1. Pedagogía Social y Educación Social: origen y aproximaciones conceptuales. 
 
 
La Pedagogía Social (PS) y Educación Social (ES) desde sus inicios han trabajado 
por la investigación social y educativa encontrándose conjuntamente con múltiples retos para 
su consolidación a razón de los contextos en los cuales se ha desarrollado y las 
interpretaciones que se realizan sobre esta, como ocurre a su vez con sus ámbitos y campos 
de acción. Es por ello que surge la necesidad de identificar sus inicios y antecedentes para 
tener claridad de su quehacer, al respecto Pérez Serrano (2010) menciona que se remontan a 
los siglos XVIII y XIX y para aproximarse a algunas conceptualizaciones y estudios de la PS 
se pueden seguir múltiples vías, las cuales parten principal e históricamente de la atención de 
necesidades y paulatinamente han empezado a incorporar otra ruta que se revisara a lo largo 
de este apartado.     
Es así como en la atención de dificultades es donde se da sus primeros orígenes a 
partir de las evidentes necesidades educativas provenientes de la revolución industrial y las 
precariedades producidas por las guerras gestadas en territorio europeo en el siglo XX, 
considerándolos como factores que acrecentaron fenónemos como la desigualdad social, 
pobreza, masificación urbana, abandono, carencias, conflicto social y movilizaciones. Lo 
anterior se traduce en un requerida asistencia y atención a la población más necesitada, tarea 
realizada históricamente por instituciones sociales de caridad (Añaños, 2012; Pérez, 
Fernández y García; 2014; Limón, 2017; Rodríguez, 2009), valorando su desarrollo en el 
marco de respuestas a la vulnerabilidad, situaciones de riesgo y vulneración, así como a las 
necesidades y problemáticas de la sociedad.  
 
Se reconoce inicialmente en la PS un compromiso inherente de proyección respecto 
a lo social, cívico, ciudadano y educativo, que se articula a los tres pilares básicos sobre la 
cual es construída: teoría, práctica y valores (Storø, 2013), tal y como se refleja a lo largo de 
los siguientes párrafos. En ese sentido, para los fines de conceptualización alrededor de la 
PS, se parte de una acepción que denota su carácter científico, como bien lo menciona Pérez 





su consideración como ciencia práctica de intervención socioeducativa” (p. 19) en el marco 
de acompañmiento, actuación y desarrollo.  
Es preciso señalar en este marco a Pérez et. al., (2014) quienes traen a colación una 
descomposición de los términos pedagogía y social, en donde lo pedagógico está referido al 
conocimiento y la acción, así como la técnica y práctica de la educación social y, por su parte, 
lo social, se orienta al sujeto en relación, específicamente en grupos y comunidades bien sea 
en situaciones y condiciones normales o conflictivas, de necesidad o desvalimiento. Ahora 
bien, Úcar menciona que el término “social” está sujeto a los cambios que se generan en la 
sociedad, especialmente en las maneras de vivir y de entender lo social y lo individual (Citado 
por Janer, 2017), de este modo, se consideran múltiples variaciones en el uso del concepto 
de PS que se atribuye a la utilización de lo “social” y, por consiguiente, se generan un sin fin 
de interpretaciones de su quehacer.  
 
Resalta de esta variedad la conceptualización de la pedagogía social planteada por 
Caride (2002), que presenta un espectro amplio e integral con dos vías (atención y 
transformación) que se pueden entender el marco de la Educación Social Especializada, la 
Animación Sociocultural y el Desarrollo Comunitario, por cuanto menciona que esta:   
 
Es una Ciencia de la Educación orientada a fundamentar teórica y prácticamente los procesos 
educativos que toman como referencia diversas expresiones de la acción e intervención social 
con la voluntad inequívoca de contribuir a favorecer el desarrollo integral de las personas y 
de los colectivos sociales, mejorando sus condiciones de bienestar, respetando los derechos 
humanos y contribuyendo a la calidad de la vida en toda su diversidad. (p.82) 
 
Este concepto alude a una relación de bienestar y acción que busca mejorar la calidad 
de vida de las personas, grupos y comunidades desde una dinámica de re-construcción para 
la ciudadanía, equidad y bienestar social, partiendo entonces del carácter científico y la 
práctica que supone la Pedagogía Social como ciencia de la educación que no puede sino ser 
social (Caride, 2004; Del Pozo y Astorga, 2018). En otras palabras, mantiene su sentido de 
vocación y comunidad, pensado en una educación de, en la, por y para la sociedad, todos y 
todas, respondiendo a las complejidades y problemáticas que nos plantean las propias 





sociabilidad, normalización y adaptación social desde un enfoque derechos y la participación 
social para la transformación y búsqueda de un bien-estar (Caride, Gradaílle y Caballo, 2015; 
Bedmar y Añaños, 2006). 
 Pérez, Fernández y García (2014) definen la PS a partir de unoss rasgos específicos, 
en la cual se reconoce como una ciencia teórico-aplicada de carácter propositivo que se ocupa 
de la prevención, la ayuda y re-inserción de todos los que padecen algún tipo de deficiencia 
o de disocialización, orientándose a la mejora de la calidad de vida y, la perspectiva aplicada 
tanto en la vertiente normalizada como especializada. En ese mismo marco de consideración 
como ciencia se valoran tres perspectivas articuladas que dan cabida a su consolidación y a 
los retos a los que se enfrenta, siendo estas perspectivas: científica, disciplinar y profesional, 
que confluyen en el entramado de interpretación y valoración respecto a su acción. 
 Claramente se identifican varias comprensiones alrededor de la PS como ciencia, 
especialmente como construcción teórica determinada (epistemológica, ontológica y 
axiológica), reflexión o teoría que proporciona orientación para la acción social. En otra 
perspectiva, se valora como unión en el ámbito social y el educativo, cuyo centro es el 
crecimiento humano y las oportunidades pedagógicas y sociales que influyen en el bien – 
estar y la mejora de la calidad de vida de los colectivos en situación de riesgo o vulneración. 
Es por ello que resulta trascendental partir del asentamiento de la acción social como realidad 
objetiva más que de la dimensional social, a partir de la atención a problemas históricos y 
sociales, prevención, reinserción de la comunidad, entre otros aspectos (Úcar, 2018a; 
Hämäläinen citado por Janer, 2017; Rodríguez, 2009) que son mediados a partir de la 
socialización. 
Tal como lo plantea Rodríguez (2009) se trata de “procurar la socialización de los 
diversos actores, facilitar los medios para que toda persona despliegue la sociabilidad y sea 
protagonista de los cambios dentro del ámbito social en el que se desenvuelve” (p. 145), por 
lo que es necesario “incorporar el estudio de la inadaptación de los mismos (…) desde una 
perspectiva especial y aplicada” (Pérez Serrano, 2010, p. 77). En ese orden de ideas, se 
materializa la valoración de la PS más allá de la resolución de problemas que parten de 





de necesidad a grupos en situaciones “normales” a fin de promover su dinamización, 
empoderamiento, promoción y participación comunitaria, social y cultural, así como el 
mantenimiento del bienestar, evidenciándose una evolución de los objetivos socioeducativos 
y una segunda vía para la PS/ES (Caride, 2018; Nuñez y Úcar, 2010). No obstante, Úcar 
(2018b) concuerda con este planteamiento al mencionar que “desde mediados del siglo XX 
esta concepción de lo pedagógico y lo social comienza a cambiar en Europa y la PS empieza 
(…) a ocuparse de la promoción y el desarrollo sociocultural de las personas, los grupos y 
las comunidades” (p.57), evidenciándose una vía con orientación a la democratización y que 
había estado presente desde los inicios como bien lo señaló A. Diesterweg (1850). 
En otra conceptualización de la PS/ES señalaremos a Úcar (2018a) para quien la PS 
es la ciencia, reflexión o teoría y la educación social es la praxis o práctica profesional y 
añade que “La teoría y la práctica constituyen y explican la PS, no pueden hacerlo de una 
manera suficiente y completa por separado (…) como ciencia práctica y práctica científica 
(…) genera conocimientos nuevos a partir de las acciones y las prácticas que desarrolla” 
(p.22). En concordancia con estas acepciones, se encuentra que para “Hämäläinen (2003) la 
teoría y la práctica, el pensamiento y la acción van juntos en la PS” (Úcar, 2018a, p.18), 
entendiéndose así la existencia de una relación permanente e interacción recíproca entre 
teoría y práctica educativa que la ubica en un plano de ciencias pedagógicas y ciencias 
sociales en las que prepondera la mejora de la realidad socioeducativa.  
Se encuentran aquí un conjunto de elementos conceptuales determinantes para la 
acción y la práctica, ya que hasta este punto se ha valorado el carácter cientifico y práctico 
de la PS, desde la conjunción de sus objetivos y fines. Así, mientras que la pedagogía social 
pertenece al orden de la teoría pedagógica, siendo una disciplina científica y académica, la 
educación social pertenece al orden de la práctica y de la acción, siendo un campo de 
intervención educativa e incluso el objeto de estudio de la PS (como lo señalan múltiples 
autores). En concordancia con ello se encuentra lo planteado por Ortega, Caride y Úcar 
(2013) quienes valoran la PS como una ciencia teórica – práctica (praxiológica) de los 
fenómenos socioeducativos y la educación social como una práctica profesional 





Se percibe en la naturaleza de la pedagogía social, una ciencia que fundamenta y 
se enriquece de sus prácticas socioeducativas, las cuales a su vez son orientadas por 
fundamentos axiológicos y valores como: la democracia participativa, 
autonomía, solidaridad, formación, confianza, colaboración, cooperación, empoderamiento, 
diálogo, equidad, igualdad, entre otros, que se visibilizan en la dimensión ética de la PS y 
que varios autores, especialmente Storø (2013), enmarcaban junto con las teorías y prácticas 
en la base de esta ciencia (Añaños, 2012; Caride et. al., 2015; Úcar, 2018a; Del Pozo y 
Astorga, 2018; Del Pozo, Jimenez y Barrientos, 2018). Todos estos aspectos confluyen en la 
formación de los individuos para entrar en relación con los demás, orientado a la 
socialización, que requiere madurez social para promover las relaciones humanas y preparar 
(nos) para convivir en comunidad, aspecto que se desarrolla a lo largo de la vida desde su 
autonomía y voluntad (Pérez Serrano, 1998).  
Por su parte, Sáez Carrera (2002) logra ubicar en ese entramado de la teoría, la 
práctica y los valores en una entrevista realizada a Gloria Pérez, donde ella enfatiza en la 
necesidad de conjugar la teoría y la práctica en el conocimiento de la realidad, como una vía 
sustancial para impulsar conocimientos y guiar la acción de los educadores sociales a través 
de los valores. Se añade a este aspecto la trascendencia de los mismos para ayudar e incitar 
en el individuo o colectivo la toma de su conciencia, re-conocimiento de su realidad, 
transformación o mejora de su situación y la búsqueda de los recursos, como lo menciona 
Úcar (2018b), es Freire en su estado puro de concientización como impulso para la 
transformación de sus realidades; por consiguiente, la práctica se hace palpable en ese marco 
de interacción con lo teórico y axiológico.  
 
Cabe vincular en este punto una conceptualización orientada a la educación social 
presentada por Bernal (2018) quien plantea un ámbito dirigido a la profesión y el quehacer 
desde un saber, centrado en los problemas que emergen en diferentes situaciones sociales y 
realidades. En ese sentido, desde el marco de campos de acciones y ámbitos de la PS, se 
articulan un conjunto de procesos, acciones y campos gestados a través de la educación 
social: educación especializada, formación de adultos, desarrollo comunitario, tiempo libre, 
animación sociocultural, entre otros (Gómez, 2003; Núñez y Úcar, 2010; Torres, 2013) y 





situaciones específicas, normalizadas (procesos vinculados a la socialización a lo largo de la 
vida) y no normalizadas (derivados de exlusión social, vulneración).  
 
Adicionalmente, para ir concretando las teorías que hilarán el desarrollo del presente 
trabajo, se reconoce “la pedagogía social actual es algo más que una pedagogía de la 
necesidad, de la vulnerabilidad, del riesgo o, incluso, de la cultura o del aprendizaje. Es una 
pedagogía de la vida y para la vida” (Úcar, 2018b, p.57) y en este marco, con doble vía para 
la PS, se consolida como 
 
la ciencia que fundamenta y orienta la práctica socio-educativa (tradicionalmente no formal) 
para la prevención, acción y rehabilitación en pro de la madurez social del individuo y/ o 
colectividad; la formación socioeducativa y sociocultural en todos sus ámbitos; así como la 
promoción, participación y potenciación personal y comunitaria desde los Derechos 
Humanos, a fin de mejorar la calidad de vida y el bienestar (Del Pozo Serrano, F. y Astorga 
Acevedo, C., 2018, p. 170). 
Por lo anterior, toma gran relevancia sintetizar las valoraciones sobre vías sobre las 
que orienta sus acciones la Pedagogía Social y Educación Social, especialmente por la 
evolución histórica y los campos de acción que se han articulado entre una y otra, como se 



















Fuente: Elaboración propia a partir de Gómez, 2003; Añaños, 2012; Pérez, Fernández y García; 2014; 
Limón, 2017; Rodríguez, 2009; Pérez Serrano, 2010. 
Por todo lo anteriormente referenciado, se resalta ese abordaje desde los diferentes 
enfoques y niveles de atención que no solo trabajan con las dificultades sino con las 
transformaciones desde las capacidades. Es sin duda un recordatorio de la integralidad en la 
que convergue lo social con el sustantivo pedagogía y educación, como una muestra de la 
variedad de campos, objetivos, poblaciones y contextos en los que se gestan intervenciones 
socioeducativas que deben enfocarse en la pedagogía de las relaciones.   
Finalmente, se evidencia la atención que realiza la PS/ES desde la cotidianidad con 
diversos colectivos a partir de acciones con grupos etáreos, poblaciones dentro de la 
especializada, dentro de la normalizada o comunitaria y que presentan un cáracter transversal 
vinculado a los grupos de edad, las necesidades y capacidades y las posiciones institucionales 
(Gómez Serra, 2003). No en vano Úcar (2018b) nos recuerda que las nuevas vulnerabilidades 
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que nos recuerdan revisar y replantear las intervenciones socioeducativas que han sido 
tradicionalmente empleadas, tal y como lo veremos en este documento. 
1.2. Pedagogía Social y Educación Social en América Latina y Colombia 
Reconocer la evolución de la Pedagogía Social y Educación Social en el continente 
europeo desde dos vías: no normalizado y normalizado, así como sus orígenes, contextos y 
orientación, evidencia su variabilidad a razón de las problemáticas sociales, las 
particularidades territoriales y características de la población que suponen nuevos retos y 
desafíos, dicha evolución ha respondido no solo a la atención y acompañamiento sino a la 
intervención, promoción y participación. No en vano, se habla de acciones específicas para 
contextos formales y no formales, del sustantivo social respecto a lo pedagógico y de la 
relevancia de conocer sus elementos teóricos, prácticos y axiológicos para reconocerle como 
indispensable en el desarrollo de la sociedad actual, en la que aún susciten múltiples 
problemáticas. 
Ahora bien, entendiendo el origen y evolución de la PS/ES es imperativo consultarse 
y ahondar en su trascendencia e inicio en Latinoamérica y, especialmente, en Colombia, por 
cuanto en esta última cuanto evolucionado paulatinamente a nivel académico e investigativo. 
Es así como en la revisión de la literatura, estudios y compilaciones de Pedagogos Sociales 
europeos, brasileños, colombianos entre otros, se reconoce una fuerte influencia y desarrollo 
de la PS/ES en América Latina a partir de la educación popular de Paulo Freire, 
especialmente, desarrollada en Brasil y Uruguay. Frente a ello, Torres (2013) cita a Triana 
(2011) quien menciona al respecto que  
(…) los desarrollos prácticos y experiencias sobre pedagogía social en América Latina, desde 
mediados de los años 60, están referidas a las propuestas reconocidas como: la educación 
popular de Paulo Freire (1921- 1997), la investigación acción participativa de Orlando Fals 
Borda (1925- 2008), el desarrollo a escala humana   de Manfred   Max   Neef (1932), los   
aportes del Centro Latinoamericano del Trabajo Social, CELATS. (p.108).  
Por ello se toma como un precedente de desarrollo de esta ciencia y práctica en 
nuestro continente a Brasil, quienes a partir de los postulados y acciones enmarcadas por 





democratización de la enseñanza escolar para la población en general. Este clamor data de 
inicio del siglo XX, en donde gran parte de la población brasileña no tenía acceso a la 
escolarización, generandosé así un gran reto para la consolidación de estrategias que 
permitieran la ampliación de los niveles de escolarización, así como la preparación y 
profesionalización de educadores que apoyaran dicho proceso. Como respuesta a lo anterior, 
surgen las primeras escuelas alternativas o llamadas escuelas nuevas, para la formación y 
escolarización de obreros adultos e hijos de obreros, que se caracterizaban por poseer 
fundamentos anarquistas y en algunos casos, comunistas. De ahí, que multiples intelectuales 
y estudiosos defendieran la responsabilidad del Estado en la escolarización de la población, 
valorando la educación como un gran instrumento de participación política y como un 
instrumento para la construcción de una nación para todos (Ribas, 2018).  
Es aquí donde aparece la propuesta de una pedagogía liberadora del oprimido, la cual 
busca ¨intervenir en nuevas coyunturas sociales y políticas que abren un horizonte más 
promisorio (desde el Estado y la Sociedad Civil) respecto al cumplimiento de los derechos 
sociales y educativos, a partir de considerar el lenguaje de las posibilidades¨ (Krichesky, 
2011, p. 63). No obstante, Freire planteaba que ¨las masas oprimidas deben tener conciencia 
de su realidad y deben comprometerse, en la praxis, para su transformación. En ello tiene 
gran solución la educación, pues la pedagogía del oprimido busca crear conciencia en las 
masas oprimidas para su liberación¨ (Ocampo, 2008, p. 64). De este modo, se reconoce la 
educación popular como principal asentamiento de la PS en Brasil, surgida entonces como 
una lucha en contra de los poderes hegemónicos bancarios, asimétricos, restringidos a la 
instrucción igualitaria, situando a la enseñanza como acto político y reconociendo el diálogo 
y el conflicto, en términos de poder, pero también, como práctica de liberación.  
En ese sentido, la tradición de la educación popular en términos de su máximo 
exponente, Freire, apunta a la formación de sujetos políticos en la autogestión, el trabajo 
cooperativo y el desarrollo de capacidades críticas y reflexivas, suponiendo, una conciencia 
de liberación para la transformación en un hombre nuevo. Sin embargo, es hasta los 
planteamientos de Azevedo (Citado por Monarcha, 1989) que se habla de una Pedagogía 





planteados ya por Freire y que apuntan a la formación de sujetos políticos en la autogestión, 
el trabajo cooperativo y el desarrollo de capacidades críticas y reflexivas.  
  Jorge Camors (2016) recopila la evolución histórica de la PS/ES en Uruguay, 
indicando que  
 
(…) en el marco de las actividades de intercambio y cooperación internacional hispano – 
uruguayas, se conoce la experiencia española en 1993 y comienzan los contactos en 1996 con 
el Ministerio de Asuntos Sociales, las Universidades de Barcelona y Salamanca, y la 
Asociación de Educadores Sociales de Madrid. Estas relaciones de intercambio y cooperación 
en torno a la formación de los educadores sociales tendrán un trabajo fuerte durante todo el 
año 1997, dejando una serie de reconocimientos, motivaciones y aprendizajes. En el año 1997 
visitan Montevideo por primera vez y comienzan las presentaciones sobre la Pedagogía 
Social, los amigos y colegas, Violeta Núñez y José Ortega. (p.166).  
Aproximadamente diez años después se da un desarrollo profesional del educador 
social contemplado en el  art. 31 de la Ley General de Educación nº 18.437 de diciembre de 
2008, como lo registran Del Pozo y Astorga (2018), en la misma se especifica el rol del 
educador social en el país, orientado a la atención directa y trabajo fuera del contexto escolar 
con aquellos colectivos que por diversas razones se encuentran en situaciones de marginación 
e inadaptación y requieren un acompañamiento e intervención específica (Camors, 2016). 
En cuanto a la evolución y desarrollo de la PS/ES en Colombia también se reconoce 
influencias de la educación popular, especialmente porque en nuestro territorio existen 
variados movimientos populares que surgen ante las pauperrimas y desacertadas políticas de 
las autoridades nacionales y locales, que acrecientan las desigualdades, la discriminación, las 
violencias urbanas, sociales y estructurales, los conflictos sociopolíticos, la profunda 
inequidad o exclusión social, la delicuencia, la multiculturalidad y plurietnicidad, como 
principales fenómenos y problemáticas (Del Pozo, Manzanares, Martínez y Zolá, 2017a). Es 
así como dichos movimientos han dado paso a acciones colectivas orientadas a exigir, 
movilizar y manifestarse en pro de la garantía de sus derechos humanos y el desarrollo de 





la PS/ES surgen “como reacción contestataria y reparadora de lo que el Estado y los poderes 
institucionales no han asumido” (p. 29) como estado de bienetar.  
Al respecto, se reconoce una inminente necesidad de abordar desde la pedagogía 
social y educación social acciones, mediaciones y alternativas que promuevan una 
transformación social que parte de las variadas características sociales, políticas y 
económicas, así como las problemáticas actuales en el territorio. Por lo que se considera 
pertinente y adecuado intervernir desde la interinstitucionalidad para la disminución de los 
enfoques asistencialistas e individualizados, que se han desarrollado a la fecha por diferentes 
profesionales, y apostar por la participación y tranformación social para la mediación, acción 
y construcción de una cultura de paz y educación para la paz desde y con las comunidades 
(Del Pozo, Martínez, Zolá y Ahumada, 2018; Del Pozo y Zolá, 2018).  No en vano las 
acciones, estrategias y alternativas llevadas a cabo para la atención de dichas situaciones han 
sido puestas en marcha por agentes educativos con poca cualificación y profesionalización 
respecto a lo pedagógico – sociocultural e investigativo, materializándose aquí el 
requerimiento de una praxis socioeducativa y profesionalizada que intervenga en las 
principales problemáticas y fenómenos.   
 Del Pozo (2017b) enfatiza en que  
en Colombia, a nivel político y normativo (…), no se ha tenido en cuenta la participación 
muy activa e institucional de pedagogos (as) sociales - educadoras (es) sociales (educadores 
comunitarios, populares, etnoeducadores, etc.) en parte por las características de conflicto 
armado en el país y carencia de la institucionalidad estatal en los territorios, la falta de 
políticas sociales y educativas de bienestar y progreso social, la carencia como área 
disciplinar de estudio científico -aunque sociocrítico-, la ausencia de un cuerpo profesional 
institucionalizado y constituido en el campo laboral y de empleabilidad de lo pedagógico-
social vinculado a la acción sociocultural y educativa, la corrupción política, la tradición 
profesional de la acción de la psicología u otras profesiones de mayor presencia histórica en 
la intervención social, así como por la acción social de la educación popular, no 





En concordancia a lo anterior, como una respuesta o avance a nivel de 
profesionalización en el territorio Colombiano, el Ministerio de Educación Nacional -MEN- 
(2016) apostó por la consolidación de orientaciones y proyección de licenciaturas vinculadas 
a enfoques socioeducativos, por cuanto tradicionalmente los programas de fomación de 
educadores solo se basaban en enfoques curriculares, en los que se valora la enseñanza a 
grupos etarios, educación campesina y rural, educación comunitaria, educación para adultos 
y educación popular (Del Pozo, 2017b; Del Pozo y Zolá, 2018, Del Pozo et. al., 2018), que 
se vinculan a los campos y ámbitos de acción de la educación social. Sin embargo, estos 
programas, aunque representan un avance a la realidad del territorio y sus crecientes 
demandas, se quedan “cortos” en términos de integralidad, por cuanto suponen la 
fragmentación de especialidades y el requirimiento de diversos licenciados en el marco de 
intervenciones socioeducativas específicas que dejan de lado las competencias integrales 
requeridas por los educadores sociales, como se ha valorado en el continente europeo. 
A razón de estos últimos elementos es que se enfatiza en la imperativa necesidad de 
la formación de un único profesional, pedagogo social o educador social con énfasis o 
profundización en una especialidad, ámbito o campo de acción para la intervención 
socioeducativa en el territorio colombiano, que atienda y acompañe los múltiples fenómenos 
y problemáticas de forma eficaz. Por lo tanto, ha de reconocerse los avances respecto a dicha 
necesidad que ha ido movilizando el Instituto de Estudios en Educación (IESE) de la 
Universidad del Norte de Baranquilla (Atlántico) al contribuir al fortalecimiento científico, 
investigativo y académico de la pedagogía y educación social en Colombia, desde: 
1) Diseño y desarrollo de proyectos de investigación socioeducativos en el ámbito 
penitenciario, de educación para la paz, inclusión social, educación ambiental, 
participación ciudadana, entre otros., que se han gestado a través del Grupo de 
Investigación “Cognición y Educación” (A1 – COLCIENCIAS) y su línea de 
investigación “Instituciones, Contextos y Educación”. 
2) La apertura del énfasis en Pedagogía Social en el marco de la Maestría en 
Educación, así como la incorporación de la asignatura de Educación Social en el 
primer semestre académico de la misma, como oferta académica recibida por 






3) Apertura de la primera Maestría en Pedagogía Social e Intervención Educativa en 
Contextos Sociales en Latinoamérica y segunda en el continente americano, así 
mismo, se resalta su internacionalización al contar con convenio de doble título 
con la Universidad Nacional de Educación a Distancia – UNED – de España.  
 
 Cabe resaltar que esta maestría es antecedida por la Maestría en Pedagogía Social 
y Cultural de la Universidad de Arizona en Estados Unidos y que se ha dado la 
reciente apertura en el territorio colombiano de la Maestría en Pedagogía Social 
y Maestría en Intervención Social de la Universidad de Nariño por parte de la 
Facultad de Humanidades.  
 
4) Diseño y oferta del diplomado de Educación para la Paz y Competencias 
Ciudadanas para docentes y directivos docentes que se forman en los fundamentos 
y metodologías socioeducativas; así como las disciplinas auxiliares, en el 
desarrollo docente y educativo de la región caribe colombiana. 
Estas acciones han sido movilzadas por el Ph.D. Francisco José del Pozo Serrano 
desde su llegada al nuestro país, en un marco de cinco años, siendo ampliamente aceptadas 
y gestionadas por responder, de forma especializada y eficaz, a las principales necesidades 
de nuestro terriotio, así como por la consolidadción de acciones interinstitucionales en pro 
de la participación, construcción de cultura de paz y la promoción de la educación para la 
paz (Del Pozo, 2017b; Del Pozo y Zolá, 2018). 
En ese mismo sentido se ha consolidado a nivel de redes académicas especializadas, 
la constitución de la primera Asociación Colombiana de Pedagogía Social y Educación 
Social en Colombia (ASOCOPESES), que surge con cáracter privado, naturaleza civil y 
responsabilidad limitada, movilizando y figurando a nivel científico, académico y social en 
el ámbito sociopedagógico y socioeducativo, como un ente articulador entre la academia, las 
administraciones públicas y privadas y la sociedad civil (ASOCOPESES, s.f.)., que a través 





mejoramiento de la calidad de vida de los sujetos, comunidades y/o colectivos desde los 
diferentes ámbitos y campos de acción de la PS/ES. 
Por último, se presenta un gráfico que sistematiza los principales elementos 
vinculados a la evolución de la Pedagogía Social y Educación Social en Latinoamérica y 
Colombia:  
Gráfico #2 
Pedagogía Social y Educación Social en Latinoamérica y Colombia.  
 
Fuente: Elaboración propia a partir de Del Pozo (2017b), Del Pozo y Zolá (2018), Del Pozo, 








































1.2. Intervención socioeducativa en situaciones de riesgo, exclusión y dificultad social.  
 
1.2.1. Intervención socioeducativa, metodologías y estrategias.  
 
 Se inicia este espacio valorando las conceptualizaciones respecto a las relaciones 
socioeducativas con los colectivos en situaciones de riesgo, exclusión y dificultad social que 
se gesta en la intervención socioeducativa. Por lo que resulta importante vincular el carácter 
de las acciones y estrategias que se deben destacar por la eficacia y, sobre todo, la pertinencia 
de acuerdo a las características de los individuos y colectivos; como bien lo menciona Úcar 
(2018b), en la PS/ES su objeto de estudio es la “actuación con sujetos, sean individuales o 
colectivos, que habitan en contextos socioculturales de alta complejidad, sufran o no 
problemas derivados de dicha complejidad” (p. 57). 
 
Por ello se resalta que el marco de las funciones de la PS/ES va más allá de la 
prevención, ayuda y reinserción/resocialización para trascender a la transformación del orden 
sociocultural y preocuparse por la solidaridad, el comunitarismo, la justicia social y la 
democracia (Shugurensky citado por Úcar, 2018b) desde la referencia humanista y con una 
perspectiva educativa integral. Por consiguiente, es determinante identificar la relación 
socioeducativa como el eje en el que se construyen la PS/ES, en una relación con tres lados 
en los que confluyen un pedagogo o educador y una persona, grupo o comunidad dentro un 
contexto sociocultural e histórico específico. 
 
Se puede incluir en esa relación los valores que mencionaban autores como Úcar 
(2018a) y Storø (2016) en el plano de acción del educador social, como la puesta en escena 
del planteamiento teórico que nos ofrece la PS, incentivado el ejercicio de búsqueda y 
relación entre lo adecuado y pertinente para nombrar las acciones de dicho profesional, 
siendo utilizado mayoritariamente la intervención como el concepto clave en la gestación de 
las relaciones socioeducativas. En ese sentido, se materializa la intervención cuando se valora 
o piensa que la realidad del otro no es y es necesario tomar parte, bien sea porque se considera 
que no es lo esperado, apropiado o lo que debería ser (Úcar, 2016, 2018c).  
Al respecto, Carbellada (2002) señala que la postura que se asume frente a la 





para el caso de lo mencionado proviene del “lati-no atei-venio que se traduce como «venir 
entre» o como «interponerse»” (p.93). Este autor añade que dicha situación termina 
confluyendo en una doble significación, a saber: 
Esta doble significación del término intervención puede hacerlo sinónimo, por una parte, de 
mediación, interacción, ayuda o cooperación y, por otra, de intromisión, injerencia, intrusión, 
coerción, fiscalización, control o represión. Lo que quiere decir que, en todo proceso de 
intervención en lo social, «se pueden encontrar las dos caras de una misma moneda. (p.94)  
El significado para cada uno de los casos estará sujeto a la acción y los valores con 
los que asuma la práctica el educador social, sin embargo, siempre habrá un estado inicial y 
un estado final que se modificará y depende netamente de la voluntad y autonomía de los 
sujetos, por lo que deben ser conscientes de su realidad y permitirse salir de las situaciones 
que los aquejan.  
Por lo anterior es necesario valorar el carácter de lo socioeducativo para vincular 
ambas conceptualizaciones en un único término: intervención socioeducativa. Respecto a lo 
socieducativo, Melendro (2014) y Melendro, González y Rodríguez (2013) mencionan que 
se busca enfatizar en lo educativo como menester para brindar respuestas al conjunto de 
necesidades sociales desde el restablecimiento y ampliación de las oportunidades educativas 
en el gran escenario de la vida cotidiana, en su realidad y en la sociedad. A su vez, Úcar 
(2006) añade que el educador “busca, de manera intencional, influir en el otro, sea este un 
sujeto individual o colectivo. Pretende, de una manera tangible, posibilitar escenarios que lo 
estimulen y lo ayuden a cambiarse a sí mismo; a mejorarse a sí mismo y a su vida” (p. 12).  
A partir de la claridad sobre el significado de uno y otro (intervención y 
socioeducativo) es necesario la valoración como un concepto unitario. Iniciando con la 
postura que presentan Quintanal y Pérez (2013), quienes consideran la intervención 
socioeducativa como:  
Las distintas acciones de muy diverso carácter (psicopedagógico, didáctico, metolodógico, 
etc) que llevan a efecto, de modo individual u organizado, instituciones o sujetos, mediadores 
con el objetivo de mejorar el estatus social o del sistema de vida, de una persona o un grupo, 





Interpretándose como el agrupamiento de las acciones de distinto orden que buscan 
la movilización de mejoras y transformaciones en los individuos y colectivos de un 
determinado contexto, respondiendo en la mayoría de los casos a lo adecuado y pertinente 
para su realidad y situación inicial.  
 
Cabe añadir a lo anterior el planteamiento de Pérez Campanero (1991) para el énfasis 
respecto a lo educativo, por cuanto la conceptualiza como 
 
Aquella acción por la cual unos agentes sociales (pedagogos sociales y educadores sociales) 
atienden los aspectos educacionales de la satisfacción de necesidades, dentro de la 
intervención social. Debe, pues, utilizar la metodología propia de la investigación social, pero 
adaptada a la temática y características específicas de sus destinatarios. (p.85) 
Por lo que su desarrollo supone la puesta en marcha de la teoría, es decir, verla en 
acción y evidenciar en esta los valores que son requeridos para generar escenarios de 
movilización y de empoderamiento desde el equipamiento que sus propias condiciones 
requieren. En palabras de Úcar (2018c) la intervención socioeducativa es una “acción 
profesional que, más allá de la unidireccionalidad inicial, busca, de manera prioritaria, 
construir una relación bidireccional con el participante” (p. 212), lo que se ha llamado a lo 
largo de los párrafos anteriores como relación socioeducativa.  
Desde las conceptualizaciones presentadas sobre la intervención socioeducativa se 
reconocen tres períodos históricos en los que se identifican avances respecto a la misma y su 
amplitud a otros colectivos, así como la articulación con actuaciones más específicas y 







Periodos históricos de la intervención socioeducativa 
 
Período  Fecha  Caraterísticas de intervención 
Primer periodo Finales del siglo 
XVIII hasta finales 
de la década 
de1930 
 
- Asistenciales carentes de estructuración y 
planificación  
- Realizada por voluntarios, religiosos, entre 
otros. 
 
Segundo periodo Década de los 40 
hasta la década de 
los 60 
 
-  Mayor planificación de las actuaciones  
- Expansión de las intervenciones a casos 
concretos 
- Realizada por voluntarios, religiosos, 
profesionales de psicología y sociología  
 
Tercer periodo  Década de los 60 
hasta la actualidad 
 
- Intervenciones más específicas, planificadas y 
estructuradas a razón de mayor complejidad 
social y demandas  
- Centrada en colectivos y ámbitos concretos: 
migrantes, familias, personas discapacitadas, 
entre otros.  
 
Fuente: Elaboración propia a partir de Castillo y Cabrerizo (2011)  
Valorar dicho escenario respecto a la intervención socioeducativa, en retrospectiva de 
sus inicios y la prospectiva de su concepción o fin actual, supone a su vez comprender como 
se materializa, derivan y adhieren diversas metodologías y estrategias consideradas como 
“procesos de intervención y toma de decisiones a corto y mediano plazo (…) que suponen 
actuaciones bien definidas, capaces de movilizar sistemas” (Melendro, 2014, p.15), 
especialmente caracterizadas por su capacidad de modificarse y ajustarse a partir de la 
información evidenciada en la acción y las posibilidades reales e incertidumbres de la 
intervención. En ese sentido, la intervención socioeducativa debe orientarse a la comprensión 
e interpretación de la acción en concordancia con la realidad del colectivo que acompaña, 
por lo que la selección de metodologías y estrategias eficaces y pertinentes debe ser el 





Castillo y Cabrerizo (2011), en concordancia con lo anterior, plantean que el modelo 
más idóneo de intervención en el marco de la Educación Social debe partir de pautas que 
posibiliten el diseño de proyectos específicos y desde la necesidad de fomentar la 
intervención a partir de la subjetividad que suscita cada uno los colectivos, especialmente por 
las experiencias que han acumulado en sus vidas en función de sus situaciones y condiciones, 
por ello la intervención se “valora como una síntesis de las acciones, micro-cultura, valores 
y normas de cada grupo” (p.27) y toma en cuenta las características personales, familiares, 
sociales, políticas, laborales, etc. De ese modo, se comprende que la selección de estrategias 
debe ajustarse a cada realidad social y al ámbito en el que se pretende intervenir, 
fundamentándose en bases: antropológicas, sociales, culturales, éticas y científicas., 
particulares de la comunidad y sobre las cuales son conocedores.  
No obstante, para que la intervención socioeducativa y su aspecto metodológico 
tengan cabida es necesario traer a colación la existencia de dos grandes ámbitos 
determinantes en el marco de las estrategias, siendo estas el: ámbito de acción de carácter 
personalizado o diferenciado y el ámbito de intervención socioeducativa más general, que 
se relacionan expresamente con la forma de ser llevada a cabo la intervención. El primer 
ámbito se orienta a personas concretas que presentan situaciones difíciles y problemáticas 
sociales específicas, por lo que se requieren procesos más sistemáticos y estructurados y el 
segundo ámbito, general, se materializa en grupos o colectivos en situaciones que requieren 
ser mediadas para su inclusión social y “normalización” (Castillo y Cabrerizo, 2011; 
Melendro, 2014; Sáez, 1991).  
A partir de los planteamientos anteriores y en consonancia con el sentido de la 
intervención desde ámbitos específicos a las necesidades y capacidades de los individuos o 
colectivos, Melendro (2014) y Castillo y Cabrerizo (2011) plantean la existencia de un 
conjunto de estrategias que coinciden con esa acción y público receptor, agrupadas en el 
















Fuente: Elaboración propia a partir de Melendro (2014) y Castillo Cabrerizo (2011). 
 
De dicha construcción y valoración colectiva se enfatiza en que las estrategias de 
intervención serán eficaces en la medida que puntualicen acciones desde un enfoque 
socioeducativo en pro de la atención de necesidades y potenciación de capacidades, 
especialmente desde el ámbito familiar, escolar y comunitario que suscitan la identificación 
de la actividades y características a desarrollar en un marco de protagonismo con, por, para 
y desde el inviduo o colectivo que susciten procesos de empoderamiento y participación.  
 
En ese sentido, partir de la realidad de la población participante conlleva el retomar 
los objetivos establecidos para cada ámbito: situaciones difíciles y problemáticas sociales 























las acciones llevadas a cabo se valorarán desde su eficiacia respecto a la situación inicial con 
la actual, así como los modelos y tipos de estrategias de intervención que determinen una 
adecuada respuesta y acompañamiento. Así mismo, debe consolidarse su desarrollo por 
agentes cualificados quienes se articulan a la interdisciplinariedad y trabajo en red en el 
marco de planificación, ejecución y evaluación de acciones, por ello la relación con el 
colectivo o individuos debe basarse en la estimulación de procesos de concientización, toma 
de decisiones y capacidad de gestionar recursos. 
 
El desarrollo de estrategias individuales suponen mayor enfoque en las características 
particulares del individuo que se interviene, siendo precisos y específicos en el re-
conocimiento de su situación inicial “normalizado” o “no normalizado” para el 
empoderamiento y atención, y por su parte, en las estrategia colectivas se valoran aspectos 
generales de un grupo común en el que confluyen diversas experiencias, historias de vida y 
situaciones que coinciden en una situación y/o condición para ser incluídos y vinculados a la 
sociedad.  
 
La intervención socioeducativa con la población migrante  
 
A partir del escenario de análisis respecto a la teoría y práctica vinculada en la 
intervención socioeducativa es necesario mencionar como se articula con el desarrollo del 
presente trabajo de grado, todo ello a partir de la situación de vulneración, riesgo y exclusión 
social en la que se encuentran los infantes migrantes venezolanos y sus familias, por lo que 
las estrategias eficaces y acciones que deben llevarse a cabo se orientan desde un enfoque 
integral y holístico (Melendro, 2014; Quintanal y Pérez, 2013) en el que se pueda atender, 
acompañar y proteger en sus diferentes dimensiones. Por ello, se considera relevante llevar 
a escena el desarrollo de estrategias colectivas de intervención socioeducativa en las que 
confluya el entorno familiar y comunitario en el marco de su situación de riesgo a razón de 
la migración y necesidad de garantía de derechos fundamentales, para lo cual se plantea en 
un primer plano la caracterización del colectivo asentado en uno de los principales 
municipios del Departamento del Atlántico y, a partir de la misma, construir y difundir una 





En esta identificación se tendrá en cuenta elementos esenciales que permitan 
identificar las principales necesidades y capacidades, de modo que pueda orientars y 
concretar los procesos y atenciones requeridas desde un marco de garantías de atención 
integral que “responda a las afectaciones y necesidades de la población migrante” (CONPES, 
2018, p.55). Al tiempo, se hace frente a tres grandes problemas que se han generado en el 
marco del fenómeno migratorio: la afectación de la capacidad institucional ante la situación 
migratoria; el riesgo de amenaza y vulneración de derechos de las NNA y las familias en el 
proceso de migración y el déficit en la atención en el marco de la garantía de los derechos 
fundamentales y la integración de la niñez y las familias migrantes (CONPES, 2018).  
Entendiendo que la situación de los migrantes venezolanos requiere de la garantía de 
derechos e inclusión social, por considerarse un colectivo vinculado a contextos “no 
normalizados”, requieren de acciones especializadas que podrán brindarse a partir de la 
orientación y acompañamiento para acceder a las rutas vinculadas a los entornos: educación, 
hogar/familias, espacio público/comunidad y salud. Así mismo, se plantea la validación de 
procesos específicos tales como:  
- Regularización migratoria y protección internacional  
- Registro civil, nacionalidad y naturalización  
- Protección social (Salud, SISBEN, Proceso Administrativo de Restablecimiento de 
Derechos - PARD) 
- Educación y formación para el empleo 
- Protección para el acceso a derechos fundamentales  
 
De este modo, se genera una articulación entre los espacios que interactuan para concebir 
la intervención socioeducativa: espacio sociológico, espacio psicológico y espacio 
pedagógico (Castillo Cabrerizo, 2011), el diseño y participación del colectivo desde el 
reconocimiento de su realidad y las características personales, familiares, sociales, políticas, 
laborales, etc., que determinan la planificación de las estrategias de intervención. Todos estos 
aspectos confluyen en el marco del presente trabajo de grado en articulación con el proyecto 
llevado a cabo por la Asociación Colombiana de Pedagogía Social y Educación Social 
(ASOCOPESES) “Proyecto Corona Esperanza”, en el que se promueve la atención, 
acompañamiento y orientación a colectivos en condición de alta vulnerabilidad: migrantes, 






No en vano mencionaba Ortega Esteban (2014), que la práctica de la educación supone 
la prevención, compensación y reconducción socioeducativa de la dificultad, exclusión o 
conflicto social, por lo tanto, es en el desarrollo de las acciones comunitarias donde se 
fomentan nuevas formas de hacer, transformar la realidad y promover la inclusión social, 
acompañado de la colaboración, la confianza y la reflexión crítica que movilizan la 
transformación de las desigualdades sociales y educativas y facilitan la relación entre los 
diferentes miembros de un colectivo y la comunidad de acogida (Ruiz, Molina y Alcaide, 
2018; Torrelles et al., 2011; Quintanal y Pérez, 2013). 
 
1.2.2. Campos o ámbitos de acción de la Pedagogía Social/Educación Social: 
iberoaméricanas, latinoaméricanas y colombianas.  
 
La prevalencia de la intervención socioeducativa, como práctica social que 
transforma y modifica la realidad, junto con sus metodologías y estrategias genera acciones 
desde las principales vía o vertientes en las que confluye la Pedagogía Social y Educación 
Social, siendo estas a) la educación social comunitaria, en la vía de lo “normalizado” y en la 
que se llevan a cabo acciones de promoción, potenciación y participación en un escenario de 
desarrollo sociocultural, y b) la educación social especializada, en la vía de lo “no 
normalizado” en la que priman las acciones desde la prevención, reinserción, resocialización 
en el marco de riesgo, dificultad o exclusión social, aspectos que son mencionados por 
Quintanal (1986) y retomados por Gómez (2003), Bernal (2018), Del Pozo et al. (2018) y 
Del Pozo y Zolá (2018).  
 
Desde dichos ámbitos y contextos en los que se lleva a cabo la intervención 
socioeducativa en el marco de PS/ES como la vivencialidad de la teoría en la práctica, es 
necesario identificar la existencia de un amplio conjunto de campos de acción o escenarios 
de intervención que responden principalmente a las particularides, características, 
necesidades y capacidades de los inviduos y colectivos, así como de los contextos y 
momentos históricos. Por lo tanto, se concibe una diversidad de campos que puede variar 
entre distintos autores a partir de la concepción o criterios que consideran para los mismos, 
siendo principalmente determinante de acuerdo a Gómez (2003): grupo de edades (por 





(factores económicos, sociales, culturales, de género, etc) e institucionalidad (áreas, acción, 
atención brindada). 
De ese modo, se presentan a continuación la sistematización de algunos de los 
principales ámbitos o campos de acción de la Pedagogía Social y Educación Social, 
enfantizando en que se encuentran muchos más y dependen de los criterios y lentes bajo los 
cuales se delimiten su acción y colectivo:   
Tabla nº2 
Principales ámbitos o campos de acción de la PS-ES. 
Autor Ámbitos o campos de acción 
Martínez (1999); 
Núñez (1999); 
Úcar (1996; 2001); 
Calvo (2002) y 
Centeno (2005). 
Educación especializada 










Núñez y Úcar (2010) 
Educación familiar y desarrollo comunitario 
 
Educación Social Especializada 
 
Animación Sociocultural: Educación del ocio, la animación y la gestión cultural 
 




Animación o dinamización sociocultural 
Educación de personas adultas 
Educación en sectores con problemáticas específicas 
Intervención en los medios de educación informal 
 
Del Pozo (2016) 
 
Educación social especializadada 
Animación sociocultural y desarrollo comunitario  
Educación de las personas adultas y mayores  







Fuente: Elaboración propia a partir de Gómez, 2003; Pérez Serrano, 2010; Núñez y Úcar, 
2010; Del Pozo, 2016.  
 
 No obstante, respecto a los últimos ámbitos mencionados ha de resaltarse el 
surgimiento de otros campos emergentes como: la educación social escolar, educación 
inclusiva, la educación social para la salud o múltiples campos de acción sociocultural con 
adolescentes, jóvenes o grupos intergeneracionales, en los que se reconoce una amplia 
intersectorialidad y multidisciplinariedad para su desarrollo y atención (Del Pozo y Astorga, 
2018) de los cuales varios de ellos han sido llevados a cabo y puestos en marcha en el 
territorio colombiano en diferentes trabajos de grados y proyectos desarrollados por 
investigadores y académicos como el Ph.D. Francisco del Pozo Serrano, Ph.D Juana Borja, 
Ph.D Jairo Martínez, entre otros, como respuesta a las características del contexto.  
 Adicionalmente, ha de enfatizarse en la predominancia de dos de estos ámbitos 
emergentes en el país: 1) Educación para la Salud y 2) Educación para la Paz, especialmente 
por las características sociales, económicas, culturales y políticas, así como por las 
problemáticas y fenómenos que se han perpetuado históricamente en el territorio colombiano. 
De ese modo, 1) la Educación para la Salud parte del reconocimiento de la salud como 
derecho básico e indispensable para el desarrollo social y económico, por lo que el 
restablecimiento del bienestar a partir de la acción socializadora de las comunidades 
vulnerables es determinante para la vida social, integración e inclusión, como es el caso del 
colectivo de migrantes a quienes dicha movilización les ha afectado su bienestar y calidad de 
vida.  
 Borjas y Del Pozo (2017)  conceptualizan la Educación Social para la Salud “como 
toda aquella acción profesionalizada e intencionalmente planificada para desarrollar un 
aprendizaje educativo (en contextos no formales princi palmente), que procura la actuación 
sobre las necesidades sanitarias de las personas, grupos o comunidades y/o la optimización, 
promoción y potenciación de la salud física, ambiental o social” (p. 216-217), con lo cual, se 
apuesta desde la interacción comunitaria en los diferentes entornos en los que confluye la 





o enfoque un amplio desarrollo desde la ASC para llevar a cabo buenas prácticas que 
favorezcan la calidad de vida, bien – estar y el empoderamiento.  
 Sobre la 2) Educación para la paz, ha de resaltarte el conflicto armado que vivió el 
país aproximadamente por cincuenta años, en los que se ha consolidado grandes violencias 
directas, estructurales y culturales, que han generado mayores vulneraciones, 
desplazamientos internos y desigualdades para los colombianos. Frente a dicha situación fue 
determinante la firma del acuerdo de paz para la finalización del conflicto y la reglamentación 
de la Cátedra de la Paz para todas las instituciones educativas del país a partir de la Ley 1732 
de 2014 y su Decreto Reglamentario 1038 del 25 de mayo de 2015, que brindaron las 
orientaciones principales para un nuevo capítulo en la memoria histórica de la nación al 
vincular a la vida curricular  
(…) lineamientos políticos y académicos centrados en la  construcción de la cultura de paz 
en el ámbito escolar desde la educación para la paz y desarrollo sostenible, a partir de los 
contenidos presentes en el decreto: Justicia y derechos humanos, uso sostenible de los 
recursos naturales, protección de las riquezas culturales y naturales de la Nación, resolución 
pacífica de conflictos, prevención del acoso escolar, diversidad y pluralidad, participación 
política, memoria histórica, dilemas morales, proyectos de impacto social, historia de los 
acuerdos de paz nacionales e internacionales, proyectos de vida y prevención de riesgos (Del 
Pozo, Martínez, Manzanares y Zolá, 2017a, p. 29).  
 De ese modo, se vincula la educación para la paz desde un enfoque social y escolar 
en un marco de corresponsabilidad de diversos actores, por lo que se concibe como “ (…) 
consustancial en la propia naturaleza de la formación de la ciudadanía vinculada a la 
pedagogía escolar (educación formal/curricular) y a la pedagogía social (no formal e 
informal/relacional)”  (Del Pozo, Martínez, Manzanares y Zolá, 2017a, p. 18), es en ese 
sentido donde resulta imperativo valorarla como un ámbito de acción del territorio en cuanto 
se requiere promocionar y co-construir para la reconciliación y el perdón, de modo que ambos 







1.2.2.1. Educación Social Especializada, Animación Sociocultural y Pedagogía Social 
Comunitaria: campos o ámbitos de acción con el colectivo de migrantes. 
Ahora bien, respecto al campo de acción o ámbito que suscita el presente trabajo de 
grado en el marco de intervención con el colectivo de migrantes venezolanos es la Educación 
Social Especializada (ESE) y, consecuentemente, la Animación Sociocultural (ASC) 
particularmente por la vulneración de derechos y múltiples situaciones de riesgo que 
interfieren en su adaptación social y socialización, aunadas a los intereses, capacidades y 
necesidades específicas y particulares que requieren atención y protección integral en el 
marco de garantía de sus derechos fundamentales.   
 
Se inicia desde la aproximación conceptual al ESE entendido como aquella que 
trabaja con individuos y/o colectivos en situación de vulnerabilidad, dificultad, riesgo o 
inadaptación social, quienes presentan necesidades específicas que afectan negativamente su 
socialización y la articulación con la comunidad (Gómez, 2003; Del Pozo, Jiménez y 
Barrientos, 2018; Limón, 2017; Pérez Serrano, 2005). Es por ello que se vinculan en un 
escenario de dificultades para la adaptación social, en la vía de los “no normalizados”, que 
no han podido incorporarse a la vida social de forma adecuada y cuya situación no está 
vinculada a una categoría de edad pero que si lleva consigo un variado conjunto de problemas 
sociales (López Noguero, 2005a; 2005b).   
No obstante, dichos problemas en los migrantes venezolanos asentados en el 
municipio de Soledad (Atlántico) parten de la carencia de recursos y poca o nula atención de 
necesidades básicas (sanitarias, alimenticias, educativas, etc.) que se derivan de su condición 
de ingreso: regular o irregular (Migración Colombia, 2020), conviertiéndose en una 
problemática social generadora de situaciones de riesgo para las infancias (primera y 
segunda) derivadas de desventajas transmitidas a diferentes colectivos (Balsells, 2003; 
Martínez, 2010). En ese sentido, nos señala Lopéz Noguero (2005a;2005b) y Pérez Serrano 
(2005) que los transeúntes, inmigrantes, internos de prisiones, drogodependientes, 
refugiados, discapacitados sin recursos, familias monoparentales con cargas, minorías 






La Educación Social Especializada representa una alternativa a la situación actual, al poner 
el énfasis en las personas, en el grupo como espacio de diálogo y cooperación, en la capacidad 
creativa de cada ser humano. Esta nueva visión de la intervención puede ayudar a encontrar 
y construir alternativas coherentes para un desarrollo personal y social justo, solidario y 
respetuoso con la dignidad humana, que asuma la diversidad y eleve la autoestima a los 
sujetos y los grupos hasta convertirlos en los protagonistas de su propia vida (Lopéz Noguero, 
2005a, p.65). 
Ahora bien, ocupa en este caso comprender, acompañar y apoyar para intervenir sobre 
y con el colectivo de modo que puedan pasar de la inadaptación a la adaptación, siendo la 
respuesta un proceso integral en el que el individuo es integrado, incluido y ajustado al medio 
social en el que vive. De este modo, es necesario precisar que su condición se alimenta del 
alto índice de vulnerabilidad antes las cuestiones cotidianas de la vida y, que sus principales 
problemáticas, se dan por factores del contexto (Núñez y Úcar, 2010; Lopéz Noguero, 2005b) 
por lo que se habla de un colectivo en riesgo de exclusión social y vulneración derechos 
universales.  
En ese orden de ideas se identifica como foco de actuación de la ESE, la dinamización 
de las condiciones de la vida social y, especialmente en las alternativas educativas en 
situaciones en las que se plantean problemas sociales específicos. Es menester enfatizar en 
que el colectivo de migrantes venezolanos se encuentra en situación de riesgo y/o vulneración 
y ya existe un gran número de ellos vulnerados, por lo que no se habla únicamente de una 
dificultad para la adaptación a la sociedad sino de un conjunto de elementos que disminuyen 
su capacidad para resistir y hacer frente a las dificultades. Además, se encuentra una 
dimensión de la ESE que orienta su intervención específicamente con “infancia y 
adolescencia desde una perspectiva preventiva y educadora” (López Noguero, 2005a; 2005b) 
como colectivo y, la intervención en situación de riesgo social, que supone acciones 
socioeducativas sobre los sujetos y sus situaciones.  
No en vano, López Noguero (2005b) y Úcar (2018b) nos menciona que la acción del 
educador social parte de pretende “concienciar a los individuos de su propia identidad y su 
dignidad personal, y proporcionar a cada uno de ellos la posibilidad de mejorar su propia 





y articulan el trabajo en red de la familia, escuela, instituciones y comunidad en el entorno 
en el que se encuentra asentado este colectivo. Adicionalmente, la intervención bajo este 
campo requiere acciones conjuntas y articulaciones entre los diferentes actores que permitan 
abordar el desarrollo integral del sujeto y, por ende, su adaptación y socialización.  
A partir de las características y conceptualizaciones abordadas es necesario una 
aproximación puntual a la Educación Social Especializada con población Migrante, la cual 
se concibe en el marco del presente trabajo como el campo de acción orientado a la atención, 
acompañamiento e intervención con colectivos e individuos migrantes en riesgo de exclusión 
social a razón de sus factores sociales, económicos, culturales, etc., que presentan dificultad 
y conflicto social para incorporarse a la comunidad “normalizada”, convivir con los demás y 
desplegar su identidad (Pérez Serrano, 2005; Gómez, 2003; Núñez y Úcar, 2010); por lo tanto 
se presentan las principales carencias a razón de su estado migratorio (regular e irregular), la 
presencia de menores separadados, menores no acompañados, indocumentación, familias 
desectructuradas y separadas.  
Así mismo, la ESE con población migrante supone una integración entre el contexto 
y el colectivo desde el reconocimiento y movilización de capacidades, como punto de partida 
para el crecimiento y mejora personal, la transformación de realidades y la posibilidad de 
salir de la situación de vulnerabilidad en la que se encuentran (Úcar, 2018b), suscitando 
acciones pedagógicas – preventivas, reeducadoras y orientadoras que dinamicen las 
condiciones de vida social. Frente a ello es indispensable articular estrategias eficaces de 
intervención con el apoyo de profesionales que acompañen y movilicen recursos, pero que a 
su vez gesten e incentiven en la población participante la toma de conciencia respecto a su 
situación, a partir de la cual puedan tomar decisiones y autogestionar recursos, procesos y 
accesos para la mejora de su calidad de vida y bienestar que incida en la construcción de 
redes comunitarias. 
Ahora bien, bajo ese marco de lo comunitario y lo social, se articula un segundo 
ámbito de intervención/actuación: Animación Sociocultural y Pedagogía Social 





…el conjunto de acciones realizadas por individuos, grupos o instituciones sobre una 
comunidad (o un sector de la misma) y en el marco de un territorio concreto, con el propósito 
principal de promover en sus miembros una actitud de participación activa en el proceso de 
su propio desarrollo tanto social como cultural (Trilla, 1997 citado por Núñez y Úcar, 2010, 
p.25).  
 
Supone entonces promover la dinamización y participación de los entornos e 
individuos en la búsqueda del desarrollo social y cultural en los territorios y contextos en los 
que se encuentran, haciendo especial énfasis en las prácticas de las culturas y las relaciones 
sociales; por lo tanto, se valora la ASC como a) una acción - intervención con función social 
y b) como un proceso que se genera en la comunidad.  
 
Adicionalmente se reconocen siete propuestas que complementan lo anterior y 
describen la amplitud de la animación en el escenario de los ámbitos de intervención, siendo 
estás: “como acción, intervención y actuación; como función social; como metodología, 
forma de hacer, técnica, medio o instrumento; como proceso; como factor; como programa 
o proyecto y como actividad o práctica social” (Trilla citado por Aguirre, Moliner y Traver, 
2017, p.8). 
 
En ese orden de ideas, se concreta la ASC como un elemento social y cultural que 
permite que el desarrollo comunitario se emprenda desde la ciudadanía, como ha sido 
mencionado anteriormente: una intervención con la comunidad. Esto es a partir del 
reconocimiento de dicho campo de acción como una reacción y respuesta frente a la crisis, 
que reconduce el desarrollo sociocultural hacia un camino donde la persona sea protagonista 
autónoma y consciente de su realidad para buscar las soluciones y recursos que favorezcan 
su mejora o transformación (Dapía, 2014) y que no está directamente ligado a un contexto 
de “no normalización” o “normalización”. 
 
Al respecto, Morata (2014) articula la ASC como metodología de la pedagogía social 






pretende la mejora de calidad de vida y el bienestar subjetivo de las personas, a la vez 
que el fomento de cohesión social por parte de todos los agentes de la comunidad. 
Busca el empoderamiento de las personas y su participación. La corresponsabilidad 
en todo el proceso educativo resulta clave para posibilitar mayores cuotas de 
reinserción social, desarrollando acciones de sensibilización y prevención en la 
comunidad. (p.16) 
 
De este modo, se hace un reiterado énfasis en la participación como un instrumento 
de empoderamiento, de desarrollo humano y de justicia social, siempre y cuando sea viable 
y significativo, valorando la animación sociocultural como un recurso para la integración y 
promoción de colectivos que viven situaciones de marginación, favoreciendo mayor equidad 
para todos. 
Trilla (1997) complementa lo anterior presentando otra conceptualización de la 
Pedagogía Social Comunitaria como  
el conjunto de acciones realizadas por individuos, grupos o instituciones sobre una 
comunidad (o un sector de la misma) y en el marco de un territorio concreto, con el propósito 
principal de promover en sus miembros una actitud de participación activa en el proceso de 
su propio desarrollo tanto social como cultural (Citado por Núñez y Úcar, 2010, p. 35).  
 
Tanto la ASC como la Pedagogía Social Comunitaria confluyen en ese fin común de 
favorecer la socialización y sociabilidad desde una interacción social que impida la 
marginación y la exclusión, apoyando al individuo y a los grupos de riesgo en el desarrollo 
de sus propios recursos en una sociedad cambiante, lo que supone nuevos retos y necesidades, 
así como la atención desde los entornos sociales, políticos, económicos y culturales para 
integrarse en la sociedad (Ruíz, Martín y Caro, 2015). 
A partir de lo anterior es importante destacar que se ha reconocido la ASC como un 
proceso de acción educativa que surge de la Educación Popular, por cuanto en ambas se da 
el desarrollo en comunidad y la participación de los colectivos en la democratización de la 
enseñanza. Esta valoración surge desde la concepción de la educación como dimensión 





política para la construcción de una nación para todos (Del Pozo y Astorga, 2018; Pérez 
Serrano, 2010; Gómez Serra, 2003; Núñez y Úcar, 2010; Ribas, 2018).  
 
En ese sentido, cabe rescatar algunos elementos de la propuesta de pedagogía 
liberadora del oprimido mencionada por Freire en 1968, especialmente por cuanto enfatizaba 
en ¨intervenir en nuevas coyunturas sociales y políticas que abren un horizonte más 
promisorio (desde el Estado y la Sociedad Civil) respecto al cumplimiento de los derechos 
sociales y educativos, a partir de considerar el lenguaje de las posibilidades¨ (Krichesky, 
2011, p. 63). Para ello, Freire planteaba unos aspectos básicos que dan inicio a ese 
reconocimiento de su situación respecto a los propios contextos y frente a lo cual “las masas 
oprimidas deben tener conciencia de su realidad y deben comprometerse, en la praxis, para 
su transformación” (Ocampo, 2008, p. 64). 
A partir de las características y conceptualizaciones presentadas anteriormente es 
necesario generar una aproximación puntual a la Animación Sociocultual y Pedagogía Social 
Comunitaria con población migrante concebidas en el marco del presente trabajo como el 
campo de acción orientado a desencadenar y promover el dinamismo social y cultural desde 
el entramado de la participación, empoderamiento y promoción; sin embargo, la 
movilización de estos elementos dependen de la convergencia entre el colectivo y el contexto, 
por cuanto se ponen en acción un conjunto de estrategias basadas en la pedagogía 
participativa que suscitan prácticas y actividades voluntarias individuales que permean los 
diferentes ámbitos del desarrollo de la calidad de vida. 
 
No obstante, la ASC con población migrante se consolida a través de la vinculación 
de un animador/profesional que detecte necesidades, sensibilice y dinamice al colectivo en 
la participación de acciones de forma consciente y responsable, garantizando especialmente 
que se dé la participación como eje principal del campo de acción que suscita un primer paso 
para facilitar la intervención socioeducativa como punto de partida para la mejora de 
potencialidades. En ese sentido, es imprescindible caracterizar las necesidades y capacidades 
de la población migrante y a partir de las mismas promover el conocimiento en sí mismos y 






La Animación Sociocultural representa la materialización de voluntad, 
intencionalidad y preocupación por favorecer la integración de los grupos marginados al 
poner en marcha un conjunto de técnicas que rescatan el protagonismo de las comunidades 
migrantes para el desarrollo individual y colectivo, por lo que se basa en la imperativa mejora 
o mantenimiento de la calidad de vida desde la transformación de su realidad, la 
potencialización de sus capacidades y dinamización de su entorno. No en vano se valora este 
ámbito como integrador a otros campos de acción, por cuanto promueve valores 
indispensables para la vida social, que tienen sus puntos en común con los principales 
ámbitos y parten de ese interés por lo comunitario en un escenario de características comunes 
como ocurre con el colectivo de migrantes venezolanos quienes buscan pasar de la 
precariedad a la garantía de sus derechos fundamentales.  
Por último, se concibe como fin de la educación respecto a la población participante 
en este campo de acción y en su contexto de asentamiento a través del desarrollo de valores 
culturales y sociales como un fin especial para la integración, siendo estos: el pluralismo, 
libertad, concientización, democracia, relaciones humanas, autonomía personal, fe en la 
persona y el grupo y, la colaboración. 
 
1.2.3. Modelo de intervención, enfoques y niveles de atención, factores de riesgo y 
protección del colectivo de migrantes 
 
Se toma este panorama como elemento de ubicación para el desarrollo de la 
intervención socioeducativa y sus campos, en especial la articulación con la puesta en marcha 
de las acciones y estrategias para el acompañamiento y atención al fenómeno de la migración 
venezolana en el territorio colombiano. Por lo anterior, se valora la intervención 
socioeducativa en el marco de la Asociación Colombiana de Pedagogía Social y Educación 
Social (ASOCOPESES) como institución socioeducativa que atiende a múltiples colectivos 
sociales desde los diferentes ámbitos y campos de actuación de la PS/ES. 
Es así como, la asociación se encuentra realizando acciones socioeducativas diversas 
a través del “Proyecto Corona Esperanza” que moviliza el apoyo y acompañamiento a 





Coronavirus Covid-19, para lo cual realiza entrega de alimentos no perecederos, moviliza la 
orientación en la atención infantil y la gestión básica social. Dejando claro lo anterior, es 
importante enfatizar en la puesta en práctica de una intervención con la comunidad  en un 
marco social y contextual que posibilite dichas acciones, es decir, que permita tener claridad 
respecto a los límites y características concretas que determinarán esa interacción y relación 
de horizontalidad con la población objeto y que de ahora en adelante se vincula como el 
modelo alrededor del cual se materializa la intervención socioeducativa, sus aspectos 
metodológicos y las estrategias eficaces.  
 
Se reconocen como modelos de intervención para el desarrollo de la estrategia 
socioeducativa, el modelo de justicia social y el modelo de inclusión, comprendiendo el 
modelo en el marco de la PS/ES como el elemento nuclear alrededor del cual se construyen 
las intervenciones socioeducativas (Úcar, 2006). Sobre el primero, modelo de justicia social, 
se destaca su perspectiva de equidad y su inherente objetivo de redistribución, lucha contra 
la explotación y, sobre todo, el reconocimiento de los derechos universales para la 
emancipación de los colectivos, en donde se gesta una participación de su parte para la 
búsqueda de la calidad de vida, igualdad de derechos y oportunidades. Por lo tanto, se habla 
de una acción formativa y educativa en la que se transforma y mejora desde la 
concientización, para lo cual es determinante contar con un educador social que favorezca la 
satisfacción de las necesidades pero que a su vez logre el desarrollo de normas 
socioeducativas a partir de las acciones con la comunidad.  
 
En una segunda instancia se encuentra el modelo de inclusión, el cual busca 
“proporcionar los recursos necesarios para vincular a las personas –excluidas o no- a las 
diferentes redes de relaciones de todo tipo que estructuran la vida social” (Úcar, 2006, p.11). 
De aquí se valora y evidencia la doble vía de acción de la PS/ES al dirigirse a toda la 
población (normalizada o no) con la finalidad de favorecer la formación de los individuos y 
colectivos que participan en la vida social, entendiendo desde el marco de, para y con todos 
y todas en comunidad en una relación de horizontalidad; por lo cual, se identifica una acción 
focalizada a todo tipo de situación con el fin único de la vida en sociedad, integración e 






Se precisa el desarrollo de esta intervención con infantes y familias migrantes en 
situación de riesgo, quienes a razón de su condición de migración no han tenido las mismas 
oportunidades que el resto para desarrollarse ni estructurar su personalidad a partir de unos 
referentes claros, ni mucho menos contar con el cubrimiento de sus necesidades básicas (salud, 
protección, educación, refugio, etc.), todo ello porque han sido el colectivo invisibilizado al 
momento de tomar decisiones sobre esa movilidad y sobre el cual hay mucho desconocimiento 
de cómo actuar y favorecer su incorporación social para la garantía de los  Derechos Universales 
de los Niños y Niñas y los Derechos Humanos. Es en ese sentido, donde radica la importancia 
de llevar a cabo la intervención socioeducativa desde la articulación de acciones y estrategias 
que partan de las características propias de la comunidad, de sus voces y perspectivas de vida, 
pero validando en el entramado que aspectos suscitan mayor priorización y como se promueve 
la atención y protección integral.  
 
Urge para el colectivo de migrantes una intervención basada en un conjunto de enfoques, 
entre los cuales se destacan el enfoque de derechos, diferencial, de ciclo de vida, de desarrollo 
humano y de sostenibilidad, articulados cada uno de ellos a las acciones y estrategias a 
desarrollar. En ese orden de ideas, se precisa que dichos enfoques se enmarcan en aspectos 
inherentes de cada uno de los colectivos, por lo que es necesario valorar sus características 
principales para reconocer su relación en el marco de acción con la población migrante 








Enfoque de atención vinculados a la población migrante. 
 




*Considerado el principal enfoque para la atención e intervención por cuanto 
toma como principal fundamento la dignidad humana. 
*Guía las acciones desde el marco de los Derechos Humanos 
*Comprende los principios universales  
* Carácter integral que favorece una visión holística 






*Reconocimiento de diferencias  
*Atención a las particularidades sociales y culturales de individuos y colectivos: 
edad, etnia, discapacidad, condiciones sociales, políticas, culturales, económicas, 
etc.  
*Conformado por los argumentos teóricos, políticos y prácticos orientados a la 
valoración de las diferencias y su enriquecimiento 
*Análisis de particularidades de individuos y colectivos desde sus contextos y 
condiciones reales 
*Supone acciones afirmativas y diferenciales en pro de la equidad, goce de 
derechos y justicia social 
 
De ciclo de vida  
 
*Reconocimiento de trayectorias, sucesos, transiciones, experiencias y 
características propias en los distintos momentos de vida  
*Reconocimiento del proceos continuo de desarrollo a lo largo de la vida  
*Incidencia de condiciones históricas, sociales, culturales, biológicas y 




*Concepción del ser humano como integral y holístico 







*Reconocimiento y desarrollo de capacidades para la realización y ejercicio de 
derechos  
*Contempla la autonomía como expresión del desarrollo humano que desarrolla 
la libertad 
 
De sostenibilidad  
 
* En función del desarrollo sostenible y sus objetivos 
*Orientado a la satisfacción de las necesidades actuales para promover las 
capacidades y desarrollo de los individuos y comunidades 
*Satisfacción de las necesidades propias sin comprometer las de las futuras 
generaciones 
 
Fuente: Elaboración propia a partir de Naciones Unidas (s.f.), Gobierno de Colombia (2018) 
y Congreso de la República (2014). 
 
Es así como a partir del reconocimiento de los principales enfoques vinculados a la 
atención y protección integral del colectivo de migrantes se puede precisar su articulación en 
base a las características que suscitan especial relevencia, de ese modo se valora como punto de 
partida el enfoque de derechos. Este enfoque orienta su actuación desde los DDHH, como 
derechos fundamentales de cáracter universal, irrenunciables y prevalentes, que a la luz de la 
garantía de los derechos de la infancia y juventud supone un especial énfasis en el marco de 
desarrollo de un entorno protector que congregue los principales ámbitos y entornos para la 
protección y atención integral.  
A su vez, se valora el enfoque diferencial a razón de su condición como migrantes y la 
movilización involuntaria por ausencia de condiciones económicas, políticas y sociales que 
garanticen su calidad de vida y la satisfacción de necesidades básicas, de modo que se requieren 
acciones especializadas en concordancia con sus características propias, al tiempo que vinculan 
actuaciones puntuales con miras a la garantía de derechos, equidad, inclusión e integración 
social en el territorio de acogida. Es aquí donde se articula el enfoque de derechos humanos, 
frente al cual se requiere el reconocimiento de capacidades que permitan alcanzar metas de 
realización y el ejercicio de sus derechos fundamentales sin importar el territorio en el que se 





específicas que como el colectivo de migrantes venezolanos se exacerban por su vulnerabilidad 
o vulneración.  
Este último enfoque concuerda con lo planteado por Caride (2017), para quien el valor 
intrínseco de los derechos universales reside en la igualdad de oportunidades, que prevengan 
y/o disminuyan las situaciones de exclusión y discriminación, tal y como lo vivencian los 
migrantes. Lo que supone la adopción de una atención, garantía y protección de atenciones y 
necesidades básicas para los infantes y familias migrantes en el territorio colombiano, 
especialmente de aquellos asentados en el municipio de Soledad (Atlántico); sin embargo, 
muchas de las situaciones presentadas en las que los factores de riesgo aumentan y se generan 
altas vulnerabilidades responden especialmente a la falta de documentación que propicie la 
integración e inclusión social, así como la no integralidad de las propuestas actuales que derivan 
en el reconocimiento de uno de los miembros de una familia y determinan acciones individuales 
para cada uno sin confluir en un aspecto o atención de legalidad que cubra a todos los miembros. 
 
Así mismo, atañe el enfoque de ciclo de vida por cuanto se orienta a la garantía de un 
aprendizaje a lo largo de vida, en el que los migrantes y sus familias han vivido experiencias 
vinculadas al propio fenómeno migratorio que han incidido en sus relaciones con las 
comunidades receptoras, especialmente por la poca o nula garantía de derechos y desarrollo. No 
en vano, se reconoce que la atención oportuna y adecuada en infantes y jovenes supone una 
inversión y repercusión a futuro, por cuanto este grupo etáreo serán los futuros profesionales y 
ciudadanos que harán parte del desarrollo del país. De ese modo, entra en escena el enfoque de 
sostenibilidad, en función del desarrollo sostenible y sus objetivos, que se articulan al 
“desarrollo capaz de satisfacer las necesidades del presente sin comprometer la capacidad de 
las futuras generaciones para satisfacer sus propias necesidades” (Naciones Unidas, s.f., 
párr.1).  
 
Adicionalmente a la identificación de los modelos de intervención y los enfoques de 
atención es fundamental conocer los principales niveles de atención respecto a las acciones 
a desarrollar con la población participante en el marco del fenómeno migratorio, 
determinando así atención individual, familiar y socio-comunitaria para este caso. Lo 





de su derechos, el acceso a la atención y protección integral en el entramado de trabajo en 
red y corresponsabilidad de los diferentes actores de la sociedad; no en vano, esta 
intervención requiere la alianza de organizaciones civiles, alcaldías, secretarías, entidades 
privadas y la academia, como atención sociocomunitaria para mitigar los factores de riesgo 
y promover los factores de protección. 
 Frente a estos dos últimos elementos, factores de riesgo y factores de protección, se 
valora su conceptualización para la determinación de aquellos que se evidencian en el 
coletivo de migrantes venezolanos. En una primera instancia Deza (2015) refiere los factores 
de riesgo como “la interacción de factores externos (influencia de pares, familia, escuela, 
comunidad y cultura) con vulnerabilidades individuales (características cognitivas, 
capacidad de resolución de conflictos, tolerancia a la frustración, etc.) que sensibilizan a 
ciertos individuos que se encuentran más expuestos” (p.232), de modo que, a razón de uno u 
otro se incrementa la probabilidad de un resultado o consecuencia negativa dentro de una 
población de individuos.  
 En concordancia con ello Hein (2000) plantea que un factor de riesgo corresponde a 
aspectos contextuales, familiares, personales, educativas, etc., que incrementan la 
probabilidad de desarrollar situaciones de dificultad, vulnerabilidad y/o de conflicto, no 
obstante, estos factores se asocian a condiciones particulares, rasgos o características: 
personales, sociales, económicas, ambientales, etc., que se convierten en un riesgo cuando 
que se perciben como de mayor ocurrencia (Organización Mundial de la Salud – OMS, 
1998); Ministerio de Educación Nacional , 2014). Sin embargo, ha de precisarse que los 
factores de riesgo son un concepto co-relacional, por lo que, aunque una característica actúe 
como factor de riesgo no significa que necesariamente tenga que producirse el resultado, esto 
depende en gran manera de características del propio riesgo, características de la población 
a la que se asocia o asociadas con el propio factor de riesgo (Menéndez, Fernández y Secades, 
2004).  
Según Cabrales, Contreras, González y Rodríguez (2017), para el análisis de factores 
de riesgo en la infancia, adolescencia y juventud, es pertinente valorar los sistemas ambientes 





y ellas interactúan diariamente y cómo éste incide directamente en su desarrollo. A su vez, 
se pueden reconocer los principales factores de riesgo desde los entornos que influyen en el 
desarrollo humano: personales, escolares, familiares y comunitarios, sociales y culturales 
(MEN, 2014) y Cabrales et al. (2017).  
Por lo cual, para la población participante del presente trabajo, infantes y migrantes 
venezolanos, se consideran como factores de riesgo:  
Tabla nº4 
Factores de riesgo del colectivo de migrantes venezolanos. 
 
Ámbito/Entorno Factores de riesgo 

















Comunitario, social  y cultural 
Situación socioeconómica 
 
No vinculación a un sistema de salud y seguridad social 
 
Ciclo de vida, la edad del niño (mayor riesgo en primera 
infancia y adolescencia) 
Problemas de integración e inclusión social, 
marginación/exclusión 
 
Ausencia de apoyo social y escasos recursos comunitarios 
 
Indocumentación, documentos vencidos o robados 
 
Estado migratorio (regular o irregular) de ingreso al país 
 
Exposición a modelos que manifiestan conductas de riesgo 
 
Violencia sociopolítica, desplazamiento, fenómenos 
migratorios 
 
Situación económica precaria: desempleo, subempleo, 
informalidad, mendicidad 
 
Pobreza y desigualdad social/ Situación socioeconómica/ 
Ausencia de servicios sociales 
 





 En relación a los factores de protección, Menéndez, Fernández y Secades (2004) 
manifiesta que estos “operan para promover un desarrollo adaptado y para diluir o 
contrabalancear el impacto negativo de los factores de riesgo, reduciendo la probabilidad de 
que estos últimos lleguen a cristalizarse en consecuencias negativas” (p.28). Por lo tanto, son 
considerados como un conjunto de características, elementos o situaciones detectables en los 
individuos, familia, grupo o comunidad que inciden en la reducción y/o minimización de las 
conductas de riesgo, por consiguiente, favorecen la adaptación al ambiente físico y social al 
impactar directamente en las probabilidades de vulnerabilidad, efectos de los factores de 
riesgo y las situaciones que afectan el desarrollo humano e inciden en la adaptación y 
participación en el ambiente físico y social (MEN, 2014; Valdés, 2001; Hernández y García, 
2007). 
En ese sentido, De los Ángeles (2011) y Jadue, Galindo y Navarro (2005) plantean el 
reconocimiento de estos factores en el ámbito personal, familiar y sociocultural, que proveen 
características y acciones incidentes en el desarrollo: relaciones afectivas, sistema educativo, 
pares, etc. No obstante, en relación al colectivo que suscita nuestro mayor interés, infantes y 
familias migrante, se valoran aquí los recursos, sistemas ambientes de Bronfenbrenner y la 
intersectorialidad que cumplen los diferentes actores y entornos en la consecución de un bien-
estar y calidad de vida, como son: vivienda, educación, saneamiento, nutrición, entre otros. 
Por lo cual, para la población participante del presente trabajo, infantes y migrantes 
venezolanos, se consideran como factores de protección:  
Tabla nº5 
Factores de protección del colectivo de migrantes venezolanos. 
 







Comunitario, social  y cultural 
Tolerancia a la frustración 
Edad de los infantes y padres (etapa productiva) 
Estructura familiar y acompañamiento de menores 
Preocupación por la protección integral y supervisión cercana 
Concepto de sí misma o sí mismo positivo (autoestima) 
Vínculos afectivos  
Estilo de afrontamiento flexible 
Apoyo de redes sociales y familiares  
Integración social y laboral  






Finalmente se da cierre a este apartado sintetizando algunos aspectos, en los cuales se 
entrelazan los factores de riesgo y de protección para la intervención con el colectivo 
mencionado, siendo estos: la ayuda y asistencia en las necesidades; prevención de nuevas 
situaciones de riesgo, orientar la gestión de las organizaciones no formales y acompañar en 
el acceso a los recursos pertinentes para granatizar su condición de regularidad en el 
territorio. Así mismo, se reconocen acciones articuladas para los elementos anteriores como: 
orientar al colectivo para el desarrollo de su libertad en los diversos contextos, orientar la 
promoción humana desde las competencias para la vida el aprendizaje a lo largo de la vida; 
no obstante, ahondaremos en estos elementos con mayor profundidad en el siguiente 
apartado.  
 
2. Migración: movilización masiva por la calidad de vida, bien-estar y garantía de los 
derechos.  
 
Para iniciar este proceso de reflexión respecto a la migración es importante identificar 
los datos estadísticos sobre migrantes internacionales, que de acuerdo con la Organización 
Internacional para las Migraciones (2018) se estima que son 258 millones de personas, una 
cifra que recalca la movilidad humana como uno de los procesos históricos más perpetuados 
y al que se le mira con doble ambivalencia: impulsor de desarrollo y aumento en la demanda 
del estado bienestar.  
Al respecto, la Organización de las Naciones Unidas – ONU (2020) informan que el 
fenómeno migratorio en los ultimos años ha alcanzado unas dimensiones inimaginables:   
“En 2019 el número de migrantes internacionales (personas que residen en un país distinto al 
de nacimiento) alcanzó los 272 millones en todo el mundo - 48% de mujeres - frente a los 258 
millones de 2017. De estos, 164 millones son trabajadores migrantes. Asimismo, se estima que 
hay 38 millones de niños migrantes y tres de cada cuatro está en edad (20 y 64 años) de trabajar. 
Asia acoge alrededor de 31% de la población migrante internacional, mientras que el dato para 
el resto de los continentes se reparte así: Europa 30%; las Américas 26%; África 10%; y 





En ese sentido, conviene enfocarnos a nivel nacional en la atención del fenómeno 
migratorio venezolano desbordado y aumentado en los últimos seis años al territorio 
colombiano, bien sea en condición de retornados, de paso transitorio y/o permanencia, se ha 
reconocido como una problemática social generadora de situaciones de riesgo para las 
infancias y adolescencias derivadas de desventajas transmitidas a diferentes colectivos 
(Balsells, 2003; Martínez, 2010). Por lo cual, se ha valorado la intervención y puesta en 
marcha de múltiples acciones (con enfoques indviduales, sesgados, limitantes y dirigidos a 
un único grupo poblacional) en pro de la atención, protección y garantía de la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos que atañen a este grupo poblacional en dificultad social.  
Frente a ello diferentes entidades, agentes, ONG´s y organizaciones del estado civil 
como: secretarías municipales y departamentales (Salud, educación, vivienda, gestión social, 
etc.), Consejo Noruego de Refugiados, Migración Colombia, Organización Internacional 
para las Migraciones, ACNUR, UNICEF, han aunado esfuerzos para la movilización y 
priorización de acciones dirigidas a atender este fenómeno, sin embargo prevalece la urgencia 
y asistencialismo como factores fundamentales para la atención y protección, suponiendo así 
la ejecución de acciones humanitarias limitadas y concentradas a territorios con grandes 
tensiones migratorias y mayor impacto del fenómeno, que no favorece ni promueve el 
Desarrollo Sostenible, la igualdad, la reducción de la pobreza, entre otros.  
A partir de lo anterior, se vincula la migración como eje central de la propuesta, siendo 
reconocida como una movilización masiva a otras ciudades y/o países a razón de fenómenos 
sociales, atender las necesidades básicas, las vulneraciones y carencias que se dan en el 
territorio de origen, dichos elementos generan problemáticas vinculadas como la 
desestructuración familiar, ruptura de redes, vulneración de derechos, etc. No obstante, el 
asentamiento en nuevos territorios genera una sobredemanda de los recursos establecidos 
para la población, que afecta tanto a los inmigrantes como a los nacionales y que pone en 
evaluación la capacidad de institucionalidad del país receptor para integrar de manera exitosa 
a esta población y valorar la respuesta del estado de bienestar frente a normativa internacional 





La Organización Internacional para las Migraciones – OIM (2006) conceptualiza la 
migración como el “movimiento de población hacia el territorio de otro Estado o dentro del 
mismo que abarca todo movimiento de personas sea cual fuere su tamaño, su composición o 
sus causas; incluye migración de refugiados, personas desplazadas, personas desarraigadas, 
migrantes económicos” (p.38). Por su parte, la Organización de Naciones Unidas (2020) la 
define como:  
… cualquier persona que se desplaza, o se ha desplazado, a través de una frontera internacional 
o dentro de un país, fuera de su lugar habitual de residencia independientemente de: 1) su 
situación jurídica; 2) el carácter voluntario o involuntario del desplazamiento; 3) las causas del 
desplazamiento; o 4) la duración de su estancia. (párr. 2). 
Cabe añadir que OIM (2006) enfatiza en la existencia de varios tipos de migraciones, 
orientadas al movimiento dentro o fuera del país: interna e internacional, como también 
dependiente del cumplimiento de parámetros legales: irregular o regular. 
A continuación, se precisa sobre el fenómeno de la migración, vinculado al movimiento 
dentro o fuera del país, en el que se encuentran tipologías como: migración interna, dentro 
del país de forma temporal o permanente, y migración internacional, fuera del lugar de 
residencia habitual y a través de las fronteras de un país a otro del que no son nacionales. 
Sobre las dependientes de los parámetros legales, encontrándose: migración irregular, como 
el movimiento de personas que se produce al margen de las leyes, las normas o los acuerdos 
internacionales que rigen la entrada o la salida del país de origen, de tránsito o de destino y, 
la migración segura, ordenada y regular, que supone el movimiento de personas ajustándose 
a las leyes y normas que rigen la salida, la entrada, el retorno y la permanencia en los países 
(OIM, s.f.).  
En este punto se logra identificar de dichas tipologías algunos elementos que suscitan 
mayores atenciones e intervenciones, entonces se tomará el término migración internacional 
regular e irregular como eje de este proyecto socioeducativo. Lo anterior, enmarcado en ese 
conocimiento la migración como  “una actividad consustancial a la vida del hombre y le ha 
acompañado a lo largo de su historia” (Gómez Walteros, 2010, p.84), por lo que no es un 





(Bermudez, Mazuera, Albornoz y Morffe, 2018) pero que resulta llamativo cuando crece 
exponencialmente como ha sucedido en el caso de los migrantes venezolanos en Colombia 
quienes para el año 2014 eran 23.573 y actualmente son 1.748.716 (Migración Colombia, 
2020).  
No obstante, cabe la duda y reflexión para comprender porque migra la población 
masivamente, porque se toma la decisión de dejar todo atrás y empezar de nuevo en otro 
contexto, asumiendo los retos y desafíos que puedan darse en ese proceso de “nuevo 
asentamiento”. Al respecto, desde la Dirección de Migración Colombia, Juan Francisco 
Espinosa (Migración Colombia, 2020) menciona un aspecto determinante que engloba la 
razón de ser de un flujo migratorio tan alto como el que vive nuestro país hoy “se da cuando 
la población es expulsada involuntariamente por ausencia y no prestación de condiciones 
elementales y necesidades básicas en su país o territorio habitual”, lo que ocurre en este 
momento en el territorio venezolano. 
En ese orden de ideas, se precisa que la selección de nuestro país como ese nuevo 
territorio habitual se debe a la hermandad y vecindad que se ha tenido históricamente con 
Venezuela y a los 2.219 kms de frontera entre uno y otro. Ahora bien, a parte de ser alarmante 
las cifras en aumento de la población en los últimos seis años que lleva este proceso, es 
mucho más alarmante comprender que de la totalidad, solo el 43,6% (763.716) se encuentran 
en un estatus de regularización y el 56,4% (985.000) en un status de irregularidad; por 
consiguiente, el ingreso irregular, que va desde la falta de documentación hasta ingreso por 
puntos fronterizos no autorizados, supone desde un inicio una vulneración de derechos, 
inadaptación social, aumento exponencial de trabajo informal, mendicidad, altos factores de 
riesgo y un desconocimiento e invisibilidad que se perpetua en los infantes y miembros de la 
familia.  
Si bien la migración ofrece oportunidades cuando se realiza de forma ordenada, segura 
y regular, se acrecientan las dificultades cuando se encuentra en un estado de irregularidad; 
por lo cual, se dan desafíos por la discriminación, inadaptación y vulneración, que se traduce 
en que, al no tener acceso a los derechos humanos, su capacidad para beneficiarse de la 





y sociedad en la que se han instalado.  Al respecto, la Oficina del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas (2011) señala que “la protección de los derechos humanos es importante a 
los fines de fomentar la inclusión e integración social de los migrantes, para que lleven vidas 
económicamente productivas, así como culturales y sociales prósperas” (p.8), que finalmente 
permitira valorar esta movilidad como un capital económico y sociocultural, tal cual como 
lo ha sido históricamente.  
En concordancia con los anterior, se articula a este marco los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible partiendo de su aspiración de no dejar a nadie atrás e interveniendo desde un 
enfoque holístico e integral en el que se destaca la participación de cada uno de los colectivos, 
de modo que se reduzca las desigualdades, se erradique la pobreza y se trabaje por la paz. 
Siendo estos ODS un compromiso internacional y preocupación para establecer un conjunto 
de principio básicos que pongan fin a la pobreza, protegan el planeta y garantices que todas 
las personas gocen de paz y prosperidad, por lo cual se enmarcan en estos aspectos vinculados 
a desafíos ambientales, políticos y económicos que hacen parte de nuestra realidad y sus 
retos, como es el caso del fenómeno migratorio.  
No en vano, la Organización Internacional para las Migraciones (OIM-Centro, Norte 
América y el Caribe, 2017) manifiesta que:  
Se ha considerado la migración como uno de los temas centrales de la Agenda 2030, como 
un objetivo específico y como una herramienta para lograr un desarrollo sostenible. De hecho, 
la declaración política de los Objetivos de Desarrollo Sostenible reconoce la contribución 
positiva de las personas migrantes al crecimiento inclusivo, así como a la realidad 
multidimensional de las generaciones. La migración se encuentra en mucho de los objetivos 
y metas de la agenda 2030 (...). (Minuto 2:00)  
Dicha afirmación se vincula directamente con una sociedad solidaria y sostenible, por 
cuanto se puede garantizar un bienestar y calidad de vida al grupo poblacional desde el 
reconocimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible y metas vinculadas 
respectivamente. Principalmente, la meta 7 del Objetivo 10, que se refiere a facilitar las 
migraciones ordenadas, seguras y regulares a través de políticas planificadas y bien 





cada uno de los actores vinculados en los diferentes sistemas: academia, sociedad civil, sector 
privado, gobierno local y nacional, entre otros, en un trabajo en conjunto que garantice el 
progreso de los compromisos enmarcados en el ODS y el desarrollo de toda la población.  
Ahora bien, es importante resaltar que también existen un grupo de ODS y metas que se 
vinculan directamente al fenómeno migratorio en infantes, adolescentes y jóvenes, que de 
acuerdo a lo planteado por OIM (s.f.b) y Canelón y Almansa (2018) serían:  
-  Objetivo 1: fin de la pobreza (metas 1.2)  
-  Objetivo 3: salud y bienestar (todas sus metas)  
-  Objetivo 4: educación de calidad (meta 4.A, 4.2 y 4.5)  
-  Objetivo 5: igualdad de género (meta 5.2. y 5.6)  
-  Objetivo 8: trabajo decente y crecimiento económico (meta 8.7 y 8.8)  
-  Objetivo 16: paz, justicia e instituciones sólidas (metas 16.3)  
Desde luego, la vinculación de la migración con los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible se da en ese marco de concepción en el que dicha movilidad aporta beneficios 
significativos a las nuevas comunidades, aumento de fuerza de trabajo, interculturalidad, 
mano de obra calificada, entre otros aspectos que retribuyen directamente en el desarrollo del 
territorio de acogida. Ahora bien, como se ha mencionado a lo largo de los párrafos 
anteriores, así como se valoran oportunidades y capacidades existe un marco en el cual se 
incorporan todos aquellos aspectos que impactan negativamente en el desarrrollo: tensiones 
con las comunidades de acogida, dificultades para el acceso a las necesidades básicas, entre 
otros.   
Es en ese impacto al desarrollo donde entran en escena los ODS,  proporcionando un 
“marco general para abordar esta relación compleja y dinámica entre la migración y el 
desarrollo y para comprender mejor cómo la migración y los migrantes pueden dar forma a 
logros de desarrollo y viceversa” (OIM, 2018, p.11), una acepción determinante para 
comprender por qué es necesario la construcción de políticas públicas claras y estrategias 
eficaces que favorezcan su incorporación y adaptación social, bajo ese enfoque holístico, 





No en vano existe una mayor dificultad al realizar estudios sobre la migración, que 
atañen a su “extremada diversidad en cuanto a formas, tipos, procesos, actores, motivaciones, 
contextos socioeconómicos y culturales, etc.” (Gómez, 2010, p. 15), por lo que se convierte 
en un objeto de estudio a revisar desde las dos aristas de la PS/ES: la socialización y la 
atención de necesidades. En concordancia con ello, se mencionan innumerables causas, tales 
como: fenómenos sociales (políticos, económicos, culturales, educativos y religiosos, entre 
otros) y naturales, así como el estado de bienestar, que responden netamente a las 
prestaciones y necesidades que puede cubrir el estado como tal, pudiendo ser el de origen o 
el de destino (Zúñiga, 2005).  
Conviene vincular a este desarrollo las implicaciones que supone la migración en los 
territorios de recepción por las situaciones de conflicto que se generan (Bermudez, Mazuera, 
Albornoz y Morffe, 2018), puesto que algunas personas consideran que la llegada de 
inmigrantes representa una disminusión de oportunidades laborales, saturación en la 
servicios básicos, infestar de plagas y enfermedades su entorno, generar violencia y delincuencia, 
demanda de mayores recursos para suplir las necesidades que traerá consiga su adaptación 
social (Gómez Walteros, 2010). Por consiguiente, se empiezan a derivar otros aspectos como 
la aparofobia, xenofobia, discriminación y exclusión social (Bermudez, Mazuera, Albornoz 
y Morffe, 2018) y suele desconocerse y omitir el favorecemiento al crecimiento económico, 
satisfacción de la escasez de talento, fomento de la interculturalidad y la promoción de una 
sociedad más dinámica (Goldín, 2016). 
En ese sentido es pertinente visualizar la migración desde la interculturalidad como un 
intercambio entre culturales, en la que se gestan relaciones respecto a los saberes, 
costumbres, valores y características propias. Izquierdo (2018) concibe la interculturalidad 
como “esa forma de aglutinar las particularidades poblacionales sin anularlas y haciéndolas 
partícipes de los procesos de construcción de nación” (p. 210), que, si bien puede darse desde 
encuentros y desencuentros vinculados a la inclusión, integración y valoración de la 
diversidad, supone un proceso de relación en doble vía en el que más que prejuicios y 
estereotipos exista un diálogo e intercambio de saberes. Por ellos, es necesario valorar el 





etc., para reconocerles, valorarles y respetarles en un marco de legitimidad y erradicación de 
actitudes o conductas que ahonden en la discriminación de infantes y sus familias. 
Teniendo en cuenta la interculturalidad como un beneficio y paso a la inclusión e 
integración social, es importante reconocer quiénes migran y cuál es su próposito, frente a lo 
cual la literatura solo evidencia información respecto a los jóvenes, adultos y adultos 
mayores, por lo habría que pensar y distinguir que no solo son ellos los que migran, pero si 
los que tienen la capacidad de tomar decisiones y opinar sobre llevar a cabo o no dicha 
movilización, detectándose aquí un colectivo de infantes a quienes no se les consulta, toma 
como referencia o cuestiona el porqué es necesario trasladarse de su lugar de origen a otro 
espacio desconocido y nuevo, se habla entonces de los infantes como una población 
invisibilizada en el marco del fenómeno migratorio. Al respecto, Migración Colombia 
(2020a, 2020b) informó que a corte de junio de 2020 hay en el territorio colombiano 134.866 
niños y niñas en un rango de edades de 0 a 4 años y 284.000 infantes y jóvenes en un rango 
de edades de 5 a 17 años, los cuales corresponden al 24% de la población migrante y que 
amerita la revisón y valoración de procesos, acciones e intervenciones por ser una infancia 
en situación de riesgo y, aunado a ello, migrantes, de los cuales no se diferencia su status de 
legalidad.  
Consecuentemente, al no identificar ese status de regular o irregular en el territorio 
colombiano encuentran aquí una alta situción de vulnerabilidad, que obedece a las pocas 
oportunidades que se les brinda, plantea y se conocen en el territorio de acogida respecto a sus 
pares para desarrollarse y estructurar su personalidad a partir de unos referentes claros, ni mucho 
menos contar con el cubrimiento de sus necesidades básicas (salud, protección, educación, 
refugio, etc.), todo ello porque han sido el colectivo sobre el cual hay mucho desconocimiento 
de cómo actuar y favorecer su incorporación social para la garantía de los derechos que se le 
reconocen como humanos e infantes.  
 
2.1. Políticas y normativas correspondientes al colectivo de migrantes 
 
El abordaje del fenómeno migratorio supone reconocer en las políticas y normativas 





ruta orientadora que ayude a reconocer su estado respecto a los desarrollos particulares en 
los contextos. En ese sentido, partimos inicialmente de la atención a la población migrante 
en el marco de los derechos, especialmente desde la existencia de un acuerdo en la sociedad 
sobre el carácter universal de valores como los derechos humanos, la justicia o la democracia 
que son contemplados en la Declaración Universal de los Derechos Humanos (Nieves 
Zúñiga, 2005). 
 
Al respecto, se enfatiza en los principales DDHH que atañen a los migrantes 
venezolanos, por cuanto les permiten desarrollar sus cualidades, inteligencia, potencial, y 
capacidades, al tiempo que promueven la satisfacción de sus necesidades en el marco de que 
la dignidad y el valor inherentes a cada ser humano sean respetados y protegidos (Pérez 
Serrano, 2005). De este modo, se reconocen directamente los siguientes: artículo nº 3, 
respecto al derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona; artículo nº 7, derecho 
a la igualdad de protección; artículo nº 25: derecho a una vida digna (alimentación, vivienda, 
asistencia médica, servicios sociales); artículo n º26: derecho a la educación y el artículo 
nº28: cumplimiento y garantía de los derechos consagrados en los DDHH (Asamblea General 
de las Naciones Unidas, 1948).  
 
En concordancia con el colectivo priorizado para este trabajo: infancia migrantes, se 
encuentra como política o normativa, la Convención sobre los Derechos del Niño (1989), de 
los cuales se aplican todos los principios y derechos consagrados en la convención, bajo el 
marco de protección y cuidado especial de los infantes y la prevalencia de su interés superior, 
normativa aplicada a a todos los niños, niñas y adolescentes indistinto del contexto, 
nacionalidad o situación migratoria (Asamblea General de las Naciones Unidas, 1959;Feuk, 
Perrault y Delamónica, 2010). Por consiguiente, todos los Estados “tienen la obligación de 
adoptar los principios consagrados en la Convención y de aplicarlos a todos los menores que 
estén dentro de su jurisdicción, incluyendo a los visitantes, refugiados, y migrantes, de 
manera de garantizar todos los derechos de la infancia” (Feuk, Perrault y Delamónica, 2010, 
p.7).  
En ese orden ideas, conviene vincular dos documentos relevantes en este proceso de 





necesidades básicas para una mejor calidad de vida de la población migrante. Primeramente, 
tomaremos la Declaración de Nueva York para los Refugiados y los Migrantes (2016) 
concebida como respuesta a los grandes desplazamientos de dicha población, que para la 
fecha de su emisión correspondía a una cifra de 244 millones. Por lo tanto, los Jefes de Estado 
y de Gobierno y altos representantes plantearon dicha declaración como una reafirmación a 
la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, la Carta de las Naciones Unidas y la 
Declaración de los Derechos Humanos, a través de la cual se protege y reafirma la garantía 
de los derechos humanos de todos los refugiados y migrantes, independientemente de su 
condición por cuanto todos son titulares de derechos internacionales, derechos humanos y 
derechos internacionales humanitarios (Asamblea General de las Naciones Unidas, 2016).  
 
Se enfatiza en que los problemas y vulnerabilidades se asemejan entre un refugiado y 
un migrante, pero especialmente se menciona los grandes desplazamientos (como el que 
ocurre con los migrantes venezolanos) junto con un conjunto de consideraciones a tener en 
cuenta, como son “el número de personas que llegan; el contexto económico, social y 
geográfico; la capacidad de respuesta del Estado receptor; y las repercusiones de un 
desplazamiento de carácter repentino o prolongado” (Asamblea General de las Naciones 
Unidas, 2016, p. 2). De ese modo, cobra mayor relevancia la migración como un fenómeno 
mundial que requiere soluciones mundiales bajo una especial mirada de enfoque de derechos, 
en los que se visualicen vías claras en materia de políticas, asistencia y protección y, en las 
que los estados trabajen en red con las organizaciones, socieda civil y sector privado para la 
puesta en marcha de las acciones que corresponden, iniciando por la incentivación de la 
regularidad en el país de acogida, que disminuye las situaciones riesgos y vulneración a los 
que se encuentran sometidos millones de migrantes en el mundo.  
 
 Sobre este último aspecto, la migración ordenada, segura y regular como una de las 
banderas para la disminución de los factores de riesgo de dicho colectivo, la Asamblea 
General de las Naciones Unidas (2018) emite el Pacto Mundial para la Migración Segura, 
Ordenada y Regular como una reafirmación a la Declaración de Nueva York de los 
Refugiados y Migrantes y contribución a la mejora de la cooperación y trabajo en red sobre 





Por consiguiente, se determina en esta un enfoque integral que reduzca la migración irregular, 
abordando las necesidades y preocupaciones de la migración desde la promoción de la 
seguridad y la prosperidad de los estados y comunidades como mitigación de los factores 
adversos y estructurales.  
Adicionalmente, se plantea la cooperación como respuesta a los desafíos 
correspondientes a la migración para convertir a este colectivo “en miembros plenos de 
nuestras sociedades, destacando sus contribuciones positivas y promoviendo la inclusión y 
la cohesión social (…)” por ello es necesario “aportar a los Estados, las comunidades y los 
migrantes una mayor previsibilidad y certidumbre” (Asamblea General de las Naciones 
Unidas, 2018, p. 5). En concordancia con lo anterior, se determinan en esta normativa unos 
principios rectores, que son transversales e interdependientes: centrarse en las personas, 
cooperación internacional, soberanía nacional, estado de derechos y garantía procesales, 
Desarrollo Sostenible, Derechos Humanos, perspectiva de género, perspectiva infantil, 
enfoque gubernamental y enfoque pansocial; a su vez, se resalta, en un marco de cooperación, 
23 objetivos que vinculan medidas de aplicación, seguimiento y examen, de los cuales 
destacan para efectos del presente proyecto:  
 
7. Abordar y reducir las vulnerabilidades en la migración;  
12. Aumentar la certidumbre y previsibilidad de los procedimientos migratorios para 
la adecuada verificación de antecedentes, evaluación y derivación; 
15. Proporcionar a los migrantes accesos a servicios básicos;  
16. Empoderar a los migrantes y las sociedades para lograr la plena inclusión y la 
cohesión social;  
17. Eliminar todas las formas de discriminación y promover un discurso público con 
base empírica para modificar las percepciones de la migración;  
18. Invertir en el desarrollo de aptitudes y facilitar el reconocimiento mutuo de 
aptitudes, cualificaciones y competencias; 
19. Crear las condiciones necesarias para que los migrantes y las diásporas puedan 
contribuir plenamente al desarrollo sostenible en todos los países.  
 
Se evidencia en estas normativas y políticas internacionales una interrelación que se 
gesta desde los DDHH como elemento articulador, frente a los cuales se han ido incorporando 
elementos específicos para la consecución del desarrollo sostenible como el enfoque general 






no debe pasarse por alto que el valor intrínseco de los derechos sociales reside en la igualdad 
de oportunidades: el derecho de cualquier persona a no ser excluida, siendo la educación el 
primer paso para que todos los individuos puedan construir libre e íntegramente su 
personalidad. (p. 257)  
 
Frente esta última acepción se retoma ese carácter social de la educación, que 
proviene de esa práctica realizada en sociedad, por, para y con la sociedad, vinculada al gran 
planteamiento de que el individuo en unitario es una abstracción y requiere desarrollarse en 
comunidad y, consecuentemente, se rescata aquí la PS/ES como una práctica consustancial 
en la que prima el potencial pedagógico, cultural y social de las realidades sociales, 
fundamental para la socialización de los colectivos que sufren el flagelo de la vulneración.  
A partir de los referentes internacionales abordados anteriormente, es necesario 
ubicar las políticas y normativas nacionales orientadas al colectivo de migrantes, 
encontrándose en primera instancia el CONPES 3950 (2018): Estrategia para la atención de 
la migración desde venezuela, que surge como una herramienta de articulación para el 
establecimiento e implementación de estrategias de atención en salud, educación, primera 
infancia, infancia y adolescencia, trabajo, alojamiento, seguridad y convivencia del 
fenómeno migratorio a mediano plazo. Así mismo, su puesta en marcha busca mitigar las 
dificultades de acceso a bienes y servicios que fomentan grandes barreras de acceso para el 
restablecimiento de derechos humanos en el territorio colombiano.  
Por lo tanto, esta política ha fijado las bases de una ruta para la atención de la 
población migrante venezolana desde el fortalecimiento de las capacidades del estado y, a la 
fecha se han logrados varios avances individualizados que requieren de la intersectorialidad 
y el trabajo en red para minimizar la revictimización de los migrantes. No obstante, se 
reconoce en dicho documento “68 acciones en un período de tres años, que involucran a 13 
organismos entre los que están los ministerios de Salud, Educación, la Cancillería, el Sena y 
el ICBF, entre otros” (Galezzo, 2019), en los que se apuesta por una multisectorialidad y 
corresponsabilidad para la atención e intervención, pero que a la fecha han supuesto un 
cúmulo de interrogantes y vacíos que se traducen en mayores retos y desafíos a nivel nacional 





En ese sentido, se inicia con la poca claridad e inclusión del fenómeno migratorio en 
en el Plan de Desarrollo Nacional 2018 – 2022 (Departamento Nacional de Planeación, 
2019), pese a que dicho documento fue emitido después de la construcción del CONPES 
3950 y, desalentadoramente, carece de mayores orientaciones, tanto como que solo se 
menciona en dos apartados el tema migratorio para mencionar que es necesario una política 
migratoria intersectorial y otra de fronteras. Con lo cual, la migración en este estado de 
gobierno queda a la voluntad de lo que se construya a nivel local y las orientaciones que 
puedan brindar los ministerios, Migración Colombia, expertos y académicos en ese gran 
ejercicio de garantizar los derechos humanos universales y favorecer el desarrollo sostenible 
del país; de este modo, se identifican algunos avances individualizados en términos de 
estrategias, en materia de salud, educación y situación laboral de migrantes, así como 
asistencia técnica y humanitaria, esta información la ampliaremos en el siguiente apartado.  
No obstante, como políticas adicionales concordantes con la población participante 
se encuentran: la Constitución Política de Colombia (Asamblea Nacional Constituyente, 
1991) en cuanto a lo planteado en el título II, capítulo 1 sobre los derechos fundamentales, 
específicamente los artículos 11, 13, 14 y 17 y, el título II en el capítulo 2, referido a los 
derechos sociales, económicos y culturales, los artículos 44, 45, 46, 48, 49 y 67. Así mismo, 
se vincula la Ley 1098 de 2006 (Congreso de la República de Colombia, 2006) en cuanto a 
los artículos 7: protección integral, artículo 8: interés superior, artículo 9: prevalencia de 
derechos, artículo 10: corresponsabilidad , así como  los siguiente títulos:  
- título I capítulo II sobre los derechos y libertades;  
- título II capítulo I, artículo 41: obligaciones del estado; 
- título II capítulo II sobre las medidas de restablecimiento de derechos.  
Adicionalmente, se articula la Ley 1804 de 2016 (Congreso de la República de Colombia, 
2016), por la cual se establece la política de Estado para el Desarrollo Integral de la Primera 
Infancia de Cero a Siempre y se dictan otras disposiciones, en la que de manera especial se 
referencia: 
- artículo 5: de educación inicial; 





- título II: gestión intersectorial, fases y líneas de acción;  
- artículo 22: implementación territorial de la Política de estado para el Desarrollo 
Integral de la Primera Infancia. 
A nivel local, especialmente del contexto macro en el que se gesta la presente 
intervención, se identifica que el Departamento del Atlántico cuenta con 161.313 migrantes 
venezolanos (Migración Colombia, 2020), ubicándolo como el tercer departamento a nivel 
nacional con mayor presencia de migrantes y, sobre el cual se destaca en su Plan de 
Desarrollo 2020-2023. ¡Atlántico para la gente! (2020) un apartado orientado a la población 
migrante, en el que se detallan las estrategias de atención integral que se han llevado hasta la 
fecha: caracterización, protección y atención de ingresos, educación, salud, registro y 
nacionalización y, por último, una estrategia de articulación para la respuesta institucional.   
Por su parte, en relación a la especificidad micro del municipio en donde se han 
asentado los infantes y familias migrantes participantes, encontrándose que el municipio de 
Soledad cuenta con 30.737 migrantes y es el segundo municipio del Departamento del 
Atlántico con mayor afluencia (Migración Colombia, 2020). De ese modo, se identifica en 
su Plan de Desarrollo Municipal de Soledad 2020-2023 (Alcaldía de Soledad, 2020) apuestas 
por mejorar la calidad de atención a la población migrante y adoptar las nuevas políticas 
integrales migratorias que respondan a las dinámicas locales y nacionales (Art. 5.4), así como 
un pacto social por la inclusión social y de políticas de bienestar en el que se identifica a la 
población migrante como un colectivo priorizado en:  
(…) la consolidación de las garantías de derechos que aseguren el acceso a bienes y servicios 
en igualdad de condiciones, incluye un conjunto de acciones que habilitan y conectan al ser 
humano con la institucionalidad para darle cumplimiento a (…) mayor equidad y oportunidad 
para todos, con el fin de dinamizar el desarrollo del municipio, apostarle a la implementación 
de estrategias que contribuyan al bienestar social, aseguramiento en salud, atención integral 
a la primera infancia, adolescencia, juventud, mujer adultos mayores (Alcadía de Soledad, 
2020, p.249). 
De tal manera que se valoran varias bases claras de focalización para la atención a 





multisectorial en el que participe la sociedad civil, organizaciones públicas y privadad, 
academia y expertos en una integralidad. No obstante, el ejercicio aún esta en desarrollo y 
sus avances han permitido el reconocimiento de acciones puntuales que han mejorado la 
incorporación de los migrantes venezolanos en este contexto y que parten principalmente de 
su identificación y definición de status migratorio para el acceso a los servicios y necesidades 
básicas que les ofrece este territorio.  
Dado el análisis y sistematización que supone las normativas con la población 
migrante, se presenta a continuación una consolidación de las abordadas en párrafos 
anteriores:  
Tabla nº6 
Normativas y políticas vinculadas a la población migrante 
 








Declaración Universal de los Derechos 
Humanos (Asamblea General de las 
Naciones Unidas, 1948) 
*artículo nº 3, respecto al 
derecho a la vida, a la libertad 
y a la seguridad de su persona; 
*artículo nº 7, derecho a la 
igualdad de protección; 
*artículo nº 25, derecho a una 
vida digna (alimentación, 
vivienda, asistencia médica, 
servicios sociales); 
*artículo n º26, derecho a la 
educación; 
*artículo nº28,  









Convención sobre los Derechos del Niño 
(1989) 
Se aplican todos los principios 
y derechos consagrados en la 
convención, bajo el marco de 
protección y cuidado especial 
de los infantes y la prevalencia 
de su interés superior, 
normativa aplicada a a todos 
los niños, niñas y adolescentes 
indistinto del contexto, 
nacionalidad o situación 
migratoria (Asamblea General 
de las Naciones Unidas, 












Declaración de Nueva York para los 
Refugiados y los Migrantes (Asamblea 
General de las Naciones Unidas, 2016) 
Se protege y reafirma la 
garantía de los derechos 
humanos de todos los 
refugiados y migrantes, 
independientemente de su 
condición por cuanto todos son 
titulares de derechos 
internacionales, derechos 









Pacto Mundial para la Migración Segura, 
Ordenada y Regular (Asamblea General 
de las Naciones Unidas, 2018) 
Se determina en esta un 
enfoque integral que reduzca la 
migración irregular, abordando 
las necesidades y 
preocupaciones de la 
migración desde la promoción 
de la seguridad y la 
prosperidad de los estados y 
comunidades como mitigación 
de los factores adversos y 
estructurales.  
Adicionalmente, se plantea la 
cooperación como respuesta a 
los desafíos correspondientes a 
la migración para convertir a 







CONPES 3950 de 2018  
Estrategia para la atención de la 
migración desde venezuela 
Surge como una herramienta 
de articulación para el 
establecimiento e 
implementación de estrategias 
de atención en salud, 
educación, primera infancia, 
infancia y adolescencia, 
trabajo, alojamiento, seguridad 
y convivencia del fenómeno 
migratorio a mediano plazo 
Así mismo, fija las bases de 
una ruta para la atención de la 
población migrante venezolana 
desde el fortalecimiento de las 





Constitución Política de Colombia 
(Asamblea Nacional Constituyente, 
1991) 
Se vincula con el colectivo 
título II, capítulo 1 sobre los 
derechos fundamentales, 
específicamente los artículos 
11, 13, 14 y 17 y, el título II en 
el capítulo 2, referido a los 





y culturales, los artículos 44, 








Ley 1098 de 2006 (Congreso de la 
República de Colombia, 2006) 
Artículos 7: protección 
integral,  
Artículo 8: interés superior, 
Artículo 9: prevalencia de 
derechos, 
Artículo 10:  
Corresponsabilidad. 
 
Así como los títulos:  
título I capítulo II sobre los 
derechos y libertades;  
título II capítulo I, artículo 
41: obligaciones del estado; 
título II capítulo II sobre las 













Ley 1804 de 2016 (Congreso de la 
República de Colombia, 2016) 
Por la que se establece la 
política de Estado para el 
Desarrollo Integral de la 
Primera Infancia de Cero a 
Siempre y se dictan otras 
disposiciones, en la que de 
manera especial se referencia: 
 
artículo 5: de educación 
inicial; 
artículo 7:  
gestión intersectorial para la 
atención integral;  
título II:  
gestión intersectorial, fases y 
líneas de acción;  
artículo 22: 
implementación territorial de 
la Política de estado para el 




Fuente: Elaboración propia. 
Contando con este marco normativo y legal, en el que se confirma la especial 





territorio de acogida, suscitan un conjunto de elementos particulares respecto a los cuales la 
Pedagogía Social y Educación Social se vislumbran como la teoría y práctica adecuada para  
(…) la prevención, acción y rehabilitación en pro de la madurez social del individuo y/ o 
colectividad; la formación socioeducativa y sociocultural en todos sus ámbitos; así como la 
promoción, participación y potenciación personal y comunitaria desde los Derechos 
Humanos, a fin de mejorar la calidad de vida y el bienestar (Del Pozo y Astorga, 2018, p. 
170).  
Así mismo se resalta su congruencia con los principios de equidad y justicia, lo que 
posibilita una sociedad más inclusiva, democrática, sostenible y cohesionada, aspectos que 
son requerido para la integración social del colectivo de migrantes. No obstante, en el caso 
de esta población que cuenta en el territorio nacional con un aproximado de 1.748. 716 a 
corte de junio de 2020 (Migración Colombia, 2020) se reconoce una diversidad de 
necesidades y derechos asociados a características puntuales, como su estado migratorio, 
documentación, estructura familiar, redes de apoyo sociales y familiares, entre otros 
elementos; por consiguiente, se identifican grupos o categorías asociados a necesidades y 
capacidades diferentes a razón de rasgos distintivos que repercuten en la recepción de 
acciones diferenciales en políticas públicas y estrategias de intervención, como es el caso del 
estado migratorio regular o irregular que suprime del acceso y atención a necesidades básicas 
de forma equitativa y brinda cobertura solo para urgencia.  
Al respecto de las categorizaciones sobre irregularidad o no, Peláez Paz y Sanz (2014, 
2018) plantean que   
(…) en un momento en el que la mayoría de personas inmigrantes son residentes de larga 
duración con proyectos consolidados, las experiencias de vulnerabilidad y exclusión de las 
personas extranjeras no se deben en exclusiva (ni mayoritariamente) a las situaciones de 
irregularidad, de primera acogida o a las trayectorias personales, sino a las dificultades en el 
acceso segmentado a los derechos que conlleva una desigual distribución de los bienes y 
recursos sociales, económicos y culturales. Todo ello conduce a una inclusión diferencial de 
la población extranjera en el marco, más amplio, de un sistema de desigualdad que De Sousa 
Santos (2005) describe como un sistema jerarquizado de integración subordinada que 





De este modo cobra especial relevancia la PS/ES por cuanto sienta las bases de 
movilización y concienciación para la participación y promoción de los colectivos, al tiempo 
que desarrolla un conjunto de valores que reinvindican la dignidad humana. Por lo tanto, el 
diseño y aplicabilidad de estrategias eficaces con la población migrante y la población de 
acogida supondrían un gran avance en función de la integración social, especialmente por no 
darse únicamente desde el migrante sino por su trascendencia al nacional que lleva consigo 
un grupo de imaginarios y representaciones, materializados en la acción sociocomunitaria, 
acción educativa y acción de dinamización sociocultural (Sarrate y Merino, 2013).  
En estas acciones se visualiza una actividad educadora realizada con la comunidad, 
en el que se gestan procedimientos democráticos y se promueve el desarrollo de liderazgo en 
los individuos pertenecientes a la comunidad. Al respecto Peláez Paz y Sanz (2018) agregan 
que  
(…) se debería basar su intervención en una lógica de justicia, de medidas identificadas como 
derechos que tengan como objetivo una inclusión en equidad. Para ello, deberíamos 
desempolvar y recuperar formas de actuación tradicionales basadas en la construcción de 
tejido social y asociativo y en los modelos comunitarios, participativos y ciudadanistas a la 
vez que exploramos nuevas formas de acción para la formación de agentes de cambio social. 
(p.56) 
 Finalmente, se concreta este apartado señalando en como la PS/ES con migración es 
uno de los contextos y colectivos que supone la construcción de acciones y estrategias 
especializadas en una doble vía, en todo el sentido amplio de lo que supone la educación 
como acción social en, por y con la comunidad, particularmente por el acompañamiento e 
intervención con el colectivo migrante y por la apuesta a procesos participativos de la 
comunidad receptora.  
2.2. Riesgo social, exclusión y vulnerabilidad de la migración. 
 
De acuerdo a información suministrada por la Organización Internacional para las 
Migraciones (2018) se estima que existe un aproximado de 258 millones de personas 





nuevas realidades, retos y desafíos que supone nuestra actualidad. De modo que, este 
fenómeno de movilidad se renueva constantemente y amerita reconocer que se da por 
múltiples factores voluntarios y, en otros casos como el del país venezolano, se dan forzada 
e inesperadamente ante la insuficiencia del estado de bienestar en la provisión de servicios y 
necesidades básicas.  
Frente a lo anterior, la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas (2011) 
referencia que 
 
en la realidad actual, las motivaciones para desplazarse son cada vez más complejas, ya que a 
menudo la búsqueda de la protección se entrecruza con la búsqueda de oportunidades, y debido 
también a que los desplazamientos son cada vez más largos y más complicados. (p.16) 
 
Estos elementos empiezan a articularse a otros factores riesgo que acelaran la movilidad 
humana y ante las cuales no hay una preparación previa de los países o territorios de acogida, 
por cuanto no se prevé una situación así. Aquí empiezan a conjugar todos los aspectos 
normativos y políticos internacionales que se activan al reconocer un flujo migratorio masivo 
y exponencial, producto de “factores adversos y estructurales que impiden que las personas 
puedan labrarse y mantener medios de vida sostenibles en sus países de origen” (Asamblea 
General de las Naciones Unidas, 2018, p. 4); por consiguiente, el primer reto se encuentra en 
la prevención de estos factores que desencadenan en la movilización humana.  
 
La realidad se complejiza cuando es inevitable atender dichas problemáticas y empieza 
a generarse esa migración incontrolada y constante, como sucedió en el caso de los migrantes 
venezolanos en Colombia que iniciaron en el año 2014 con una cifra de 23.573 y a la fecha 
se contabilizan 1.748.716 (Migración Colombia, 2020), frente a la cual se observa una 
migración mal administrada que genera impactos negativos en el desarrollo del país y pone 
en situación de riesgo, vulneración y exclusión social a los migrantes, por cuanto no hay 
posibilidades de acceder a los beneficios y atención que se puedan proveer y se genera una 






La OIM (s.f.) precisa sobre este útlimo término que quienes se encuentran en dicha 
situación son los “migrantes que no pueden gozar de manera efectiva de sus derechos 
humanos, que corren un mayor riesgo de sufrir violaciones y abusos, y que, por consiguiente, 
tienen derecho a reclamar una mayor protección a los garantes de derechos” (párr. 28), 
causando como efecto colateral una afectación desproporcinada en el país de acogida, 
capacidad de atención desbordada y, por ende, un daño invaluable en la cohesión social y 
económica. Consecuentemente se trasladan repercusiones a largo plazo para la población 
migrante como afectados directos (Asamblea de las Naciones Unidas, 2016) en cuanto a la 
masificación, que conlleva a la perdida de la distinción tradicional entre la migración 
voluntaria, forzada, regular o irregular, temporal, estacional o a largo plazo y permanente.   
 
Así mismo, el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
(2018) plantea que “las situaciones de vulnerabilidad a las que se enfrentan los migrantes 
pueden surgir de diversos factores que pueden converger o coexistir simultáneamente, 
influirse y exacerbarse entre ellos y también evolucionar y variar con el tiempo, a medida 
que cambian las circunstancias” (párr.12), entendiendo que son situaciones resultado de 
múltiples situaciones, como las necesidades, que se dan en el sujeto pero que no lo 
determinan,  tal y como se menciona más adelante: 
 
los migrantes no son intrínsecamente vulnerables ni carecen de [resiliencia] y capacidad de 
actuación. Por el contrario, la vulnerabilidad ante las violaciones de sus derechos humanos es 
el resultado de múltiples formas de discriminación interrelacionadas, de la desigualdad y de 
dinámicas estructurales y sociales que imponen límites y desequilibrios en los niveles de poder 
y de disfrute de los derechos. (párr. 13)  
 
De esta forma se clarifica que dicha situación no es inherente a los sujetos y colectivos, es 
una eventualidad que surge de factores externos y que ubican a los migrantes venezolanos 
frente a exclusiones sociales, riesgos y vulneraciones.  
A partir de la anterior acepción  es importante ahondar en las consideraciones respecto 
a la exclusión social que afecta a la población migrante, entendiendo que “se trata de un 





y colectivos y no a grupos predeterminados” (Jiménez, 2008, p. 4), concordante con el hecho 
de que es una situación o un proceso que impide sistemáticamente el acceso a bienes y 
servicios y que afecta directamente la integración y adaptación social.  
Así mismo, Jiménez (2008) precisa otros elementos característicos de la exclusión 
social, los cuales pemiten comprender como afectan a esa incorporación y garantía de 
derechos, ya que esta   
Se puede analizar y entender como un proceso multidimensional, que tiende a menudo a 
acumular, combinar y separar, tantos a individuos como a colectivos, de una serie de derechos 
sociales tales como el trabajo, la educación, la salud, la cultura, la economía y la política, a 
los que otros colectivos sí tienen acceso y posibilidad de disfrute y que terminan por anular 
el concepto de ciudadanía. (p.5)  
 
Frente a esta anulación empieza a conjugarse la trascendental intervención de la 
PS/ES que se presenta como un mecanismo emergente de integración social y como una 
estrategia para contener los efectos de ese aumento de la vulnerabilidad social (Cano, 2012). 
No obstante, se determina que, en el marco de una situación de vulneración o riesgo, ya se 
cuentan con pocos elementos para adaptarse a la sociedad porque lo que se requiere una 
especial atención que provea la garantía de los derechos. Al respecto cabe añadir que 
intrínsecamente  
 
(…) se trasladan hacia zonas de vulnerabilidad a la exclusión a personas y colectivos 
variables, en momentos muy diversos de su ciclo de vida. Las fronteras de la exclusión son 
móviles y fluidas; los índices de riesgo presentan extensiones sociales e intensidades 
personales altamente cambiantes (Subirats, 2005, p.11).  
 
 Ahora bien, a nivel disciplinar se valora grosso modo algunos recursos que se 
articulan directamente a la migración en el marco de la PS/ES, para conocer como se actúa 
frente a estas situaciones de riesgo, vulneración y exclusión social con familias migrantes 






 Se encuentran en primera instancia el estudio realizado por Ruiz - Román, Molina y 
Alcaide (2018) en el que se valora el trabajo en red y acompañamiento socioeducativo con 
estudiantes de secundaria en desventaja social, para tal fin se trabajó en el favorecimiento de 
las oportunidades educativas como acción principal que a partir de acompañamientos de 
educadores sociales y otros profesionales para fomentar la inclusión socioeducativa. Lo 
anterior, comprendiendo que los procesos de exclusión social y educativa se retroalimentan 
y dejan graves consecuencias para el desarrollo social y educativo de aquellos niños y niñas 
que los sufren. 
No obstante, en la puesta en marcha de las acciones comunitarias se valora una 
evaluación de las oportunidades y dificultades que dan luces respecto al trabajo red y su 
valoración como una acción basada en la colaboración, la confianza y la reflexión crítica que 
moviliza la transformación de las desigualdades sociales y educativas y facilitan la relación 
entre los diferentes miembros del equipo (Ruiz, Molina y Alcaide, 2018; Torrelles et al., 
2011; Quintanal y Pérez, 2013). De este modo, la creación de redes de apoyo, afectividad y 
motivación son determinantes en ese desarrollo en comunidad.  
 
 En ese orden de ideas, se valora también la relevancia de una corresponsabilidad y 
colaboración conjunta de las familias y la educación, como lo presentan Egido y Bertrán 
(2017) en su investigación sobre las prácticas de colaboración familia-escuela en centros de 
éxito de entornos desfavorecidos. En este trabajo se enfatiza en el invaluable aporte que 
representa la articulación de la familia y la escuela para el logro de los infantes más 
vulnerables, a pesar de los pronósticos adversos que se derivan de su situación y que deben 
partir del reconocimiento de las capacidades y necesidades de las familias migrantes para su 
vinculación. Se identifican como aspectos a tener en cuenta en el entramado de trabajo en 
red, un especial favorecimiento al desarrollo integral y el cubrimiento de las necesidades 
existentes a razón de su situación de vulneración, especialmente cuando la familia se articula 
con los docentes, educadores y demás profesionales en un enfoque sistémico.  
 
 En cuanto a la intervención socioeducativa con pequeña infancia y familias 
vulnerables, Capdevilla y Longás (2013) presentan un análisis de los proyectos Espacios 





las características de los mismos con infancia y familias en riesgo que se gestan bajo acciones 
y estrategias socioeducativas integrales, en las que se incluyen como principios: la valoración 
de cada NN y sus familias cuentan con capacidades de mejora y desarrollo, se debe partir de 
una adecuada evaluación de necesidades y potencialidades de la población, desarrollar una 
intervención basada en enfoques sistémicos e integrales. Así mismo, se enfatiza en la 
realización de un trabajo en red e interdisciplinar que brinde una articulación con los 
diferentes actores y corresponsables del desarrollo y garantía de los derechos de los infantes. 
Sobre la información presentada en los párrafos anteriores, se destacan en estos 
estudios y proyectos la trascendencia del trabajo en red tomando como basa la situación de 
riesgo, vulneración y/o exclusión social de los colectivos como migrantes, de este modo, se 
vislumbram luces respecto al desarrollo de la presente intervención y estrategia 
socioeducativa enfocada en los migrantes venezolanos, especialmente en los infantes y sus 
familias.  
No obstante, es importante precisar algunos datos a nivel departamental respecto al 
colectivo de migrantes venezolanos se identifican a corte de junio de 2020 unos 161.313 
migrantes venezolanos que corresponden al 9,22% de la población total en el país (Migración 
Colombia, 2020), frente a esto el Observatorio del Proyecto Migración Venezuela (2020) 
reporta a fecha de enero de 2020 un total de 180.522 migrantes en el departamento de los 
cuales 115.915 se encuentran en un rango de edades de 15 a 59 años, y en relación a la 
población del municipio de Soledad, se reconoce a corte de junio de 2020 un aproximado de 
30.737 migrantes.  
En ese sentido, el municipio de Soledad se ubica en la segunda posición en la acogida del 
colectivo de migrantes dentro del Departamento del Atlántico, lo que supondría tener una 
clara caracterización respecto a los mismos para el diseño de acciones y estrategias de 
acompañamiento e intervención; sin embargo, la actualidad la autoridad se adhiere a las cifras 
e información que suministra Migración Colombia y frente a lo cual no se encontró 
caracterización oficial personal, de los grupos familiares y su composición, entre otros 







3. Análisis del contexto y de la población 
 
3.1. Contexto geográfico 
 
El Departamento del Atlántico cuenta con 23 municipios organizados por la 
Secretaría de Planeación Departamental (2017) en una subregionalización conformada por 
cinco (5) áreas: Metropolitana, Costera, Oriental, Centro y Sur; siendo el área metropolitana 
una conurbación en la que se encuentra el municipio principal, Distrito de Barranquilla, y los 
municipios periféricos a este: Soledad, Galapa, Puerto Colombia y Malambo (Gobernación 
del Atlántico, 2012). Precisamente, en el primer municipio periférico del departamento, el 
municipio de Soledad, es el territorio en el que se lleva a cabo la intervención socioeducativa 
del presente trabajo y cuyas características iremos abordando a lo largo de este apartado. 
El municipio de Soledad se ubica geográficamente a 10º 55 ́ de latitud norte y 74º 46  ́
de longitud occidental (gráfico nº1), se encuentra en el hemisferio norte y en la zona 
intertropical o tórrida a cinco horas de diferencia del meridiano de Greenwich. Así mismo, 
de acuerdo a lo planteado por la Alcaldía Municipal de Soledad (2016), el municipio limita 
al norte con el Distrito de Barranquilla y al oriente con el Río Magdalena contando con una 
extensión de 67 kilómetros cuadrados que equivale a 1.97% de la extensión total del 
Departamento del Atlántico.  
Gráfico nº4 
Ubicación geográfica del municipio de Soledad. 
 
 







3.2. Contexto socioeconómico y territorial 
 
La densidad poblacional del municipio para el año 2016 era de 9,84 habitantes por 
metro cuadrado, destacándose como una de las más altas del país y la más alta del 
departamento para esa fecha. Así mismo, en los últimos años el municipio ha sido 
considerado como uno de los principales sistemas de asentamiento del departamento, ya que 
en conjunto con Barranquilla para el año 2012 se concentraba el 82% de la población urbana. 
Muestra de lo anterior es lo planteado en el Plan Departamental de Desarrollo 2012 – 2015 
en donde el municipio es clasificado como un centro de relevo principal, antecedido al 
asentamiento mayoritario que se da en Barranquilla como metrópolis regional principal del 
departamento (Gobernación del Atlántico, 2012).  
Al respecto, se toman datos suministrados por el Departamento Administrativo 
Nacional de Estadísticas -DANE- en el año 2018 sobre la distribución poblacional que son 
rescatadas por la Gobernación del Atlántico (2020):  
El Área Metropolitana de Barranquilla (Distrito de Barranquilla, Soledad, Malambo, Galapa 
y Puerto Colombia) concentra un total de 2.190.507 habitantes, lo que representa el 86,39% 
de la población total del Atlántico, circunstancia (…) que se refleja en su dinámica y 
desarrollo económico con relación al resto del departamento (p. 39).  
 
Es importante mencionar que de los datos correspondientes al área metropolitana un 
27,57% concierne al municipio de Soledad con una cifra de 603.999 habitantes para el año 
2018, de acuerdo a lo planteado en el registro del censo del DANE 2018 (Gobernación del 
Atlántico, 2020). Lo anterior es muestra de un gran salto exponencial que se ha dado en las 
últimas tres décadas en el municipio, el cual para el año 1985 contaba con 177.738 habitantes 
y que en todos estos años ha tenido un crecimiento total del 240%, que responde a varios 
factores socioeconómicos y territoriales. Así mismo, se valora el municipio como un gran 
centro urbano (con el 98% de la población habitando en la cabecera) conformado por 66 
barrios y una zona rural escasa (con el 2% de habitantes) que está conformada por la Isla 





Con respecto a la población debe identificarse el contexto educativo como un 
elemento determinante en los factores socioeconómicos, bajo ese marco la Alcaldía 
Municipal de Soledad (2020) determina como grupos directamente vinculados a este derecho 
y servicio: primera infancia, infancia, adolescencia y juventud, los cuales corresponden al 
52% de la población total del municipio, es decir, 346.212 habitantes para el año 2019 que 
se distribuyen de la siguiente manera:  
Tabla nº7 
Número y porcentaje de habitantes por ciclo vital en el municipio de Soledad para el año 
2019. 
Ciclo de vida Hombres Mujeres Total %de participación 
Primera infancia 
(0-5 años) 
37.134 35.510 72.644 21.1% 
Infancia  
(6 -11 años) 
36.428 35.076 71.506 20,70% 
Adolescencia  
(12-17 años) 
36.677 35.453 72.130 20,79% 
Juventud 
(18 – 26 años)  
66.157 63. 775 129.932 37, 50% 
 
Fuente: Tomado de Alcaldía Municipal de Soledad (2020)  
 
Se valora en estas cifras un porcentaje significativo respecto a la cantidad total de la 
población, que lleva a interrogarse sobre cómo se gestan los procesos en cada uno de los 
niveles escolares. Por lo tanto, se prenden las alarmas respecto a la garantía del derecho a la 
educación, las estrategias que ofrece la autoridad local para la calidad de vida de estos ciclos 
vitales y la cantidad de población que accede a estos servicios, teniendo en cuenta las 
condiciones socioeconómicas del municipio.  
En ese sentido, para la primera infancia se registra una cobertura en educación de 
11.321 niños y niñas en el año 2018, presentándose un déficit de 36.681 infantes por ser 





distribución de esa cobertura se da entre instituciones de cáracter privado y cáracter oficial, 
teniendo cifras de la atención que se presta en los 23 Centros de Desarrollo Infantil (CDI) 
con los que cuenta el municipio y en los cuales accedieron al servicio 4.820 infantes en el 
año 2019.  
Seguidamente se vinculan para el año 2019 tasas de cobertura respecto a la educación 
básica primaria de: 87.9%, educación básica secundaria de: 60.41% y en educación media 
de: 60.28%, lo que supone el diseño de acciones y estrategias enfocadas al acceso y 
permanencia de los adolescentes y jóvenes. Ahora bien, el panorama respecto a la deserción 
en el nivel de la educación básica secundaria y media no es el más favorable, en la primera 
pasaron de una tasa de 1,8% para el año 2016 a 6,41% para el año 2017 y, en el nivel de 
educación media, de una tasa de 1,12% en el año 2016 a 3,45% para el año 2017, de acuerdo 
a lo registado en el Plan Municipal de Desarrollo 2020 – 2023 (Alcaldía Municipal de 
Soledad, 2020).  
La Secretaría de Educación Municipal (2020) menciona que estas drásticas 
variaciones pueden ser causadas por “la cantidad de estudiantes venezolanos que se 
matricularon para esa vigencia, pero no lograron culminar su grado académico, por factores 
socioeconómicos que no le permiten a esta población radicarse definitivamente en nuestro 
país” (Alcaldía Municipal de Soledad, 2020, p. 100). De dicho planteamiento se puede 
interpretar que las cifras correspondientes a los ciclos vitales, que se abordaron en la tabla 
nº1, incluyen registros implícitos de la población migrante venezolana, por cuanto los datos 
de tasas y coberturas manifiestan su participación en las diferentes variaciones dadas en los 
períodos comprendidos entre 2016 y 2017.  
Con relación a la educación superior, se toma como primer referente las acciones 
desarrolladas bajo la articulación de la educación media con la educación superior, en donde 
se registra un aumento entre el año 2017 y 2018 pasando de 3.685 a 5.637 y, una drástica 
disminusión entre el año 2018 y 2019, pasando de 5.637 a 3.537, según lo señalado por la 
Secretaría de Educación Municipal (Alcaldía Municipal de Soledad, 2020). El segundo 
referente que se vincula es la absorción inmediata o tránsito a la educación superior, en la 





2016 a 44.4% en 2017 presentando un incremento de 1 punto, mientras que el año 2018 
presentó una disminución de 7.6 puntos hasta alcanzar el 36.8%, porcentajes que se ubican 
por debajo de la tasa nacional: 38.7% y departamental: 37.2%.  
Una de los principales características que influyen en los factores socioeconóicas y 
territoriales del municipio de Soledad es la conurbación con el Distrito de Barranquilla, por 
cuanto se gestan movilizaciones poblacionales entre uno y otro, dado que el distrito ha estado 
en un proceso constante de metropolización en las que afloran mayores desigualdades, 
violencias, inseguridades, pauperización de la población, desempleos y altas cifras de 
informalidad que determinan la búsqueda de asentamientos en espacios con mayores 
posibilidades de bien – estar y calidad de vida (Alcaldía Municipal de Soledad, 2016). Así 
mismo, a parte de la ubicación cercana entre ambos municipios la autoridad local reconoce 
una incidencia determinante en la:  
Instalación de industrias a lo largo de la antigua Vía a Soledad y de la autopista al aeropuerto, 
debida (…) a los bajos precios del suelo, a la existencia de mano de obra, al menor control 
de las autoridades de este municipio y a las más bajas tasas impositivas. (p. 18) 
 
Si bien este hecho ha promovido la industrialización del municipio, también ha 
empezado a ser atrayente para la creación y puesta en marcha de planes de vivienda de interés 
social por parte del gobierno nacional a razón de la disposición de suelos y los bajos costos 
de sus predios, por lo que su economía ha empezado a fluctuar en relación al crecimiento 
poblacional.  
A su vez, se identifica la vinculación de la población soledeña con actividades 
laborales (formales o informal) en el distrito de Barranquilla, que se da por la bajas opciones 
laborales en el municipio, la condición de pobreza, la existencia de varias invasiones y las 
críticas condiciones socio-económicas de la población que agravan su situación social, como 
se evidencia al encontrar que el “43,4% de los predios está clasificado en estrato uno y el 
48,9% en estrato dos, en tal sentido más del 90% de los predios están asociados a críticas 
condiciones socio-económicas” (Alcaldía Municipal de Soledad, 2016, p. 18) y, por ende,  
existe una mayor demanda laboral y atención a las necesidades básicas que pueda prestar el 





3.3. Contexto sociopolítico 
 
En cuanto al aspecto sociopolítico del municipio de Soledad, se encuentran varios 
elementos que influyen en el contexto y la población, entre ellos su condición de receptora 
de víctimas y de personas desmovilizadas de grupos armados ilegales. De tal manera que a 
diciembre de 2015 se estimaba una presencia cercana a las 42.093 víctimas y un aumento en 
la operación de grupos ilegales, que representa un riesgo para la población por el incremento 
de reclutamientos, mercancías ilícitas y extorsiones (Alcaldía Municipal de Soledad, 2016). 
Así mismo, en el Plan de Desarrollo Municipal 2020 – 2023 se mencionan indicadores 
preocupantes de inseguridad correspondientes a los períodos de 2017 a 2019 con altas cifras 
de:  
- homicidios: 24,4%,  
- hurtos: 35%  
- violencia intrafamiliar: 493 y 544 casos,  
- violencia de pareja: tasa promedio de 27 casos,  
- extorsión: 4 casos en hombres y a 2 casos en mujeres por cada 100 mil habitantes,  
 
 Aunque muchas de estas cifras toman como referente base los datos a nivel nacional 
y no se precisan en el plan la especificidad correspondiente al municipio, muestran como se 
está llevando a cabo varias dinámicas sociopolíticas que influyen en el desarrollo y bien-estar 
de la población, así como la capacidad de la Alcaldía Municipal para responder de forma 
adecuado a los ejes estratégicos de su territorio que se han identificado en un proceso 
participativo con la comunidad. 
Respecto a lo anterior se puede analizar la vinculación de los factores de inseguridad 
con las dinámicas del conflicto armado que se gestan en el municipio de Soledad, 
especialmente por fungir como: 
 
…Corredor de movilidad y apoyo logístico, cercano a ciénagas y caños de la ribera del Rio 
Magdalena, el cual facilita el acceso a grupos armados ilegales a la Sierra Nevada de Santa 
Marta y los municipios cercanos a Sitio Nuevo, Pueblo Viejo y Ciénaga (Magdalena), así 
como también las cercanía a los municipios del Carmen de Bolívar y Montes de María en el 






En este escenario se evidencian múltiples factores de riesgo para las comunidades 
nativas, la población en condición de desplazamiento, las personas reintegradas y 
reincoporadas, los grupos étnicos y, por lo tanto, la población migrante que ha incorporado 
recientemente, especialmente por el aumento que se dio desde el año 2015 contando con una 
cifra actual de 30.737, ubicando al municipio como el segundo centro de llegada del 
departamento.  
Relacionado con estos úlimos datos se reconoce la presencia de grupos étnicos tales 
como: afrodescendientes, índigenas (Wiwas, Arhuacos y Kankuamos) y raizales, quienes se 
asientan en el casco urbano del municipio y de los cuales la Alcaldía Municipal de Soledad 
(2020) comparte las siguientes cifras que corresponden a la administración del año 2016:  
Tabla nº8 
Población desagregada por pertenencia étnica 
Grupo étnico Número de habitantes 
Afrodescendientes 16.885 
Índigenas  




Fuente: Elaborada a partir de lo planteado por la Alcaldía Municipal de Soledad (2020)  
 
Sobre estos grupos étnicos existen un conjunto de problemáticas territoriales 
particulares. En el caso de la comunidad afrodescendiente, el lugar de asentamiento era 
inseguro y se vieron afectados por la inestabilidad del terreno, lo que obligó a la 
administración local a reubicarlos en otro espacio con mejores concidiciones. Por su parte, 
en cuanto a la comunidad índigena, se identificó la necesidad de un espacio de mayor 
capacidad ya que residen en condiciones de hacinamiento y se incorpora un alto flujo de 
desplazados forzados a este espacio (Alcaldía Municipal de Soledad, 2020). 
Estas comunidades también presentan problemáticas vinculadas con la falta de 





inconvenientes en cuanto a la atención en salud, porque no se les da un trato bajo un enfoque 
diferencial y la prestación del servicio en el municipio no es el adecuado. En cuanto a las 
actividades económicas, la Alcaldía Municipal de Soeldad (2020) referencia para las 
comunidades afrodescendientes: comercialización de dulces, platos típicos, artesanía y 
vinculación a la educación; en cuanto a las comunidades índigenas, se encuentra: medicina 
ancestral, artesanías, transmisión y enseñanza de saberes, entre otros.  
Desde los últimos cinco años se ha integrado en mayor volumen la presencia de 
población migrante venezolana, por lo que el municipio ha sido catalogado como el segundo 
receptor en el departamento del Atlántico, contando a corte de junio de 2020 con 30.737 
migrantes (Migración Colombia, 2020). Frente a esta realidad, es posible identificar en su 
Plan de Desarrollo Municipal de Soledad 2020-2023 (Alcaldía de Soledad, 2020) apuestas 
por mejorar la calidad de atención a la población y adoptar las nuevas políticas integrales 
migratorias que respondan a las dinámicas locales y nacionales (Art. 5.4), así como favorecer 
un pacto social por la inclusión y las políticas de bienestar en las que se identifica a la 
población migrante como un colectivo priorizado, particulamente en la  
consolidación de las garantías de derechos que aseguren el acceso a bienes y servicios en igualdad 
de condiciones, incluye un conjunto de acciones que habilitan y conectan al ser humano con la 
institucionalidad para darle cumplimiento a (…) mayor equidad y oportunidad para todos, con el 
fin de dinamizar el desarrollo del municipio, apostarle a la implementación de estrategias que 
contribuyan al bienestar social, aseguramiento en salud, atención integral a la primera infancia, 
adolescencia, juventud, mujer adultos mayores (Alcadía de Soledad, 2020, p.249). 
Aunque se vinculan a las características principales del municipio varios factores que 
influyen en el desarrollo del mismo, es necesario contar con un diagnóstico claro en el que 
se tengan en cuenta todas las áreas, servicios y/o necesidades que requieren ser atendidas y 
garantizadas para toda la población migrante. De ese modo, se podría encontrar en los planes 
de desarrollo rutas más claras, oportunas y puntuales para proceder en los casos particulares 






4. Análisis de la población migrante y sus familias: características principales 
 
La población objeto para el desarrollo del presente trabajo es el colectivo de migrantes 
venezolanos, especialmente los infantes y familias asentados en el municipio de Soledad 
(Atlántico) y sobre los cuales no existe una caracterización precisa. Por consiguiente, se 
toman datos a nivel nacional y departamental para la identificación de sus características 
principales, así como la información suministrada por algunos expertos de ONG´S, 
fundaciones y trabajadores humanitarios que llevan cabo acciones con esta población.  
 
4.1.  Características sociodemográficas 
 
 
A la fecha se registra la presencia de 1.748.716 venezolanos en todo el territorio 
colombiano a corte de junio de 2020 (Migración Colombia, 2020) registrándose una 
disminución del 1% respecto a las cifras presentadas en mayo de 2020: 1.764.000, sobre la 
población actual se valoran 43,6% (en estado migratorio regular y un 56,4% en estado 
irregular. Esto se se traduce en pocos datos respecto a las características principales de la 
población, lo que genera un gran vacío en ese paso de irregularidad a regularidad y, a su vez, 
se perpetua el desconocimiento sobre todos aquellos migrantes que ingresan por trochas y no 
son contabilizados en los puntos fluviales, terrestres y aéreos autorizados para el ingreso al 
país.  
Migración Colombia (2020) menciona que la estimación de concentración 
correspondiente a los migrantes venezolanos corresponde al: 
 
…resultado del cruce de los registros administrativos del Sistema de Información de Registro 
de Extranjeros (SIRE), Permiso Especial de Permanencia (PEP), Entradas migratorias 
(Intención de hospedaje) y Censo Nacional de Población y Vivienda 2018 - DANE. La 
información registrada corresponde a lo manifestado voluntariamente por los venezolanos en 
los sistemas dispuestos y a la recolección generada de las verificaciones migratorias 
desarrolladas por Migración Colombia. (p. 4) 
  
 
 Atendiendo a esta información y la cifra actual de migrantes venezolanos, es 





grupos etarios, para valorar algunos aspectos esenciales respecto a la productividad e impacto 
en la cultura, mercado laboral y demanda de servicios básicos del grupo poblacional. A 
continuación, se presenta el número y porcentaje de mujeres y hombres migrantes 
venezolanos: 
Gráfico nº5 
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Fuente: Elaboración propia a partir de lo presentado por Migración Colombia (2020). 
 
 Interpretando la información presentada se valora que el 57% de las mujeres y el 58% 
de los hombres migrantes venezolanos se encuentran en una edad productiva, por cuanto el 
rango de edades de estos grupos oscila entre los 18 y 39 años (Alto Comisionado de Naciones 
Unidas para los Refugiados y Corporación Legal, 2017). Supone entonces un rango 
preponderante para la conformación y tenencia de hijos e hijas en el territorrio colombiano 
que repercute en mayores cifras de infantes, así como beneficiones respecto a la actividad 
laboral y la vida económica del país. 
 
 A nivel departamental se identifican a corte de junio de 2020 unos 161.313 migrantes 
venezolanos que corresponden al 9,22% de la población total en el país (Migración 
Colombia, 2020), frente a esto el Observatorio del Proyecto Migración Venezuela (2020) 
reporta a fecha de enero de 2020 un total de 180.522 migrantes en el departamento de los 
cuales 115.915 se encuentran en un rango de edades de 15 a 59 años. Ambas cifras 
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dependencia a mercados informales a razón de las diferentes situaciones que impiden su 
estado de regularidad en el país (Migración Colombia, 2020).  
Adicionalmente, no se encontró caracterización oficial por parte de las autoridades 
locales respecto a los grupos familiares y su composición, sin embargo, se identificaron 
algunos documentos de estudio en los que se manifiesta que los grupos familiares no están 
tradicionalmente compuestos (Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Refugiados y 
Corporación Legal, 2017). Para alimentar dicha información se realizaron entrevistas con 
trabajadores humanitarios, expertos vinculados a ONG´S y fundaciones que trabajan con la 
población migrante, quienes agregan algunos elementos importantes: “los tipos de familias 
que ingresan no son completas, por lo general son madres o padres solos y uno de ellos se 
queda a cargo de los hijos en el territorio” (K. Manotas, entrevista, octubre 7 de 2020). 
Esta información complementa la recopilada por ACNUR y Corporación Opción 
Legal sobre las características de las familias, aunque se valoró una opinión que difiere de 
estas apreciaciones y que puede estar vinculada a lo que se denomina como nuevas oleadas: 
 
“…en estas últimas oleadas de migrantes se encuentran mayoritariamente familias, núcleos 
familiares conformado de cuatro a cinco personas y muchas parejas” (L. Meneses, entrevista, 
octubre 1 de 2020).  
 
Resulta determinante comprender lo referido a las oleadas como un elemento 
fundamental en la identificación de las generalidades vinculadas a la población migrante 









Olas migratorias desde Venezuela a Colombia 
Fecha Realizada por  Tiempo de llegada al 
país  
1999 – 2005 Representantes de los sectores 
empresariales y políticos 
venezolanos. 
5 o más años 
2005 – 2009  Empresarios y profesionales del 
sector petrolero como consecuencia 
de los despidos masivos de empresa 
estatal. 
5 o más años  
2010 – 2014  Profesionales y estudiantes de clase 
media de distintas disciplinas. 
5 o más años 
2015 – a la fecha  Diáspora de sobrevivencia, de clase 
media y población pobre y 
vulnerable. 
Entre 1 año y menos de 5 
años  
Menos de 1 año  
 
Fuente: Elaboración propia a partir de lo planteado por la Universidad del Rosario (2018)   
 
 Ante lo anterior, se vislumbran diferentes lentes y características de las poblaciones 
migrantes, siendo un elemento clave para valorar en el marco del flujo migratorio por cuanto 
se derivan varias situaciones de riesgo como menores abandonados, separación parcial o 
completa del núcleo familiar, indocumentación, conflictos intrafamiliares, entre otros.  
 
4.2.  Características educativas 
 
La información de acceso a educación de la población migrante venezolana es muy 
variante y dependiente de su estado migratorio en el país, aún así se han encontrado algunos 
datos orientadores que representan un acercamiento a esta característica. El Observatorio de 
Condiciones Socioeconómicas del Atlántico (2019) plantea como un beneficio/oportunidad 





que su contraparte colombiana, así mismo Fernández – Niño citado por OCSA (2019), 
menciona que “el 54% cuenta con escolaridad hasta máximo secundaria básica, y solo el 
4,6% con pregrado” (p.5), haciendo referencia a la población ubicada en Villa Caracas, el 
asentamiento más grande de venezolanos en el área metropolitana.  
 
Ahora bien, la anterior cifra se encuentra mediada por el hecho de que el éxodo 
venezolano ha sido transversal a las clases sociales, aspecto articulado a las diferentes oleadas 
de movilización (abordadas en la tabla nº3) y para las cuales se dio el movimiento de las 
clases sociales más altas de Venezuela, por ende, mayores profesionales/preparación en 
territorio colombiano. En ese sentido, “los migrantes más antiguos cuentan con estudios de 
mayor nivel (27 % son profesionales o tienen posgrado), mientras que entre los de corto y 
mediano plazo solo el 15 % y 18 %, respectivamente, contaban con un título de nivel 
superior” (Observatorio del Proyecto Migración Venezuela, 2018, p.9).  
 
Los datos respecto a los infantes y la escolaridad dependen de los registros que 
manejen las autoridades locales en articulación con las nacionales, por lo que el acceso a 
dicha información esta sujeta al ejercicio desarrollado por la Secretaría de Educación 
municipal y departamental.  No obstante, aunque es clara la prioritaria atención para este 
colectivo a razón de la prevalencia del principio de interés superior, Save the Children (2020) 
menciona que se dan algunas privaciones en el territorio colombiano derivadas 
principalmente de la solicitud de documentaciones oficiales para el acceso a la educación, 
especialmente de instituciones oficiales.  
El Observatorio del Proyecto Migración Venezuela (2018) afirma en su Boletín nº1 
que se dio un aumento de la asistencia educativa en relación con el tiempo de permanencia 
en el territorio, especialmente para el año 2018: 
El 48% de los venezolanos que migraron hace menos de 12 meses y estaban en edad escolar 
a julio de 2018 asistían a clases; el 90,9% de ellos acudía a instituciones públicas. De los de 
llegada de mediano plazo, la relación es del 78 % escolarizados y del 90,2 % en 
establecimientos oficiales. Por último, los que llegaron hace más de cinco años eran los que 






Se identifica entonces un panorama alentador respecto a la población migrante que se 
encontraba en ese momento en el territorio, es decir, 1.174.000 (Migración Colombia, 2020), 
pero no se deja de lado el hecho de que en los últimos dos años el crecimiento exponencial 
del flujo migratorio ha desbordado la atención de las necesidades básicas y empezaron a 
generarse colapsos y situaciones de vulneración derivadas de ese aumento, por lo que las 
instituciones educativas recibieron informalmente a los infantes migrantes sin 
documentaciones y sin la posibilidad de entregar certificaciones o cumplimientos de los 
grados cursados.   
Paralelamente se han venido dando algunos lineamentos u orientaciones para la 
prestación del servicio, como es el caso de la circular nº16 de 2018 en la que se definen las 
instrucciones para la atención de niños, niñas y adolescentes en los establecimientos 
educativos colombianos: procedimientos a realizar si no se cuenta con la documentación 
correspondiente, convalidación de estudios, validación de grados, entre otros., dejando 
claridad de la importancia de definir el estado migratorio para la obtención de títulos y 
articulación con los siguientes niveles educativos. Producto de estas orientaciones, se logró 
para el año 2018 que 190.942 niños, niñas y adolescentes migrantes y refugiados se 
matricularan en el Sistema Educativo colombiano (Defensoría del Pueblo – Colombia, 2019). 
4.3. Características de salud 
 
En relación a esta característica se han atendido en el Departamento del Atlántico, a 
corte de 2018 un aproximado de 8667 urgencias a migrantes venezolanos (OCSA, 2019), que 
representa una cifra significativa en la demanda de atención para lo últimos tres años. A su 
vez, se valora una cobertura de atención del 71,83% a la población migrante de la primera y 
segunda oleada (en el mismo año), frente a un 36,96% de atención para los migrantes de la 
tercera oleada, no en vano, el nivel educativo, la antigüedad y el estado migratorio regular 
favorecen la atención y cobertura del servicio (Universidad del Rosario, 2018). 
El Observatorio del Proyecto Migración Venezuela (2018) afirma que de los 
migrantes llegados en la última ola solo el 11,1% se encontraban afiliados al sistema de salud, 





duda este servicio y la compra de medicinas es una de las necesidades básicas por la cual la 
población ha dejado su territorio de origen y, que, por lo tanto, representa una prioridad en 
el territorio de destino. Consecuentemente al no existir una adecuada atención y acceso de 
medicinas y servicios de salud, se derivan de estas enfermedades que se acrecientan con la 
diáspora realizada (dengue y sarampión) y, especialmente en el municipio de Soledad, se 
identifica el aumento de enfermedades sexuales, con énfasis en el numero de casos de sifilis 
(OCSA, 2019). 
El estado migratorio se convierte en un factor de riesgo y protección para la población, 
por cuanto la atención primaria y secundaria se limita a los permisos requeridos en el país 
para ser afiliado al sistema de salud subsidiado, frente a ello el OCSA (2019) menciona que 
“dada la situación de irregularidad en la que se encuentran muchos migrantes con 
nacionalidad venezolana, la dificultad de obtener cobertura formal por parte del Sistema de 
Seguridad Social representa un reto para la política de atención en salud” (p. 12) y supone 
una gran problemática social para brindar atención a a madres gestantes,  infantes que llegan 
en condiciones de malnutrición y desnutrición, personas en condición de discapacidad, así 
como enfermedades de la piel y, especialmente, la atención de enfermedades de alto costo: 
cancer, VIH, insuficiencia renal, entre otras.  
4.4.  Características laborales 
 
En el ámbito laboral es determinante el ingreso de la población migrante en las 
primeras oleadas, a razón del nivel educativo y regularidad que favoreció la incorporación al 
mercado laboral sin mayores traumatismos y con poca demanda, aspecto que no se da de la 
misma manera en la última ola del 2015 a la fecha. 
 
La demanda laboral actual, la formación en oficios y la disposición de trabajar en 
condiciones que un residente en el mismo contexto no haría ha aumentado la vinculación de 
la población migrante, con mayores vulnerabilidades, a una paga inferior con el fin de cubrir 
las necesidades básicas de alimentación y techo. El comercio, estética, construcción, 
hotelería, restaurantes, actividades comunales, sociales y personales son algunas de las 
principales actividades informales en las que se vinculan los migrantes son: (ACNUR y 





actividades las de mayor índice de informalidad a razón de no realizar cotizaciones ni aportes 
a los fondos de pensiones, salud y cajas de compensación.  
La vinculación a estas áreas de empleo bajo las condiciones menos deseadas, como 
una paga no correspondiente a la labor realizada, se sujeta a esa regularidad o no en el 
territorio, por lo que se da una proporcionalidad entre la informalidad y la documentación 
correspondiente para ser empleado por una empresa legalmente constituída y bajo la firma 
de un contrato laboral. Por lo cual, se vislumbra otra posible problemática con la población 
migrante de la última ola, en la que se ha dado un considerable aumento de la mendicidad y 
trabajo infantil, muestra de ellos es que en el Departamento del Atlántico en los primeros 
cuatro meses del año 2019 se identificaron 118 niños, niñas y adolescentes venezolanos en 
situación de trabajo infantil quienes ingresaron a los programas del ICBF departamental 
(Rico, 2019). 
Para el OCSA (2019) la marcada diferencia entre la vinculación laboral formal e 
informal, se estima un 53,3% en el departamento, responde a que los migrantes están 
tomando campo en la demanda del mercado informal y la población residente está ingresando 
a la formalidad, por lo cual, la oferta y demanda se va ajustando a la respuesta que brinda el 
colectivo y que no está directamente articulado con su fomación profesional u oficio. Ahora 
bien, para el Observatorio del Proyecto de Migración Venezuela (2018) se debe valorar el 
desempleo y sus porcentajes, especialmente de los migrantes 
 … que estaban en edad de trabajar a julio de 2018 era del 11,8 %. Los recién llega- dos al 
país tienen la proporción más alta con el 14,5 %; en los de mediano plazo es del 8,1 %; y en 
los de largo plazo del 8,6 %. Más del 95 % de los desempleados en todos los grupos de 
permanen-cia estaban en las cabeceras municipales, mientras que las ramas de actividad que 
más generaban desempleados eran las de comercio, hoteles y restaurantes … (p. 10).  
 
En este sentido, el estado migratorio vuelve a jugar como factor elemental para el 
mercado laboral porque, aunque existan las condiciones de formación profesional y la 
experiencia para una vinculación, la regularidad empieza a ser determinante en las 






4.5. Características sociales 
 
Correlacionado con los aspectos mencionados anteriormente se vinculan a las 
características de este colectivo algunos elementos que permiten identificar sus necesidades 
y capacidades sociales, una de ellas es el hacinamiento y la vivienda compartida con otros 
grupos familiares, situaciones que suelen darse a razón de compartir gastos para arrendar una 
cuarto, apartamento o casa por noches o cantidad de personas. Esta esa una de las principales 
modalidades para acceder a una vivienda segura, por lo que en un solo cuarto pueden dormir 
entre 10 y 15 personas, junto con infantes y adultos mayores.   
En esa misma línea se identifica que la población proveniente del territorio 
venezolano en los últimos cinco años, ya se encontraban en condición de vulnerabilidad y 
riesgo (incluyendo población indígena, niños y mujeres, entre otros), como se evidencia en 
la tabla nº3, por lo que sus condiciones actuales en Colombia no son las mejores y se asocian 
estas particularidades a una gran incidencia en la criminalidad y, por ende, mayores 
percepciones sobre inseguridad (OCSA, 2019). Así mismo, se valora la población que no 
tiene acceso a vivienda, de acuerdo al Banco Mundial (2018) esta corresponde a un 32% y 
generalmente se localizan en parques, terminales de transporte, asentamientos informales, 
espacios públicos, entre otros lugares, en los que el acceso a agua, alcantarillado y/o luz es 
totalmente limitado.  
Como se ha interpretado en los puntos anteriores, la característica principal del 
colectivo de migrantes de la presente ola es su condición de vulnerabilidad, “algunos grupos 
entre los migrantes están particularmente en riesgo y necesitan apoyo específico. Otros, a 
pesar de no estarlo todavía, pueden encontrarse en situación de riesgo en el corto plazo, 
exacerbando dinámicas de pobreza, violencia e inseguridad” (Banco Mundial, 2018, p. 60).  
Aunado a estos elementos se presenta un gran desconocimiento respecto a los 
mecanismos de protección internacional y los casos en los que pueden aplicar y/o solicittar 
las atenciones requeridas, ACNUR y Corporación Opción Legal (2017) manifiestan que 
“quienes si conocen la normatividad prefieren no acceder a este tipo de derecho puesto que 
la duración del proceso y las garantías que se dan para la regularización son muy pocas” 





Juan Francisco Espinosa (2020) director de Migración Colombia menciona que la 
movilización de forma exponencial es el reflejo del declive en la atención de las necesidades 
básicas y servicios requeridos por la población venezolana en su país de origen, lo que se 
convierte en una expulsión involuntaria mediada por la ausencia de alimentos, servicios de 
salud, empleo y vivienda, que se interpreta como una negligencia y abandono del estado. En 
concordancia con lo planteado por Espinos, se une a dicha condición las  
restricciones para adquirir los documentos de identidad necesarios para entrar de formar 
regular o regularizar su estatus migratorio en Colombia a través de instrumentos como el 
PEP, como registros de nacimiento apostillados y pasaportes. Dichas restricciones incluyen 
la no expedición de los documentos mencionados por parte del Gobierno venezolano, su costo 
de obtención o el vencimiento, robo o pérdida de los documentos en el proceso migratorio 
(Banco Mundial, 2018, p. 60).  
 
Esto no solo afecta la regularizción de la población y el acceso a empleo, salud, 
educación y vivienda en el país de destino, sino que se favorece el incremento de las 
condiciones socioeconómicas de base y la vulnerabilidad poniéndolos en riesgo de ser 
víctimas de situaciones de trata y trpafico de personas, reclutamiento forzado por bandas 
delicuenciales, mendicidad y trabajo infantil, entre otros.  
 




De acuerdo a los estatutos correspondientes a la agencia, esta se titula “Asociación 
Colombiana de Pedagogía Social y Educación Social” y puede actuar a su vez bajo la sigla 
“ASOCOPESES” (ASOCOPESES, 2020, Art.1). 
5.2. Misión y visión 
 
En relación a la misión de ASOCOPESES, se encuentra:   
Contribuir al mejoramiento de la calidad de vida de sus asociados, así como de las personas, 
los grupos, las comunidades y ecosistemas a través de la consolidación de la pedagogía social 





investigación y transformación socioeducativa de los territorios, sus regiones y del país 
(ASOCOPESES, 2017, Artículo 4).  
 
Por su parte, en la visión la agencia se plantean acciones en alizan con diferentes asociaciones, 
entidades y agencias, tal y como se valora a continuación:   
 
Con la participación activa de sus asociados en vinculación con las instituciones, entidades, 
redes y alianzas regionales, nacionales e internacionales la ASOCIACIÓN COLOMBIANA 
DE PEDAGOGIA SOCIAL Y EDUCACIÓN SOCIAL será la principal organización 
colombiana a nivel científico, académico y social en el ámbito sociopedagógico y 
socioeducativo y se  configurará como el ente articulador entre las universidades vinculadas 
a sus asociados, las administraciones públicas, el sector privado y productivo, así como con 
la sociedad civil, en permanente cooperación con la Sociedad iberoamericana de Pedagogía 
Social (SIPS),a fin de mejorar el bienestar de sus asociados y la comunidad en general desde 
una nueva cultura de paz (ASOCOPESES, 2017, Artículo 5). 
  
5.3.  Objetivos 
 
En relación a lo establecido en los estatutos (2017), ASOCOPESES tiene como objetivos 
la realización de planes, programas y/o proyectos dentro de los ámbitos y campos de acción 
de la pedagogía social, en los que confluyen estrategias y procesos muy puntuales como los 
planteados en al Artículo 6: 
- la innovación y la investigación en Pedagogía Social;  
- la capacitación en Pedagogía Social y sus ámbitos de intervención;  
- la dinamización de redes del área, interdisciplinares y transdisciplinares locales, 
nacionales e internacionales, especialmente latinoamericanas e iberoamericanas;  
- la promoción del sector profesional y laboral en los campos socio-pedagógicos y 
socioeducativos;  
- la evaluación socioeducativa; 
- la consultoría y asesoría en política pública socioeducativa y programas académicos 
vinculados con la pedagogía social;  
- la promoción sociocultural, la circulación y el favorecimiento de la madurez y 
desarrollo social de todas las poblaciones y las comunidades; 
- la atención y la acción socioeducativa del ámbito rural y urbano desde la 
sostenibilidad, la educación ambiental y sustentable;  





- el aprendizaje a lo largo de la vida, la educación no formal de personas adultas y 
mayores; y la educación intergeneracional;  
- la educación popular y la animación sociocultural;  
- la atención y educación no formal de la infancia, la adolescencia y de la juventud, la 
promoción y prevención en salud desde el ámbito no formal, la reducción de la 
pobreza y de la desigualdad, la rehabilitación social de adolescentes, jóvenes, 
personas drogodependientes, población reclusa, y desvinculados del conflicto armado 
ex-guerrillera;  
- la dinamización y el desarrollo comunitario;  
- la prevención y acción social y educativa con víctimas de trata y tráfico de personas, 
migración y desplazamiento forzado, víctimas de violencia intrafamiliar, de género o 
sociopolítica;  
- la formación e inclusión sociolaboral y educativa, inclusión de personas en situación 
de discapacidad, así como la convivencia plural a nivel social, familiar y escolar,  
- la Igualdad desde la diversidad de género, educación afectivo-sexual, la promoción 
de las mujeres y la población LGTBIQ;  
- el desarrollo familiar;  
- la reinserción, la mediación y educación en procesos de justicia restaurativa; 
- el acompañamiento socioeducativo de cualquier situación de dificultad o vulneración, 
así como de potencialidad y de capacidad;  
- la participación y la acción para la responsabilidad ciudadana y democrática, la 
autonomía, la solidaridad, la convivencia social y escolar; así como la educación para 
la paz, construcción de cultura de paz y la calidad de vida y “buen vivir” para toda 
persona, territorio y pueblo desde la dignidad humana y los Derechos Humanos - 
derechos ambientales. 
 
5.4. Historia  
 
La historia de ASOCOPESES inicia como un trabajo colaborativo a partir de sueños 
compartidos, experiencias interuniversitarias de proyección de la Pedagogía Social y la 





Ordinaria de Discusión en la que se revisan y aprueban los Estatutos que orientan el accionar 
de la asociación, así mismo se llevo a cabo la elección de la Junta Directiva y Revisor Fiscal 
(ASOCOPESES, 2020). Contando con estos recursos se dio inicio a la revisión y 
cumplimiento de los diferentes trámites administrativos y financieros para el registro y puesta 
en marcha de la asociación en el territorio colombiano, cabe resaltar que cada uno de estos 
trámites requirió la presentación de documentos que soportaran los própositos y fines de 
asociación.  
Es así como se fija su inicio el día 19 de septiembre de 2017 a partir del registro de 
ASOCOPESES en la Cámara de Comercio del departamento del Atlántico (caribe 
colombiano) con representación nacional de una junta directiva y fundadora, teniendo 
vinculación a partir de unos capítulos en los departamentos de Bogotá, Barranquilla y Pereira 
(ASOCOPESES, 2020).  
Así mismo, en su compromiso con el fortalecimiento de la invetsigación y la 
generación de alianzas insterinstitucionales con diversas universidades del país, el 21 de 
mayo de 2018 ASOCOPESES fue registrada como entidad en el Departamento 
Administrativo de Ciencia, Tecnología e Innovación - Colciencias. Este paso representó la 
apertura a presentación de proyectos o propuestas de investigación en las que la asociación 
puede fungir como un aliado para diversas instituciones, puesto que se requiere una categoría 
de grupos de investigación. 
5.5. Naturaleza de la entidad y población que atiende 
 
La Asociación Colombiana de Pedagogía Social y Educación Social es una entidad 
sin ánimo de lucro, de carácter privado, naturaleza civil y responsabilidad limitada 
(ASOCOPESES, 2017, Artículo 1). La población objeto de atención por la asociación se 
compone de colectivos de infantes, adolescentes, jóvenes, adultos y adultos mayores que se 
incorporan en las distintas acciones realizadas por la misma, como es el caso de: cursos, 








La Asociación Colombiana de Pedagogía Social y Educación Social es dirigida de 
manera virtual, sin embargo, su presidente Martha Lucía Izquierdo Barrera, desarrolla la 
dirección desde la Universidad Tecnológica de Pereira en el Departamento de Risaralda. 




Gráfico nº7. Organización de la Junta Directiva – ASOCOPESES 
  
 
Fuente: Elaborado a partir de lo revisado en la página web de ASOCOPESES (2020). 
 
 
*Miembros de la junta: 
Las personas vinculadas al anterior organigrama son personas naturales que han 
intervenido legalmente en la constitución de la asociación (firmando la respectiva acta de 
constitución) y otros que han sido seleccionados a través de las asambleas generales en donde 
se cuenta con la votación de los diferentes asociados: ordinarios y honorarios. De acuerdo 
con los estatutos de ASOCOPESES (2017), son funciones de los miembros de la junta 
directiva: 
- Expedir su propio reglamento, el de admisión de asociados, el de procesos 





















- Rendir informes financieros y de gestión sobre el estado general de la ASOCIACIÓN 
a la Asamblea General, por cada año calendario. 
- Aprobar previamente los estados financieros y los informes de gestión y el 
presupuesto anual de la ASOCIACIÓN, presentados por el Director Ejecutivo para la 
consideración y aprobación de la Asamblea General. 
- Cumplir y hacer cumplir los estatutos y ejecutar las decisiones de la Asamblea 
General. 
- Imponer a los asociados, previa solicitud escrita de descargos, las sanciones 
correspondientes, atendiendo a lo descrito en el art. 13 de los estatutos. 
- Aprobar los planes y programas a desarrollar por la ASOCIACIÓN propuestos por el 
Director Ejecutivo, de acuerdo con las decisiones emanadas de la Asamblea General. 
- Orientar y evaluar permanentemente la actividad del Director Ejecutivo. 
- Mantener continuamente informados a los asociados de las actividades adelantadas 
por la ASOCIACIÓN. 
- Asignar los premios y condecoraciones que cree la Asamblea General y recomendar 
sobre la admisión o exclusión de asociados. 
- Proponer a la Asamblea General la designación de miembros honorarios o la 
exclusión de asociados por las causas señaladas en estos estatutos y sustentar tales 
proposiciones. 
- Crear los cargos administrativos requeridos, asignarles sus responsabilidades, y su 
remuneración si a ello hubiere lugar, modificar o reorganizar la estructura 
administrativa para el buen funcionamiento institucional.  
- Autorizar al Director Ejecutivo la celebración y ejecución de actos y contratos a que 
se refieren los estatutos. 
- Aceptar o rechazar donaciones o legados. 
- Proponer a la Asamblea General el monto de las cuotas ordinarias y extraordinarias 
y su forma de pago por parte de los asociados.  
- Autorizar la participación de la ASOCIACIÓN, en otras personas jurídicas conforme 





- Estudiar, aprobar o improbar el presupuesto anual de ingresos, inversiones y gastos y 
autorizar los gastos no contemplados en el presupuesto, definiendo la fuente de su 
financiación (ASOCOPESES, 2017, Artículo 60).  
 
En el mismo documento se detallan las funciones para cada uno de los miembros de 
la junta, siendo las funciones del presidente: presidir la junta directiva y la asamblea general, 
demás deberá elaborar el orden del día de las reuniones de estas, convocar reuniones. Por 
otro lado, ha de ordenar gastos para la ejecución de acciones y proyectos, registrar junto con 
el tesorero su firma en cuentas bancarias a nombre de la asociación, y finalmente presentar 
informes sobre la gestión de la junta directiva y demás funciones como representante legal. 
Por su parte, el vicepresidente tiene como funciones: reemplazar al presidente en caso de 
ausencia temporal y absoluta, colaborar para el logro de objetivos de la asociación y demás 
funciones asignadas por la junta directiva o asamblea general (ASOCOPESES, 2017, 
Artículo 68 y 70).  
Por su parte, el secretario debe: coordinar la labor de la junta directiva para el 
ejercicio de sus atribuciones y responsabilidades, al tiempo que debe redactar actas o 
acuerdos para las decisiones de la asamblea y la junta directiva, y dar fe de las mismas. De 
igual manera, deberá llevar un registro actualizado de miembros asociados y afiliados y 
registro del cumplimiento de sus obligaciones, y certificar la calidad de cada miembro, 
certificar la habilitación o inhabilitación en sus derechos (ASOCOPESES, 2017, Artículo 
72).  
En cuanto a las funciones del tesorero consignadas en los estatutos (ASOCOPESES, 
2017, Artículo 74) incluyen el recibir y manejar los recursos económicos de la asociación, 
llevar un registro ordenado y detallado de los ingresos y egresos, con su firma junto con el 
presidente en los bancos que requieran para llevar a cabo los proyectos a desarrollar, además 
deberá recaudar las cuotas de afiliación y sostenimiento, asistir a las reuniones de junta 
directiva y demás funciones que le sean asignadas por los estatutos.  
Por otro lado, al vocal se le reconocen como funciones principales: colaborar para el 





directiva en relación a los estatutos (ASOCOPESES, 2017, Artículo 76). Mientras que, en 
relación al revisor fiscal, se espera que pueda asesorar a la asociación en sus campos sociales, 
económicos y legales, cerciorarse de que las operaciones que se celebran se ajusten a las 
prescripciones de los estatutos, así como también dar oportuna cuenta por escrito a la 
asamblea general y la junta directiva, velar porque se lleve la contabilidad de la asociación y 
las actas de las reuniones, entre otras (ASOCOPESES, 2017, Artículo 78).  
ASOCOPESES cuenta con la participación y vinculación de asociados, quienes se 
articulan en tres categorías específicas como se plantea en los estatutos:  
Asociados fundadores: Son aquellas personas naturales, que hallan intervenido legalmente 
en la constitución de la asociación firmando la respectiva acta de constitución. 
 
Asociados ordinarios: Tienen esta categoría las personas naturales que fueron admitidas por 
la junta directiva previo el lleno de los requisitos estatutarios, esto después de creada y puesta 
en marcha la asociación. 
 
Asociados honorarios:  Tienen esta categoría las personas naturales que, por determinación 
de la Junta directiva y visto bueno final de la Asamblea General de asociados, sean declarados 
como tal, en consecuencia, a la especial colaboración o aportes trascendentales en beneficio 
de los objetivos de la Asociación (ASOCOPESES, 2017, Artículo 9). 
 
Así mismo, se resalta que la asociación cuenta con dos comités que favorecen el 
desarrollo de las acciones respecto a la promoción y fomento de la educación, así como la 
solidaridad hacia sus asociados, tal y como se plantea a continuación:  
 
- Comité de educación: Se encuentra integrado por tres miembros designados por la 
Junta Directiva para períodos de dos (2) años sin perjuicio de que puedan ser 
reelegidos o removidos libremente por éste.  Debe haber por lo menos un miembro 
principal de la Junta Directiva quien lo presidirá. Tiene a su cargo realizar 
permanentes actividades que tiendan a la formación de sus Asociados, y trabajadores 
en los métodos y características del Cooperativismo, así como la capacitación de los 
administradores en la gestión empresarial propia de la asociación, actividades de 







- Comité de solidaridad: Se encuentra integrado por tres miembros designados por la 
Junta Directiva para períodos de dos (2) años sin perjuicio de que puedan ser 
reelegidos o removidos libremente por éste. Debe haber por lo menos un miembro 
principal de la Junta Directiva quien lo presidirá. En los estatutos se señala que “tiene 
por objeto brindar ayuda económica a los asociados y sus familiares dependientes en 







6. Evaluación de necesidades y capacidades 
 
6.1.Fase preevaluativa  
 
El acercamiento es la primera aproximación a las características del fenómeno a partir de 
un conocimiento previo y percepción que se valida en el contacto con las comunidades, esta 
acción permite identificar las necesidades que se tienen en el marco de una problemática 
(Pozo y Salmerón, 2010; Del Pozo, 2018). En ese sentido, se valora la información 
presentada en las noticias, reportes oficiales, portales web, observaciones, quejas e intereses 
de la población participante, normativas del estado o toda aquella información abordada por 
la academia.    
Para efectos del presente trabajo se toma como punto de partida en la evaluación de 
necesidades y capacidades la información suministrada por las normativas y políticas, como 
las internacionales por cuanto su fin principal es la protección integral del ser humano, los 
infantes y la población migrante y refugiada en cualquier lugar del mundo. Por lo anterior, 
se inicia con la Declaración Universal de los Derechos Humanos (DDHH), especialmente 
por la condición de humano y garantía de derechos a nivel mundial, siendo especialmente 
particular la protección y atención integral en cualquier territorio. 
Orientados a los infantes se valora la Convención sobre los Derechos del Niño (Asamblea 
General de las Naciones Unidas, 1989), especialmente por la prevalencia del interés superior 
del niño y la aplicación de todos los derechos consagrados en la misma. No en vano se 
identifican mayores factores de riesgo en los infantes migrantes por el ciclo vital y su 
condición de movilidad, que se sujeta a las características específicas en las que transitan sus 
padres, madres y/o cuidadores y el estado en el que llegan a Colombia; así mismo, por el 
conocimiento de situaciones particulares en las que los NNA se encuentran en situación de 
calle, no acompañados o separados.  
En ese sentido conviene vincular dos documentos relevantes para la población migrante:  
a) la Declaración de Nueva York para los Refugiados y los Migrantes (2016) concebida como 
respuesta a los grandes desplazamientos de dicha población y cuya finalidad es la protección 





independientemente de su condición por cuanto todos son titulares de derechos 
internacionales, derechos humanos y derechos internacionales humanitarios (Asamblea 
General de las Naciones Unidas, 2016). En segunda instancia, lo mencionado en b) el Pacto 
Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular (Asamblea General de las Naciones 
Unidas, 2018) cuyo fin es la contribución a la mejora de la cooperación y trabajo en red sobre 
la migración en todas sus dimensiones, siendo específicamente destinada para este fenómeno.   
En el plano nacional se requiere ahondar especialmente en:  
 
- CONPES 3950 (2018): Estrategia para la atención de la migración desde venezuela, 
que surge como una herramienta de articulación para el establecimiento e 
implementación de estrategias de atención en salud, educación, primera infancia, 
infancia y adolescencia, trabajo, alojamiento, seguridad y convivencia del fenómeno 
migratorio a mediano plazo; 
- Constitución Política de Colombia (Asamblea Nacional Constituyente, 1991);  
- Ley 1098 de 2006 (Congreso de la República de Colombia, 2006); 
- Ley 1804 de 2016 (Congreso de la República de Colombia, 2016), por la cual se 
establece la política de Estado para el Desarrollo Integral de la Primera Infancia de 
Cero a Siempre y se dictan otras disposiciones  
- Plan de Desarrollo Departamental (Gobernación del Atlántico, 2020) y Plan de 
Desarrollo Municipal de Soledad (Alcaldía Municipal de Soledad, 2020).  
 
Como otra fuente para el acercamiento a la realidad se toma los reportes oficiales 
emitidos por entidades como la Organización Internacional para las Migraciones, Banco 
Mundial, Migración Colombia, ACNUR, Corporación Opción Legal, Save the Children, 
UNICEF, entre otros. Por su parte, en las fuentes referidas a la academia se han revisado 
boletínes emitidos por el Observatorio de Condiciones Socioeconómicas del Atlántico y 
Observatorio del Proyecto Migración Venezolana, así como los portales web de Defensoría 
del Pueblo, Sistema Nacional de Bienestar Familiar, Migración Colombia, entre otros.  
En relación a las noticias, se prevé la valoración de aquellas que permitan tener un 





población migrante, lo que retomaría las quejas y realidades del colectivo desde sus propias 
voces y percepciones. En ese sentido, para afianzar este último elemento se ha diseñado una 
entrevista como instrumento que permite identificar características principales desde las 
voces y lentes de expertos, trabajadores humanitarios, ONG´S y fundaciones que trabajan en 
pro de la atención y protección integral de los migrantes venezolanos en el país.  
A continuación, se presenta un resumen de las principales técnicas y fuentes 
empleadas para el desarrollo de la fase preevaluativa:  
Tabla nº10 
Resumen de las principales técnicas y fuentes vinculadas en la fase preevaluativa 
 
Técnica e instrumento de investigación Fuentes de información 
 
Entrevista a expertos, trabajadores 
humanitarios, ONG´S y fundaciones que 
trabajan en pro de la atención y protección 
integral de los migrantes venezolanos en el 
país. 
 
Normativas y políticas internacionales: 
 
- Declaración Universal de los 
Derechos Humanos (Asamblea 
General de las Naciones Unidas)  
- Convención sobre los Derechos del 
Niño (Asamblea General de las 
Naciones Unidas, 1989) 
 
- Declaración de Nueva York para los 
Refugiados y los Migrantes 
(Asamblea General de las Naciones 
Unidas, 2016) 
 
- Pacto Mundial para la Migración 
Segura, Ordenada y Regular 
(Asamblea General de las Naciones 
Unidas, 2018) 
 
 Normativas y políticas nacionales/locales: 
  
- CONPES 3950 (2018): Estrategia 
para la atención de la migración 
desde venezuela 
 
- Constitución Política de Colombia 







- Ley 1098 de 2006 (Congreso de la 
República de Colombia, 2006) 
 
- Ley 1804 de 2016 (Congreso de la 
República de Colombia, 2016) 
 
- Plan de Desarrollo Departamental 
(Gobernación del Atlántico, 2020)  
 
- Plan de Desarrollo Municipal de 
Soledad (Alcaldía Municipal de 
Soledad, 2020).  
 
 
 Reportes oficiales/boletines:   
 
- Organización Internacional para las 
Migraciones:  
 
Migración y los ODS – 1 minuto sobre 
migraciones. [Archivo de Video]. 
 
La migración en la agenda 2030. Guía para 
profesionales. 
 
Glosario de promoción de la salud. 
 
Términos fundamentales sobre migración. 
Glosario sobre migración.  
 
- Banco Mundial:  
 
Informe: Migración desde Venezuela a 
Colombia. Impactos y estrategias de 
respuesta en el corto y largo plazo. 
 
 
- Migración Colombia:  
 
Infografías de Venezolanos en Colombia. 
Corte a 31 de octubre de 2019. 
 
Evolución crisis migratoria con Venezuela 






Venezolanos en Colombia: Cifras a corte de 
junio de 2020. [Facebook LIVE]. 
 
- ACNUR y Corporación Opción 
Legal:  
 
Proyecto de caracterización de población 
proveniente de Venezuela en Colombia. 
 
- Save the Children:  
 
Venezuelan Migration Crisis. Colombia 
response strategy: september 2018 – 
december 2020. 
 
- UNICEF:  
 
Más de 300.000 niños venezolanos en 
Colombia necesitan ayuda humanitaria 
[Comunicado de prensa]. 
 
 
- Observatorio de Condiciones 
Socioeconómicas del Atlántico:  
 
Boletín OCSA – Efectos de la migración 
venezolana en las condiciones socio-
económicas del Departamento de Atlántico. 
 
-  Observatorio del Proyecto 
Migración Venezolana: 
 
Una mirada a los niños migrantes. Artículo 
en prensa.  
 
¿Quiénes son los migrantes? Boletín nº1. 
 
Caracterización demográfica de población 
migrante venezolana en Colombia. 
 
  
Contenidos en los medios:  
 
- Noticias publicadas en redes y 






(noticieros, periódicos, programas 
radiales, portales informativos, 
publireportajes en YouTube, 
podcasts, entre otros). 
 
 
Fuente: Elaboración propia.  
 
6.2. Fase evaluativa  
 
Para el desarrollo de la fase evaluativa se presentan en primera instancia el conjunto de 
necesidades conocidas a partir de la revisión de diferentes fuentes y el acercamiento desde la 
visión de expertos, trabajadores humanitarios, ONG´S y fundaciones que llevan a cabo 
acciones con la población migrante venezolana. En un segundo plano, se presentan las 
capacidades que posee la población y que serán tomadas como un elemento de 
empoderamiento para la transformación y mejora de sus realidades.  
 
6.2.1. Necesidades percibidas 
 
Bajo la conceptualización de estas necesidades, como aquellas que los participantes 
valoran o consideran tener (Bradshaw, 1972), se encuentran percepciones respecto a las 
viviendas o asentamientos en los que se ha ubicado la población migrante, como es el caso 
de Villa Caracas el asentamiento más grande del área metropolitana. La comunidad menciona 
que:  
“aquí estamos sufriendo …nos dicen que estos terrenos en algún tiempo cedieron, si cedieron. O 
sea, nosotros aquí estamos arriesgados a todo, pero tenemos que hacerlo ¿por qué que más nos 
toca?” Migrante venezolana ubicada en Villa Caracas (Henao, 2017)  
 
A lo anterior, Carmen Melendez, otra migrante residente de Villa Caracas agrega que 
 
 “las lluvias y el arroyo que esta cerca nos perjudica bastante, para las enfermedades … aquí 
hay muchos niños, demasiados aquí” (Henao, 2017).  
 
Estas dos intevervenciones concuerdan con las características principales que fueron 





actuales del colectivo de migrantes: el hacinamiento y dificultades en el acceso a vivienda 
digna y servicios básicos. En Villa Caracas se pagan 150.000 por el arriendo de ranchos (casa 
de tablas), las conexiones a los servicios públicos como la energía y el agua, son ilegales y 
no hay alcantarillado (El Heraldo, 2017).  
El panorama en cuanto al empleo no es el mejor, por lo que se identifica el ejercicio de 
actividades informales como las ventas ambulantes y mendicidad para la obtención de un 
ingreso mínimo que supla las necesidades básicas. Luzmila Venega, otra habitante de Villa 
Caracas, menciona que tiene cuatro hijos, se dedica a la venta de caramelos y turna con su 
esposo la tenencia de los menores para salir a trabajar, enfatiza en que a veces solo alcanza 
para una comida y otras veces no tienen.  
Respecto al cuidado de los infantes informa que no han sido aceptados en las guarderías 
porque son venezolanos y no cuentan con la documentación, así mismo, agrega que 
“si tuviera algún día un apoyo que me ayudara alguien tan siquiera para quedarse con los 
niños o en una guardería yo los dejo y así podría buscarme otro trabajo, un empleo más 
adecuado porque a veces tengo que llevarme a uno de mis niños para poder conseguir el pan 
de cada día… es que, si no me llevo uno de ellos, la gente no me colabora” (Suarez, 2018).  
 
Frente a esta última información se valora una alarmante señal de trabajo infantil, que 
se materializa en un enganche, ya que si trabajan con sus hijos a cuestas pueden obtener más 
ganancias: “si ven que estoy con un niño, la gente se conduele más” Avendaño (2019).  
En otro sector de la ciudad una mujer y su hijo de 9 años empiezan la jornada, ella 
dice que se lo lleva a trabajar –de 9 a.m. a 5 p.m.– porque ya está próximo a retomar el 
colegio y alude que: “Le dije que tenemos que darle fuerte (al trabajo), porque tenemos que 
hacer la plata para comprar uniformes, hay que comprar útiles y todas esas cosas”. Además, 
considera que su hijo es su “mejor ayudante” porque gracias a su “carisma” ella puede vender 
más. “Lo traigo a trabajar porque logra convencer a la gente, porque es un niño. Ayer le pedí 
a una señora que me ayudara con cualquier moneda y no quiso, pero luego el niño le pidió y 





Serrano, Cantillo y Quiroz (2019) lograron entrevistar testimonios de otra familia en 
la ciudad, en este caso de Kelly Paola Rozo Izquierdo, una madre venezolana que junto a su 
esposo e hijos venden crispetas y dulces en las afueras de una estación del Transmetro de 
Barranquilla, mencionan que recurrieron a esta opción porque no consiguen trabajo. Señala 
que sus hijos “no trabajan a la par de uno, porque ellos estudian, pero el mayor de 11 años 
nos ayuda, porque él sabe nuestra situación y por eso viene donde nosotros y trabaja un rato, 
pero primero para está la escuela.  
En concordancia con lo planteado anteriormente, Vimos (2020) – trabajador 
humanitario entrevistado - manifiesta como una necesidad percibida de las comunidades 
especial atención y protección a NNA utilizados para la mendicidad ajena, trabajo infantil 
o explotación sexual, así como los NNA en situación de calle, no acompañados o separados, 
embarazos adolescentes, problemas alimenticios, NNA des escolarizados, madres solas 
cabeza de hogar, información que se percibe de los dialogos tenidos con la población 
migrantes porque no existe información precisa de la cantidad de casos y magnitud del 
fenómeno. Por ello, él reconoce como una eminente necesidad la realización de una 
caracterización que permita abordar la dimensión y las necesidades especificas de los NNA 
y sus familias.  
Para Manotas (2020) – experta de una ONG entrevistada - y Meneses (2020)- 
presidente de una fundación-, la principal necesidad manifestada por la comunidad es la 
regularización de su estado migratorio, por cuanto es la vía para acceder a salud, educación, 
empleo y vivienda, encontrándose aquí limitantes para la atención de NNA, madres gestantes 
y adultos mayores, especialmente de los colectivos que presentan enfermedades y/o 
diagnósticos de base sin controles ni acceso a medicación. Así mismo, enfatiza en que la 
atención en urgencias no es suficiente y se debe ampliar a la atención primaria y secundaria 
que mitigé las condiciones actuales derivadas de la mala alimentación o desnutrición con la 
que llega la población al territorio colombiano; también se requiere que la información 
respecto a los diferentes permisos (permanencia y laborales) y sus actualizaciones lleguen a 
las comunidades a través del voz a voz, la captación en calle, recorridos a los asentamientos, 





socioeconómicas principales no cuentan con acceso a servicio de internet o dispositivos de 
alta gama.  
6.2.2. Necesidades expresadas 
 
Atendiendo a estas interpelaciones desde las voces de la población migrante 
venezolana se pasa a valorar las necesidades expresadas, desde el lente de las entidades 
especializadas (Bradshaw, 1972) que desarrollan sus acciones y estrategias con los infantes 
y familias migrantes, encontrándose como primer elemento la regularización de la población. 
Al respecto, Chistrian Kruger (citado por el Proyecto Migración Venezuela, 2020), ex 
director de Migración Colombia, manifiesta que lo peor que le puede pasar a un estado es 
contar con una migración desordenada, sin identificar y sin conocimiento de sus 
características.   
A esta acepción se une lo planteado por María Clara Robayo (citada por el Proyecto 
Migración Venezuela, 2020) quien apunta que la integración solo será posible si “se logra 
garantizar la identificación de los migrantes y su regularización permanente” (p.7) y 
concuerda con el actual director de Migración Colombia, Juan Francisco Espinosa (2020), 
quien manifiesta que es importante conocer a la población migrante para hacer realidad el 
proceso de inclusión y articulación con la vidad productiva, todo desde una caracterización 
rigurosa.  
 Así mismo, el Banco Mundial (2018) menciona que la condición de irregularidad esta 
dada en gran parte por las limitaciones en cuanto a la expedición de la documentación en el 
territorio venezolano, en ese sentido, se visionan múltiples restricciones para la adquisición 
de los mismos y por ende no hay posibilidad de entrar de forma regular a Colombia. Esta 
situación perpetua la imposibilidad de acceder a los servicios básicos, educación, vivienda y 
salud, que están mediados por la regularidad.  
Es fundamental valorar a partir de lo mencionado por la población migrante, el 
ejercicio de llevar a los NNA como enganche en desarrollo de las ventas ambulantes, que en 
el CONPES 3950 (2018) se reconoce como uno de los riesgos de amenazas y vulneración de 





territorial, los “casos de vulneraciones críticas como el trabajo infantil, la habitabilidad en 
calle y la explotación sexual comercial. De acuerdo con el informe Inseguridad, violencia y 
economías ilegales en las fronteras, de la Fundación Ideas para la Paz (FIP) 66, la trata con 
fines sexuales de migrantes se encuentra extendida a lo largo de la frontera (…). Por otro 
lado, los NNA migrantes están siendo víctimas de trata con diversos fines, entre ellos la 
mendicidad ajena” (p.57).  
En vista de lo anterior, UNICEF (2019) ha establecido como meta de su cobertura 
llegar a 90.000 niños y adolescentes con medidas para prevenir y abordar la violencia, el 
abuso y la explotación, incluida la violencia basada en el género y la prevención del 
reclutamiento de niños y adolescentes. 
Se alimenta esta información a partir de lo mencionado por Con Información de 
Agencias (2019) quienes informan que la Defensoría del Pueblo, la Agencia de la ONU para 
los Refugiados (ACNUR) y la Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo 
Internacional (USAID), han alertado que los niños, niñas y adolescentes migrantes, en 
especial aquellos que son indocumentados, están expuestos a diferentes tipos de violencia 
como la sexual, el trabajo infantil y la trata de personas. Dicha exposicón se da, en algunos 
casos, por parte de redes criminales que se aprovechan de su situación, y corren el riesgo de 
ser forzados a trabajar por la urgencia de conseguir recursos para subsistir.  
Por su parte, en las cifras del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) se 
visualiza que el número de menores de edad afectados por explotación infantil aumentó un 
25 por ciento en 2018. Para esos casos, los reportes dicen que mientras que en el 2017 se 
abrieron 1.117 procesos de restablecimiento de derechos, en el 2018 fueron 1.400 casos. La 
mayoría de esos casos están concentrados en Córdoba, Cesar y Bolívar. Cabe resaltar que en 
esa condición están los niños que son explotados sexual o económicamente (mendicidad), 
utilizados para trabajo servil o, incluso, comercialización de órganos. 
El mismo panorama se desarrolla con una gran variante en familias que salen con sus 
hijos a pedir dinero, al respecto Zamora (2019) recopila información del ICBF sobre dicha 
situación: “Entre 2017 y 2019 hemos abierto 3.053 procesos por trabajo infantil, incluido 





familias y vemos que son niños que tienen lazos muy estrechos y que, por su situación de 
pobreza, salen a mendigar”.  
 Para la Organización Internacional para las Migraciones (2020) los migrantes deben 
enfrentarse a múltiples factores causantes de estrés: 
… muchos siguen sufriendo un acceso desigual a los servicios sanitarios (…). Los más 
vulnerables, por ejemplo, los que se encuentran en situación de irregularidad, pueden ser 
forzados a tener que luchar contra condiciones precarias de alojamiento en situación de 
hacinamiento, y también en circunstancias laborales inestables, informales o peligrosas. (…)  
Sin contar con redes de contención o sistemas de apoyo, con frecuencia lejos de sus familias, 
muchos de ellos tal vez deben enfrentar dificultades para acceder a información confiable 
(párr. 6).  
Esta información refleja el grupo de necesidades que atañen a la población migrante 
en función de su estado migratorio, valorando también que “hay un alto desconocimiento 
(…) sobre los derechos relacionados con educación para niños, niñas y adolescentes; y en 
salud” (ACNUR y Corporación Opción Legal, 2018, p. 12); por ellos, se identifica como una 
prioridad la solución a la alimentación e ingreso a un puesto de trabajo, como factores mucho 
más urgentes que el reconocimiento de hechos y derechos que poseen como objeto de 
protección integral. 
6.2.3. Necesidades normativas 
En relación a las necesidades normativas, aquellas expresadas en las leyes 
(Bradshaw, 1972) se parte inicialmente de la garantía y cumplimiento de los DDHH, 
especialmente en los artículos:  
― artículo nº 3, respecto al derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona; 
― artículo nº 7, derecho a la igualdad de protección;  
― artículo nº 25: derecho a una vida digna (alimentación, vivienda, asistencia médica, 
servicios sociales), así como a los cuidados especiales a infantes y madres gestantes;  





― el artículo nº28: cumplimiento y garantía de los derechos consagrados en los DDHH 
(Asamblea General de las Naciones Unidas, 1948). 
Estos artículos responden especialmente a su condición de humano y las acciones que 
deben ser garantizadas en cualquiera de los territorios a nivel mundial, se articulan a las 
necesidades que han sido abordadas en los párrafos anteriores los artículos en los que prima 
la atención de necesidades básicas, la igualdad de protección sin importar el territorio de 
origen y el derecho a la vida digna. Al respecto se encuentra en el Área Metropolitana del 
Departamento del Atlántico un especial sometimiento a la esclavitud y servidumbre de NNA, 
evidenciado en las situaciones de trabajo infantil y mendicidad, así como la vulneración a la 
igualdad en la protección integral y prestación de servicios, a razón del estado migratorio de 
las familias migrantes.  
No obstante, debe valorarse que el trabajo infantil se relaciona con condiciones de 
pobreza, desigualdad, exclusión social e inequidad como bajos ingresos y pocas 
oportunidades de empleo para los padres y/o responsables de los NN, así mismo, se suma a 
lo anterior las precariedades de adultos, niños y niñas migrantes de Venezuela, quienes ya se 
encuentran en las cifras de trabajo infantil, mendicidad ajena, trabajo forzoso, trata de 
personas, entre otros. Sobre este úttimo colectivo prima los derechos proclamados en la 
Convención sobre los Derechos del Niño y la Niña (1989), particularmente porque debe 
primar el interés superior del niño (Art.3) y la aplicación de los derechos consagrados en 
dicha convención (Art.4), vinculándose directamente a los infantes migrantes por sus 
características: 
- artículo nº6: supervivencia y desarrollo; 
- artículo nº9: separación de madres y padres;  
- artículo nº10: reunificación familiar;  
- artículo nº24: salud y servicios médicos;  
- artículo nº27: nivel de vida (Asamblea General de las Naciones Unidas, 1989). 
En ese orden de ideas y dada la condición de vulnerabilidad de la población migrante 





la Declaración de Nueva York para los Refugiados y los Migrantes y posteriormente han sido 
abordados en el Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular.  
En primera medida traemos a colación el compromiso de la Declaración de Nueva 
York para los Refugiados (Asamblea General de las Naciones Unidad, 2016): 
Seguiremos protegiendo los derechos humanos y las libertades fundamentales de todas las 
personas en tránsito y después de su llegada. Destacamos la importancia de atender, a su 
llegada, las necesidades inmediatas de las personas que se hayan visto expuestas a malos 
tratos físicos o psicológicos mientras se encontraban en tránsito, sin discriminación y con 
independencia de su condición jurídica o situación migratoria o de los medios de transporte 
que hayan empleado. (p.6) 
 
Este compromiso reafirma la garantía de los DDHH haciendo especial hincapié en las 
características particulares a razón de las condiciones de la movilidad, como es el caso del 
colectivo de migrantes venezolanos. Así mismo, se menciona el facilitamiento del acceso a 
los servicios de salud, educación, vivienda y la atención de las necesidades en grupos 
específicos como: infantes y mujeres, frente a los cuales existen mayores riesgos de ser 
víctimas de trata de personas y/o tráfico.  
En cuanto a la necesidad de una caracterización de los migrantes venezolanos, se 
enfatiza en que  
Reconocemos la importancia de mejorar la reunión de datos, en particular por parte de las 
autoridades nacionales (…). Esos datos deben ser desglosados por sexo y edad y deben incluir 
información sobre las corrientes regulares e irregulares, los efectos económicos de la 
migración y los movimientos de refugiados, la trata de personas, las necesidades de los 
refugiados, los migrantes y las comunidades de acogida y otras cuestiones (Declaración de 
Nueva York para los Refugiados y los Migrantes, 2016, p. 9). 
 
En ese mismo sentido se plantea en el Pacto Mundial para la Migración Segura, 
Ordenada y Regular la mejora en los sistemas de datos que permitan documentar las 
características de los migrantes, con el fin de brindar asistencia técnica específica y apoyo 





relacionados con la migración, como:  país de nacimiento, país de nacimiento de los 
progenitores, país de nacionalidad,  país donde se residía cinco años antes del censo, fecha 
de llegada más reciente, motivo de la migración, información sobre el hogar, profesión, 
fuerza de trabajo, entre otros temas (Asamblea General de las Naciones Unidas, 2018, p. 9). 
 
A partir de la información que se recopile, se plantea  
 
utilizar perfiles migratorios específicos de cada país, con datos desglosados sobre todos los 
aspectos pertinentes para la migración en el contexto nacional, como las necesidades del 
mercado de trabajo, la demanda y disponibilidad de aptitudes, el impacto ambiental y social 
de la migración, los costos de las transferencias de remesas, la salud, la educación, la 
ocupación, las condiciones de vida y de trabajo, los salarios y las necesidades de los migrantes 
y las comunidades receptoras, a fin de formular políticas migratorias con base empírica 
(Asamblea General de las Naciones Unidas, 2018, p. 9). 
 
Como se evidencia en estas dos normativas, la realidad de la población migrante en 
Colombia supone un adecuado abordaje que permita la reducción de las vulnerabilidades que 
presentan actualmente y que incluyen el desconocimiento de las diferentes rutas y atenciones 
a las que tienen derecho, así como también se presenta una necesidade conocer e identificar 
las características de la población por parte de las autoridades locales. Solo de esta manera 
se puede plantear estrategias socioeducativas eficaces y pertinentes que favorezcan la 
inclusión de este colectivo.  
A nivel nacional, es importante partir de que la Constitución Política de Colombia 
reconoce que todos los extranjeros que se encuentren dentro del territorio nacional, 
disfrutarán de los mismos derechos fundamentales que se conceden a los colombianos, 
especialmente los enmarcados en los derechos fundamentales, que concuerdan con los 
definidos en los DDHH y han sido abordados anteriormente: vida, igualdad y no 
discriminación, libertad, no tortura y no esclavitud, acceso a la justicia, debido proceso, 
libertad de circulación, intimidad, libertad de expresión, familia, asociación libre con otras 
personas y todos aquellos que impliquen el desarrollo del individuo en la sociedad (Asamblea 





Así mismo, se vincula la Ley 1098 de 2006 (Congreso de la República de Colombia, 
2006), conocida como la Ley de la Infancia y Adolescencia, en la que se estipulan la garantía 
de una protección integral a los NNA en todo el territorio colombiano, indistintamente de la 
nacionalidad, partiendo de la prevalencia del interés superior y la corresponsabilidad en 
cuanto a atención y protección integral de la sociedad civil, estado, ONG, padres, madres y/o 
cuidadores. En esa misma línea concuerda lo abordado en la Ley 1804 de 2016 (Congreso de 
la República de Colombia, 2016), por la cual se establece la política de Estado para el 
Desarrollo Integral de la Primera Infancia de Cero a Siempre y se dictan otras disposiciones.  
A nivel local, se ha logrado algunas acciones para la protección y atención de 
ingresos, educación, salud, registro y nacionalización a partir del trabajo desarrollado en 
articulación con diferentes actores, sin embargo, se requiere una caracterización de la 
comunidad de migrantes en el municipio de Soledad que favorezca el desarrollo de acciones 
y estrategias integrales de parte de la autoridad local en apoyo de la sociedad civil, ONG´s, 
academia, entre otros. Por lo cual, no se visualiza en su Plan de Desarrollo Municipal 
especificidades respecto a las características socioeconómicas, educativas y laborales de la 
población migrante, más allá de algunos datos correspondientes a la atención en salud por 
urgencias.  
6.2.4. Necesidades relativas 
 
Por último, se vislumbran como necesidades relativas las acciones que han sido 
llevadas a cabo en Bogotá D.C. como la ciudad de Colombia que ha recibido el mayor número 
de migrantes, ya que a la fecha han llevado a cabo acciones coordinadas a partir de la 
consolidación de la 'Ruta de Atención al Migrante', que está integrada por el SuperCADE 
Social, el Centro de Atención al Migrante, el Centro de Acogida La Maloka y el Centro 
Abrazar, creados por el Distrito y, en la que se prestan servicios de información, atención (en 
salud y alimentación) y referenciación a la población migrante en servicios como: salud, 
educación, empleo y documentación (Secretaría de Integración Social, 2019).  
Así mismo, desde la alcaldía mayor han desarrollado caracterizaciones socio-
económicas de la población, valorando diferentes criterios que permiten formular 





atender a 20.000 venezolanos aproximadamente de 327.635 en el año 2019 (Migración 
Colombia, 2019). En ese sentido, es posible identificar las características principales de los 
infantes y familias migrantes para valorar una intervención y acompañamiento adecuado, de 
modo que se logre garantizar la atención y protección integral que versan las normativas 
internacionales.  
 Por su parte, en el municipio de Soledad se han puesto en marcha accciones 
individualizadas de acuerdo a las necesidades más urgentes y dependientes del apoyo que 
pueda prestarse por parte de las ONG´S, es así como uno de los principales avances es la 
apertura de la “Casa de Derechos” por parte de la Defensoría del Pueblo en alianza con 
ACNUR, Consejo Noruego de Refugiados, Alcaldía Municipal de Soledad y la Gobernación 
del Atlántico para orientar sobre rutas de atención y asistencia legal a personas refugiadas y 
migrantes venezolanas, desplazados internos, colombianos/as retornados/as, con un enfoque 
de edad, género y diversidad (Defensoría del Pueblo, 2019), logrando así atender a 1.600 
migrantes venezolanos aproximadamente de 29.615 en el año 2019 (Migración Colombia, 
2019) que se da sin valorar la necesidad de realizar la caracterización general de la población 
y diseñar acciones a partir de esta. 
6.2.5. Capacidades 
 
Para sintetizar las diferentes necesidades planteadas a lo largo de este apartado, es 
necesario valorar a su vez las capacidades que posee la población migrante, entendiéndolas 
como “la totalidad de las oportunidades que dispone [una persona] para elegir y para actuar 
en su situación política, social y económica concreta” (Nussbaum, 2012, p.40). De ese modo, 
se reconoce la protección y supervisión que pueden/quieren darles los padres y madres a los 
NN en diferentes contextos que presentan carencias de recursos y poca o nula atención de 
necesidades (sanitarias, alimenticias, educativas, etc.). En ese sentido, se visualiza la 
preferencia y elección por estar y quedarse con los NNA en una situación política, social y 
económica concreta como lo es la mendicidad y las ventas ambulantes, con miras a elegir un 
entorno seguro para los mismos. 
Adicionalmente, es determinante como los padres migrantes venezolanos valoran 





dar a partir de la mejora en las condiciones de los infantes y de ellos propiamente a partir del 
acceso a la salud, educación, regularidad del estado migratorio, empleo y vivienda, que se 
centran en la atención y protección integral de las que son objetos en las normativas 
internacionales (Colmenarejo, 2016). Todo este proceso es viable desde las libertades como 
elemento contributivo para el desarrollo y obtención de dichas oportunidades, tal y como lo 
plantean Silva y Villaseñor (2018) “una persona sin oportunidades no es una persona libre y, 
en consecuencia, imposibilita el desarrollo de sí y de la sociedad donde vive” (p. 71).  
En ese mismo orden de ideas debe pensarse en que los NNA migrantes que se 
encuentran en el territorio hacen parte de nuestro presente y futuro, por lo que las atenciones 
y protecciones que se den, para y con ellos, no solo los beneficia a ellos, sino también a sus 
familias y comunidades de acogida. Al respecto, Stephanie López (2020) menciona que “la 
regularización de los niños, niñas y adolescentes migrantes en Colombia no es solo necesaria 
sino urgente (…) es fundamental para la integración socioeconómica de estos menores que 
serán parte del aparato productivo colombiano” (p.22), todo por cuanto dejarían de sumar a 
las cifras de migrantes irregulares que se vinculan a actividades informales y a su vez por la 
mitigación de los numeros riesgos a los que se enfrentan.  
Es así como también se podría valorar como una capacidad fundamental la edad 
productiva en la que se encuentran la mayoría de los migrantes venezolanos, recordando que 
el 57% de las mujeres y el 58% de los hombres se encuentran en el rango de 18 y 39 años de 
edad (Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Refugiados y Corporación Legal, 2017; 
Migración Colombia, 2020), considerándose una oportunidad para impulsar el desarrrollo 
económico del país a partir de la generación de riqueza de su trabajo, causando un efecto 
producción y otro sobre demanda a través del consumo de servicios básicos y atención de necesidades.  
Realmente se identifica la voluntad de que se conozcan sus condiciones de vida y 
capacidades, partiendo de la plena identificación, para acceder a un estado migratorio regular 
y el aprovechamiento de los derechos básicos sin caer en el asistencialismo y la priorización 
en el marco de lo urgente. Adicionalmente, se valora una “oportunidad valiosa para 
enriquecer las diversas formas culturales (música, danza, teatro, artes, deportes, comidas, 





(Gómez, 2010, p.88), con lo cual, el país obtiene mayores beneficios en el marco de la 
inclusión e integración de la población migrante y se disminuyen los prejuicios y estereotipos 
que se han perpetuado a razón de solo visibilizar la demana inicial que supone su recepción 
en el territorio.  
A continuación, se presenta un resumen de las necesidades y capacidades encontradas 







Resumen de las necesidades de la población migrante 
 
Tipo de Necesidad 
(Bradshaw, 1972)  
Necesidades encontradas  
N. Normativas • Protección y atención integral a infantes – prevalencia del interés 
superior 
• NNA vulnerables en situación de riesgo  
• Problemas de salud, nutrición, educación  
• Reunión de datos y características principales de la población 
• Indocumentación de infantes  
N. Percibidas • Precaria atención de necesidades básicas 
• Mendicidad ajena y trabajo infantil  
• Regularización de estado migratorio 
• Caracterización de los infantes y sus familias 
• Desconocimiento de rutas y servicios de atención 
N. Expresadas • Identificación y características de la población migrante 
• Irregularidad migratoria  
• Vulneración crítica a NNA: mendicidad, trabajo infantil, habitabilidad, 
trata y tráfico  
• Indocumentación de NNA 
• Acceso desigual a servicios básicos 
• Informalidad laboral  
N. Relativas • Difusión de rutas y atenciones  
• Cobertura en el acceso a servicios de orientación 
• Articulación intersectorial   
 










Resumen de las capacidades de la población migrante 
 
Tipo de capacidad  
(Nussbaum, 2012) 
Capacidad Encontrada  
C. de vida y C. de integridad física  • Protección y supervisión de NNA 
• Mejora en la calidad de vida y bien-estar 
• Protección integral 
• Edad productiva para laborar 
• Garantía de los derechos fundamentales 
• Identificación y regularidad  
C. de salud física  • Atención en salud, alimentación y vivienda digna. 
• Acceso a servicios públicos 
• Articulación de entidades especializadas 
C. sentidos, imaginación y 
pensamiento  
• Educación y/o entornos protectores para NNA 
C. de control sobre el propio entorno • Acceso a ofertas laborales formales 
C. de afiliación • Integración e inclusión social 
 
 
Fuente: Elaboración propia a partir de los elementos abordados en la fase de preevaluación y evaluación.  
 
6.3. Fase postevaluativa  
 
De acuerdo a las necesidades y capacidades que han sido valoradas, revisadas y 
analizadas a la luz de las fuentes principales: documentos oficiales, normativas, voces de la 
población participante, noticias web, entre otros elementos; se considera fundamental 
abordar las necesidades percibidas, por cuanto parten de las voces, visiones, sentires y 
perspectiva de la comunidad en función de sus características, realidades y situaciones 
actuales. Así mismo, se han tenido en cuenta estos elementos para la emisión y validación de 
las diferentes acciones normativas internacionales y el desarrollo de intervenciones 
individuales y específicas por parte de fundaciones y ONG´s.  
Teniendo en cuenta los factores de pertinencia, viabilidad, relevancia, y urgencia se 





venezolana en el municipio, especialmente para la atención y garantía de los derechos 
fundamentales en el territorio de acogida de modo que se “alivie la exclusión social y otras 
privaciones” (Hämäläinen, 2003, p. 147) y la difusión y socialización de las rutas, procesos 
y servicios de atención para los infantes y sus familias, con la finalidad de promover la 
mejora en la calidad de vida y bien-estar de este colectivo.  
Es indispensable llevar a cabo accciones para la atención de estas necesidades desde 
el conocimiento y empoderamiento de la comunidad para la transformación de su realidad, 
ya que solo siendo conscientes de esto elementos se podrán movilizar recursos y promover 
las capacidades para la puesta en marcha. Así mismo, se da la viabilidad para el desarrollo 
de la intervención socioeducativa a partir de la colaboración de la Secretaría de Salud 
Municipal y las posibilidades de realizar un abordaje en calle y en los principales 
asentamientos para la caracterización de la población; al tiempo, se brindaría las información 
y actualizaciones correspondientes para el trámite de la documentación requerida en el marco 
de la regularidad y todas aquellas convocatorias para la atención de necesidades básicas.  
Estas necesidades priorizadas son especialmente urgentes por los factores de riesgo que 
se acrecientan en la población migrante a razón de su vulnerabilidad, entendiendo que en 
pocos casos se han garantizado sus derechos universales y, a su vez, se valora la posible 
continuidad y aumento del flujo migratorio. Esta situación se da en ese plano en el que la 
crisis venezolana continue deteriorándose e imposibilite el retorno de sus connacionales, por 
lo que sería un fenómeno permanente que puede ocasionar grandes impactos, positivos y 
negativos, en la transición hacia la paz y el desarrollo inclusivo y sostenible del territorio 
colombiano (Banco Mundial, 2018).  
Adicionalmente como un efecto colateral a lo mencionado en el párrafo anterior se prevé 
la reunificación familiar, la cual depende de la obtención de una estabilidad económica, la 
regularidad del estado migratorio y la mejora en la calidad de vida y bien-estar. De modo que 
el diseño y conocimiento de la población migrante actual se presenta como una estrategia 
para vincular planes, programas y proyectos claros que logren mitigar posibles riesgos y 





normas y estrategias por parte de las autoridades locales es una necesidad que debe 
visualizarse en el marco de una migración constante.  
7. Diagnóstico final 
 
La migración de infantes y familias venezolanas en el área metropolitana del 
Departamento del Atlántico se valora como un constante paso de la precariedad a la garantía 
de derechos, especialmente desde acciones individualizadas que responden a la urgencia de 
una situación y no a la articulación, protección y atención integral como se define en las 
normativas internacionales, especialmente en los DDHH, la Convención de los Derechos de 
los niños, la Declaración de Nueva York sobre Refugiados y Migrantes y el Pacto por la 
Migración Ordenada, Regular y Segura.  
En ese sentido el gobierno nacional planteó en el año 2018 una Estrategia para la 
Atención a la Migración desde Venezuela (CONPES 3950, 2018) como apuesta a nivel 
nacional para definir orientaciones y rutas en el marco de atención de la población migrante, 
que a la fecha se ha quedo corta en cuanto al alcance planteado y la acciones que mitigen las 
vulneraciones y factores de riesgo porque se da total autonomía a las autoridades locales de 
llevar a cabo las acciones que consideren pertinentes en función de las características de sus 
territorios. En términos generales se han logrados varios avances individualizados que 
requieren de la intersectorialidad y el trabajo en red para minimizar la revictimización de los 
migrantes, muchos de estos se articulan especialmente en orientaciones para el acceso a 
educación, identificación de menores apátridas, servicio de salud por urgencias, permisos de 
permanencia y trabajo, entre otros.  
No obstante, se reconoce en dicho documento “68 acciones en un período de tres 
años, que involucran a 13 organismos entre los que están los ministerios de Salud, Educación, 
la Cancillería, el Sena y el ICBF, entre otros” (Galezzo, 2019), en los que se apuesta por una 
multisectorialidad y corresponsabilidad para la atención e intervención, pero que a la fecha 
han supuesto un cúmulo de interrogantes y vacíos que se traducen en mayores retos y desafíos 
a nivel nacional y departamental. No en vano se reconoce en este documento la finalidad de 
hacerle frente a tres grandes problemas que se han generado en el marco del fenómeno 





de amenaza y vulneración de derechos de las NNA y las familias en el proceso de migración 
y el déficit en la atención en el marco de la garantía de los derechos y la integración de la 
niñez y las familias migrantes (CONPES, 2018). 
 Estos elementos brindan información respecto a las accciones que se debe dar frente 
al fenómeno migratorio, sin embargo, es necesario tener claridad respecto a sus 
características que son cambiantes en función de las distintas oleadas que han llegado al país 
desde 1999 y que vienen condicionadas por las características principales de la población que 
migra. Así mismo, se valora el interés en que el territorio sea solo un lugar de tránsito o un 
asentamiento permanente, lo que determina acciones especializadas para cada uno de los 
casos.  
En concordancia con ello se identifica a nivel departamental y nacional una migración 
variable respecto a las tipologías de familia, por cuanto se valora la movilización de 
familiares nucleares, familias monoparentales, familias unipersonales y un solo padre o 
madre por lo que su pareja se queda a cargo de los hijos en el territorio, quienes se dirigen a 
los cascos urbanos de las principales ciudades por el desarrrollo económico que estás 
representan. Dependiente de esta tipología familiar entra en juego la condición de los NNA, 
ya que la indocumentación y regularización agravan su vulnerabilidad, encontrándose NNA 
en situación de calles, NNA separados, NNA ejerciendo mendicidad ajena, entre otras 
particularidades; al respecto, es poca la información que se tienen registrada a nivel nacional 
y municipal sobre sus edades, ubicación, requerimientos y condiciones actuales que los 
invisibiliza en el marco de inclusión social.  
En Colombia a corte de junio de 2020 se contabilizaron 1.748.716 migrantes 
venezolanos, que en relación a las edades se encuentra a nivel nacional que el 57% de las 
mujeres y el 58% de los hombres migrantes venezolanos se encuentran en el rango de los 18 
a 39 años de edad y a nivel departamental se encuentra un total de 180.522 migrantes de los 
cuales 115.915 oscilan en un rango de edades de 15 a 59 años (Migración Colombia, 2020). 
En cuanto a los a los infantes, solo se encontraron datos nacionales, siendo estos: 418.839 






A nivel educativo se encuentran algunos factores particulares, principalmente el 
hecho de que la población venezolana tiene en promedio un año más de estudio que su 
contraparte colombiana, lo que se puede traducir en una ventaja o desventaja de acuerdo a 
las condiciones actuales. Así mismo, se valora que el éxodo venezolano ha sido transversal 
a las clases sociales, aspecto articulado a las diferentes oleadas de movilización (abordadas 
en la tabla nº3) y para las cuales se dio el movimiento de las clases sociales más altas de 
Venezuela, por ende, mayores profesionales/preparación en territorio colombiano. Esta 
característica influye drásticamente en que la última ola de migrantes esta conformada por la 
población con mayores vulneraciones, de clase media y población pobre, considerándose una 
diáspora por superviviencia que supone una vulneración de base. 
Otra característica que cobra relevante importancia en la migración venezolana es el 
estado migratorio y la indocumentación, que resulta ser causa de los cobros excesivos para 
su trámite y la asuencia de emisión, renovación y actualización de pasaportes, cédulas, actas 
de nacimiento, entre otros documentos en el territorio venezolano que permita el ingreso 
ordenado, seguro y regular al país (Banco Mundial, 2018). De ese modo, ante la inminente 
necesidad de salir de Venezuela se recurren a trochas y pasos fronterizos ilegales que 
acrecientan los factores de riesgo y vulneran los derechos fundamentales de los infantes y 
sus familias.  
Es necesario precisar que la urgencia en la salida de Venezuela responde al no 
cubrimiento de las principales funciones como estado de bienestar: servicios públicos y 
satisfacción de necesidades básicas: salud, vivienda, educación, alimentación, empleo, etc., 
lo que se traduce en una expulsión involuntaria por ausencia y no garantía de los derechos 
fundamentales (Migración Colombia, 2020; Banco Mundial, 2018). En consecuencia, se 
moviliza la población a los puntos fronterizos más cercanos, como el caso de Colombia, que 
se encuentra sometida a esta situación por la hermandad y cercanía en territorio.  
En cuanto a las características laborales del proceso de migración se encuentra una 
relación directa con la urgencia y necesidad, por lo que los migrantes acceden a cualquier 
tipo de trabajo en las condiciones menos favorables por una paga inferior que permita cubrir 





informales en las que se vinculan los migrantes son: comercio, estética, construcción, 
hotelería, restaurantes, actividades comunales, sociales y personales (ACNUR y Opción 
Legal, 2018; Observatorio del Proyecto Migración Venezolana, 2018), siendo estas 
actividades las de mayor índice de informalidad a razón de no realizar cotizaciones ni aportes 
a los fondos de pensiones, salud y cajas de compensación.  
En temas de salud el estado migratorio se convierte en un factor de riesgo y protección 
para la población, por cuanto la atención primaria y secundaria se limita a los permisos 
requeridos en el país para ser afiliado al sistema de salud subsidiado, frente a ello el OCSA 
(2019) menciona que “dada la situación de irregularidad en la que se encuentran muchos 
migrantes con nacionalidad venezolana, la dificultad de obtener cobertura formal por parte 
del Sistema de Seguridad Social representa un reto para la política de atención en salud” 
(p.12) y supone una gran problemática social para brindar atención a a madres gestantes,  
infantes que llegan en condiciones de malnutrición y desnutrición, personas en condición de 
discapacidad, así como enfermedades de la piel y, especialmente, la atención de 
enfermedades de alto costo: cancer, VIH, insuficiencia renal, entre otras.  
Atendiendo a estas características del fenómeno migratorio se identifican como 
algunas causas de la misma la sobredemanda de servicios básicos, aumento del mercado 
laboral informal, asentamientos de población con alta vulnerabiliad, mayores factores de 
riesgo para las mujeres, niñas, niños y adolescentes, alto índices de mendicidad ajena, trabajo 
infantil, trata y tráfico de menores, desconocimiento respecto a los mecanismos de protección 
internacional y los casos en los que pueden aplicar y/o solicitar las atenciones requeridas, 
entre otros aspectos (Vimos, 2020; Banco Mundial, 2018, Save the Children, 2020).  
Especialmente se valoran causas directas para la población por las condiciones 
socioeconómicas en las que se encuentran, particularmente en los casos donde prima la 
irregularidad y por lo tanto pocas garantías de derechos para la mejora de la calidad de vida, 
como es el caso de la indocumentación de los NNA, la mal nutrición y desnutrición, el 
hacinamiento y la habitación de predios de alto riesgo por cedimentación que no cuentan con 
el servicio de agua, luz y alcantarillado. A su vez, se perpetuan las condiciones de pobreza y 
vulnerabilidad por cuanto no es posible acceder a las atenciones básicas que puedan brindar 





ONG´S, por lo que se da un respiro en términos del asistencialismo, pero no el transfondo de 
la realidad.  
Se reconoce a su vez como factores esenciales para su intervención la identificación 
de las características principales de la población migrante, generando una georeferenciación 
de la mismas que permita diseñar y poner en marcha planes, programas y/o proyectos 
adecuados y pertinentes a las necesidades de la población. Esas accciones deben estar 
articuladas en una corresponsabilidad por garantizar la migración ordenada y segura, así 
como los derechos humanos que les atañen en cualquier territorio y que permiten mejorar y 
transformar la realidad a fines de la integración social e inclusión en todos los aspectos, para 
gozar de los beneficios económicos, culturales, educativos y sociales que genera la migración 
en el territorio de acogida.  
Así mismo se pueden mitigar muchas de las carencias y vulnerabilidades de los 
migrantes a partir del conocimiento y orientación respecto a las rutas, acciones y estrategias 
de atención, a las cuales no acceden por desconocimiento o miedo de represalía de las 
entidades veedoras, como Migración Colombia. Para lo anterior, se requiere en primera 
instancia revisar y agotar las posibilidades existentes que favorezcan la permanencia en el 
territorio, trabajando en la obtención de los elementos requeridos para la documentación 
oficial y regularización en el país; particularmente, desde una institucionalidad articulada que 
dote de integralidad la atención del fenómeno migratorio y que fomente las alianzas de redes 
permanentes para el cubrimiento de las necesidades de todos los colectivos.  
Es importante tener en cuenta tanto las necesidades como las capacidades de la 
población migrante para apostarle a la integralidad, a la participación en el mercado laboral 
y la economía del país, así como en la interculturalidad y diversidad que supone la inclusión 
social. Para atender y proteger este colectivo es necesario formular estrategias y acciones 
pertinentes, eficaces y adecuadas que se basen en una relación socioeducativa, en la que los 






7.1. Ruta de análisis de problemáticas en contexto comunitario 
 
Tabla nº13 
Ruta de análisis de problemáticas en contexto comunitario 
 
Aspecto Describa el problema señalando los 
posibles elementos, sus relaciones y 
consecuencias en el desarrollo y calidad 
de vida 







de infantes y 
familias 
migrantes  
A partir del desarrollo de la fase 
preevaluativa y evaluativa, se encontraron 
barreras para el acceso a información 
específica de infantes y familias migrantes 
en el municipio de soledad, con lo cual fue 
necesario articular la aplicación de una 
entrevista a diferentes actores que han 
desarrollo estrategias y acciones en dicho 
territorio.  
 
En ese sentido, se visualiza esta 
problemática como un elemento 
dependiente y en cadena que se ha 
trabajado a partir de estimaciones, por lo 
tanto, las acciones realizadas no responden 
a una atención integral y no llegan a toda a 
la población.  
 
Uno de los elementos de especial 
relevancia es la necesidad de una 
articulación con la realidad del colectivo 
por cuanto se dan unas características 
particulares de vulnerabilidad, 
indocumentación y estado migratorio que 
limitan la voluntad de acceso a rutas y 
servicios. 
 
A su vez se reconoce la variabilidad del 
fenómeno migratorio en relación a si se da 
una movilidad pendular, de tránsito o 
permanente, que se sujeta a la atención de 
necesidades básicas en un territorio y 
algunas mejoras en la calidad de vida. No 
obstante, se requiere identificar los 
principales asentamientos para realizar 
una adecuada caracterización de base que 
favorezca la formulación de planes, 
 -Indocumentación para el ingreso 
regular al país, sujeta a la 
imposibilidad de actualizar, emitir y 
obtener copias de los documentos 
oficiales en territorio venezolano. 
 
-Temores respecto a la expulsión por 
el estado migratorio, por cuanto se 
considera que al no tener la 
documentación en regla serán 
sacados del país y se desconoce las 
condiciones particulares para que 
suceda este hecho. 
 
-Trabajo individualizado y como 
respuesta a urgencias puntuales por 
parte de los corresponsables en la 
protección y atención integral. 
 
-Desinformación y desconocimiento 
de los derechos fundamentales y la 
prevalencia del interés superior del 
niño. 
 
-Condiciones socioeconómicas que 
imposibilitan la actualización de 







programas y proyectos adecuados y 
pertinentes.  
 
 Se debe comprender que la ausencia de 
información específica sobre las 
características de la población migrante 
agrava la vulnerabilidad de los NNA y sus 
familias, por lo que los factores de riesgo 
empiezan aumentar y se llega a una total 
vulneración. Así mismo, el 
reconocimiento de los beneficios que 
supone la migración para los territorios de 
acogida, supondría un punto de partida 
para la promoción de una atención 
oportuna en pro de la inclusión social y la 
repercusión de beneficios a largo plazo 
para la comunidad soledeña.  
Desconocimiento 
de las rutas de 
atención y 
servicios para la 
protección 
integral  
Esta problemática se vivencia no solo en la 
población migrante venezolana sino en las 
autoridades locales, funcionarios y 
personas que llevan cabo servicios y 
atenciones a las comunidades. De modo 
que se limita el acceso a información clara 
y oportuna para la garantía de los derechos 
fundamentales, al tiempo que se ponen en 
marcha diferentes acciones desencadenas 
que atiende un único elemento y dejan de 
lado otros factores a intervenir.  
 
En el caso de la población migrante varía 
de acuerdo al ingreso al territorio, por 
cuanto el acceso desde los puntos 
migratorios oficiales supone una 
contextualización de los servicios y 
atenciones por parte de las ONG´S. Sin 
embargo, en el caso del acceso irregular se 
presentan múltiples estafas, 
desinformación y abusos que propician los 
factores de riesgo y motivan la 
irregularidad como un estado concordante 
con las condiciones en las que se llega al 
territorio. 
 
Adicionalmente, las condiciones 
socioeconómicas de la población limitan 
la búsqueda de las posibles ayudas y 
centros de orientaciones a las cuales 
-Ingreso regular o irregular al país, 
que determina las orientaciones 
básicas y una leve caraterización de 
acuerdo al territorio de destino  
 
-Desconocimiento de la protección y 
atención integral de las que son 
garantes en el marco de una 
migración ordenada y segura. 
 
-Temores a represalias o acciones 
correctivas por las condiciones de 
salud, educación e identificación de 
los menores.  
 
-Características socioeconómicas que 
limitan el acceso a redes sociales, 
fuentes de información, portales web, 
entre otros.  
 
-Información errónea, de poca 
calidad y sin verificar que determina 
el proceder respecto a las condiciones 






pueden acceder para un adecuado 
asentamiento en el municipio. Por lo que 
las experiencias previas de otros 
connacionales que han llegado hace un 
tiempo, son las bases para desenvolverse 
en el país.  
 
En este marco el desconocimiento afecta 
directamente el desarrollo integral de los 
NNA, perpetua los factores de riesgo, se 
acrecientan las vulnerabilidades y se opta 
por vincular a los menores en el día a día 
para la obtención de mayores ingresos. Así 
mismo, se imposibilita el acceso a todos lo 
niveles educativos y paulatinamente se 
encuentran mayores manos de obra para el 
desarrollo de labores informales.  
 
Consecuentemente, el trabajo segregado 
de las autoridades locales, 
departamentales y nacionales promueve 
las confusiones respecto a cómo proceder 
y qué hacer en condiciones particulares, 
por consiguiente, la puesta en marcha de 
acciones que no cobijan al núcleo familiar 
sino a uno de sus integrantes, aumenta los 
riesgos de que cada uno de ellos se quede 
atrás por no existir una unificación de 
aspectos que tomen como base la 
constitución familiar.  
-Acceso a los servicios básicos solo 
en el caso de urgencias y acciones de 
extrema complejidad.  
 








8. Diseño de las alternativas de intervención socioeducativa 
 
 
A partir del análisis de la realidad, la identificación de caracerísticas generales de la 
población y el desarrollo el diagnóstico socioeducativo, evidenciado en sus fases 
preevaluativa, evaluativa y postevaluativa, se logro compilar información clara respecto a 
esas necesidades (normativas, relativas, expresadas y percibidas) y capacidades de la 
población participante, así como la respuesta que se ha dado desde las autoridades locales 
para su acogida y garantía de derechos fundamentales. Tomando este escenario inicial se 
presentan a continuación el diseño de las alternativas de intervención socioeducativa como 
acciones que surgen de la priorización de las necesidades diferenciadas en la fase 
postevaluativa que se definieron en el apartado anterior y cuya selección responde 
especialmente a los criterios de urgencia, relevancia y pertinencia de las mismas.  
De ese modo, el presente diseño responde a la necesidad de caracterización de la 
población migrante venezolana en el municipio, especialmente para la atención y garantía de 
los derechos fundamentales en el territorio de acogida de modo que se “alivie la exclusión 
social y otras privaciones” (Hämäläinen, 2003, p. 147) y la necesidad de difusión y 
socialización de las rutas, procesos y servicios de atención para los infantes y sus familias, 
con la finalidad de promover la mejora en la calidad de vida y bien-estar de este colectivo.  
En consonancia con lo anterior, cabe resaltar que el presente trabajo en su totalidad busca 
garantizar la protección y atención integral de los migrantes venezolanos asentados en el 
municipio de Soledad (Atlántico) en condición de alta vulnerabilidad así como su infantes y 
familias, a partir de la identificación de las características, necesidades y capacidades del 
colectivo y el acompañamiento e intervención con enfoque diferencial, de desarrollo 
humano, de ciclo de vida, de derechos y de sostenibilidad.  
Previamente al diseño de esta intervención se realizó una acción de corte asistencial 
como respuesta a la urgencia que suscitó la declaración de pandemia del Coronavirus 
COVID-19 para el colectivo de migrantes en situación de alta vulnerabilidad, puesto que se 
limitaron las opciones para el desarrollo de actividades laborales y se agravaron los factores 





bioseguridad que permitieron un primer acercamiento a la comunidad y las acciones que 
competen a la caracterización de la población y difusión de proceso y rutas.  
De esta forma, se presenta el diseño de las alternativas de intervención 
socioeducativa:  
Tabla nº14. 
Diseño de propuesta de intervención 
 
Propuesta de intervención del proyecto: 
Movilización humana, de la precariedad a la garantía de derechos. Caracterización, atención y 
protección integral a infantes y familias migrantes venezolanas del municipio de Soledad (Atlántico) 
en el marco del proyecto “Corona Esperanza”. 
 
Necesidad a intervenir  *Necesidad de caracterización de la población migrante venezolana en el 
municipio 
 
*Necesidad de difusión y socialización de las rutas, procesos y servicios de 




- Conocer los principales asentamientos de migrantes venezolanos en el 
municipio de Soledad (Atlántico) para la sistematización y consolidación de los 
datos. 
 
- Identificar las principales características del colectivo de migrantes venezolanos 
a partir de la aplicación de instrumentos especializados para la definición de 
necesidades y capacidades   
 
-Generar espacios de encuentros con el colectivo de migrantes para la 
socialización de las rutas, procesos y servicios de atención en el municipio que 
se han adaptado en el marco del COVID-19. 
 
-Acompañar a la población participante en el acceso a las diferentes rutas de 
atención a las entidades públicas, organizaciones del estado civil, ONG’s, 
comunidad en general y agentes vinculados para la protección y atención integral 




*Número de familias migrantes asentadas en el municipio de Soledad (Atlántico) 
que son caracterizadas a través de los instrumentos. 
 
*Registro de principales asentamientos de migrantes venezolanos para 
socialización con autoridades locales, redes de apoyo, ONG´s y demás 






*Grado de participación del colectivo de migrantes para la atención de principales 
necesidades u orientaciones de acciones o procesos, así como de entidades de 
apoyo para la orientación. 
 
*Conocimiento de los diferentes procesos para el acceso a atenciones, acciones y 
ayudas del Estado para el colectivo de migrantes y sus familias en situación de 
vulnerabilidad, riesgo y/o dificultad social.  
Definición conceptual 
de la actividad 
En el marco de acción de la intervención socioeducativa es un factor fundamental 
el conocimiento de las características principales de la población participante 
como un punto importante de partida, especialmente orientado a la integración 
social que solo será posible si “se logra garantizar la identificación de los 
migrantes y su regularización permanente” (p.7) y concuerda con lo manifestado 
por el actual director de Migración Colombia, Juan Francisco Espinosa (2020) 
por cuanto enfatiza que es importante conocer a la población migrante para hacer 
realidad el proceso de inclusión y articulación con la vidad productiva, todo desde 
una caracterización rigurosa.  
A su vez, dicho conocimiento permite diseñar acciones y estrategias que se 
destaquen por la eficacia y, sobre todo, la pertinencia de acuerdo a las 
características de los individuos y colectivos; como bien lo menciona Úcar 
(2018b), en la PS/ES su objeto de estudio es la “actuación con sujetos, sean 
individuales o colectivos, que habitan en contextos socioculturales de alta 
complejidad, sufran o no problemas derivados de dicha complejidad” (p. 57), por 
lo que partir de sus realidades, visiones y formas de ver la vida permiten llegar 
puntualmente a sus necesidades, potenciar sus capaciddes y promover la 
integración social con la participación de las comunidades de acogida. 
En ese sentido, partir de la realidad de la población participante conlleva el 
retomar los objetivos establecidos para cada ámbito: situaciones difíciles y 
problemáticas sociales específicas frente a la atención de dificultades para la 
inclusión y normalización; por cuanto las acciones llevadas a cabo se valorarán 
desde su eficiacia respecto a la situación inicial con la actual, así como los 
modelos y tipos de estrategias de intervención que determinen una adecuada 
respuesta y acompañamiento. Así mismo, debe consolidarse su desarrollo por 
agentes cualificados quienes se articulan a la interdisciplinariedad y trabajo en 
red en el marco de planificación, ejecución y evaluación de acciones, por ello la 
relación con el colectivo o individuos debe basarse en la estimulación de procesos 
de concientización, toma de decisiones y capacidad de gestionar recursos.  
En concordancia con lo anterior, vale destacar que desde el campo de acción de 
la Animación Sociocultural se reconoce un ámbito articulado al colectivo de 
migrantes la animación de colectivos marginados, este busca recuperar la 
dignidad humana a partir de la participación de los mismos en proyectos e 
iniciativas que promuevan su inclusión social desde la concientización de su 
realidad y la búsqueda de la mejora para una calidad de vida. Así mismo, esta 
propuesta responde a los principales intereses de la Educación Social 
Especializada por cuanto se orienta a la atención, acompañamiento e intervención 
con colectivos e individuos migrantes en riesgo de exclusión social a razón de 





conflicto social para incorporarse a la comunidad “normalizada”, convivir con 
los demás y desplegar su identidad (Pérez Serrano, 2005; Gómez, 2003; Núñez y 
Úcar, 2010). 
 
Metodología * Cada uno de los momentos de la presente propuesta se desarrollará en fases, así 
mismo predomina el contacto uno a uno o a través de mensajería instantánea por 
WhatsApp o llamadas, atendiendo a que no pueden darse aglomeraciones de 
personas, de conformidad con las disposiciones y protocolos establecidos por el 
Ministerio de Salud y Protección Social (Decreto 1168 de 2020, Artículo 5). 
 
* Es fundamental la prevalencia de intersectorialidad y trabajo en red de varios 
profesionales que permita apoyar cada una de las atenciones y procesos 
específicos. 
 
*Se define el desarrollo de la propuesta a partir de un conjunto de fases 
articuladas entre sí, especialmente desde la caracterización. 
 
Fase I. Detección y caracterización en calle 
 
A partir del rastreo, desplazamiento y revisión de puntos de asentamientos, zonas 
de los municipios con mayor afluencia laboral, centros de salud, hospitales, 
plazas, entre otros entornos en los que existan indicios de población migrante, se 
realizará la caracterización de la población migrantes para la cual se hará uso de 
una encuesta denominada  “Identificación y Registro del Migrante Venezolano - 
IRMV”, detallado en el anexo nº1, en la que se valorarán aspectos vinculados a 
características personales, algunos de ellos serán:  
 
- Datos básicos: nombres y apellidos, edad, dirección de residencia 
- Documento de identificación del país de origen, 
- Tipo de ingreso (Regular, irregular en proceso e irregular), 
- Identificación de estructura familiar (niños, niñas, adolescentes), 
- Identificación de redes familiares de apoyo en Colombia, 
- Acceso a algunos de los servicios establecidos para la población 
migrante (Protección social y/o jurídica, salud, educación, familiar, 
entre otros).  
- Entre otros.  
Estos aspectos serán complementados con la aplicación de una entrevista 
telefónica (Anexo nº2) a los participantes de la encuesta, especialmente para tener 
una claridad respecto a la orientación y posterior atención respecto a los procesos 
que se requieran. 
Así mismo, es importante contar con el apoyo de un equipo y red interdisciplinar 
de profesionales vinculados a la Asociación Colombiana de Pedagogía Social y 
Educación Social: psicólogos, educadores, trabajadores sociales, sociólogos, que 
puedan apoyar la aplicación de ambos instrumentos y la detección en los 





En este ejercicio de acercamiento se propone la creación y/o articulación con 
entidades, organizaciones del estado civil, administraciones, entre otros, para el 
establecimiento de un Centro de Atención Prioritario al Migrante (CAPAM), 
dentro del cual se puedan encontrar entornos protectores para la acogida y 
atención de las infancias migrantes, así como diferentes profesionales y expertos 
de ONG´s que brinden orientaciones y pueden derivar acciones de acuerdo a los 
diferentes procesos requeridos.  
 
Fase II. Tránsito a la orientación y protección  
A partir de los datos obtenidos en la encuesta y en la entrevista se inicia el tránsito 
a la orientación y protección por medio del CAPAM, en donde se activan las 
diferentes rutas de atención con el acompañamiento del equipo interdisciplinar 
que brindará la información inicial y referenciación a la red de servicios, todo 
ello en articulación con las entidades, organizaciones de la sociedad civil y 
ONG´s vinculadas a los diferentes procesos.  
En el CAPAM tendrán a disposición la red de servicios sociales público-privada, 
que opera en la ciudad haciendo énfasis en la socialización, activación y 
acompañamiento de las rutas de atención para iniciar el proceso de regularización 
de su estatus migratorio, o acceder a los servicios requeridos.  
De acuerdo a los casos y procesos necesarios, identificados en la detección y 
orientación en calle, se activa la Ruta Integral de Atención y seguidamente las 
distintas rutas vinculadas a los entornos: educación, hogar/familias, espacio 
público/comunidad y salud (anexo nº3). Así mismo, se validan procesos 
específicos tales como:  
- Regularización migratoria y protección internacional  
- Registro civil, nacionalidad y naturalización  
- Protección social (Salud, SISBEN, Proceso Administrativo de 
Restablecimiento de Derechos - PARD) 
- Educación y formación para el empleo 
- Protección para el acceso a derechos fundamentales  
Para la definición y selección de la atención especializada, un trabajador social 
del equipo compara la información inicial de la lista de los instruentos aplicados 
con los estructurantes de la Ruta Integral de Atención, a través de un “Mapeo de 
Atenciones para Activación de Rutas - MAAR” (Anexo nº4), con el cual se 
realiza un cruce de información y se deriva al personal encargado para el inicio 
del proceso correspondiente.  
Cabe resaltar que se valora a razón del Covid-19 la realización de estas 
orientaciones a través de perifoneos, llamadas telefónicas, contactos por 





específicos y necesidades que correspondan y en el caso de que el CAPAM se 
encuentre activo se realizarían por citas y algunos turnos de urgencias. No 
obstante, otro aspecto esencial es la difusión de dichas rutas, acciones y procesos 
que no están llegando al colectivo de migrantes por diferentes condiciones como 
dificultades para acceso internet y teléfonos, por lo que las visitas casa a casa en 
los diferentes asentamientos es una de las acciones eficaces y pertinentes.  
 
 
Fase III. Implementación de las rutas y acompañamiento socioeducativo 
 
A partir de los datos obtenidos en el MAAR se realizará derivación a los 
profesionales vinculados a las rutas de: educación, salud, protección social y 
jurídica, familiar y de acceso a derechos fundamentales. Los profesionales 
competentes estarán disponibles para apoyar e iniciar la activación de los 
procesos inherentes a cada ruta y a las particularidades y necesidades de la 
población.  Lo que supone la gestión directa con las diferentes entidades 
territoriales, organizaciones de la sociedad civil y administraciones para el 
restablecimiento de derechos requeridos y las diferentes rutas y atenciones a 
infantes y sus familias (Anexo nº5), especialmente:  
 
1.Ruta de protección social/protección jurídica 
1.1. Atención para emisión de registro civil extranjero – extemporáneo 
1.2. Atenciones vinculadas al registro civil de nacimiento de NN de padres 
extranjeros 
1.3. Atenciones vinculadas a la ruta de protección para toda la población 
1.4. Atenciones y servicios ofrecidos a familias, infancias y adolescencias 
posterior al proceso de registro y permisos otorgados 
2.Ruta de atención integral en salud  
3.Atención/servicios ofrecidos en salud para las familias, infancias y 
adolescencias 
4.Ruta y acompañamiento familiar  
5.Ruta y acompañamiento en educación 
 
Así mismo, se socializará y entregarán las “Orientaciones para la Atención 
Integral de Niños, Niñas y Adolescentes Migrantes. Cartilla dirigida a agentes 
del Sistema Nacional de Bienestar Familiar” (anexo nº 6) como una construcción 
colectiva del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, USAID del Pueblo de 
los Estados Unidos de América, ACDI VOCA.  
 
En cuanto a los adultos y familias se plantean acciones orientadoras sobre los 
principales derechos y rutas para atenciones en: educación, salud, vivienda y 
trabajo, para lo cual se aplicarán algunas rutas y se compartirá el documento 
“Cartilla práctica e informativa: El acceso a los derechos de los migrantes en 
Colombia” (Anexo nº7), construido por la Fundación Panamericana para el 
Desarrollo y la Oficina de Población, Refugiados y Migración del Departamento 
de Estado de los Estados Unidos (s.f.).  
 
Así mismo, se crea la estrategia de cualificación y vinculación laboral: 
“Formándonos por la familia y niñez migrante venezolana”, en la que a través 
de talleres, capacitaciones y articulación con entidades de educación superior 





pintura, tapiceria, entre otros; cursen programas técnicos y puedan certificarse 
por competencias laborales o por oficios adquiridos en otros países. Es así como 
dichas oportunidades representan una opción laboral formal, mejorar la 
probabilidad de enganche laboral y contribuir así a su inserción exitosa en el 
mercado laboral colombiano, a su vez, proveer los ingresos que requieren para el 
sostenimiento de los miembros a cargo.  
 
En esta cualificación primará la articulación con empresas del sector privado y 
público para las prácticas y vinculación laboral futura, con lo cual es fundamental 
incoporar en la misma entidad concerniente con la regulación de la condición 
migratoria en el país (en los casos en los que se requiera), de modo que logré 
tramitarse los Permisos Especial de Permanencia para el Fomento de la 
Formalización- (PEPFF).  
  
No obstante, esta alternativa supone un ejercicio complejo de intervención de 
diferentes instituciones, que en su haber promuevan el desarrollo humano y desde 
allí consideren necesario apoyar la estabilidad de la familia como grupo social 
para lograr los objetivos propuestos. Adicionalmente, se incluiría en este ejercicio 
un grupo de actividades orientadas a las pautas de crianza, el dialogo familiar, 
resolución de conflictos, rutas de atención, entre otros elementos que favorezcan 
el entorno familiar como un escenario de protección de los niños y niñas.  
 
Adicionalmente, se plantea la entrega de algunos mercados con alimentos no 
perecederos, implementos de aseo y bioseguridad que ayuden a mitigar la 
situción de alta vulnerabilidad miesntras inician los diferentes procesos en cada 
una de las rutas.  
 
Fase IV. Integración social  
 
A partir de las vinculaciones de adultos y adultos mayores se plantea el desarrollo 
de una feria denominada “De los Panas para Barranquilla” en la que el colectivo 
de migrantes participaría presentando algunos de los productos que se han 
consolidad a partir de la participación en las diferentes acciones, procesos y 
estrategias, y a su vez, puedan compartir con la comunidad de acogida comidas 
típicas, algunas artesanías y demás elementos de cáracter cultural que hacen parte 
de sus experiencias de vida. 
 
Cronograma Para la realización total de esta propuesta, en un marco de pilotaje, se valora un 
año desde el inicio del contacto con los primeros asentamientos, especialmente 
por el sondeo, búsqueda, detección y orientación de calle que supone el ejercicio 
de identificar a la mayoría de la población migrante, o al menos una cifra 
considerable para construir una caracterización pertinente que de paso a las 
acciones sobre orientación y protección. 
 
En ese sentido, se consideran los siguientes tiempos:  
 
Fase I. Detección y caracterización en calle: 3 meses 
Fase II. Tránsito a la orientación y protección: 3 meses  







Fase IV. Integración social: 2 meses 
 
No obstante, aunque se determinen estos tiempos para el desarrollo de la 
propuesta podría representarse como un proceso cíclico a razón de la 
participación paulatina del colectivo de migrantes.  
 
 
Recursos Infraestructurales: Espacio físico para la instalación del CAPAM, plaza o 
espacio abierto para el desarrollo de la Feria “De los Panas para Barranquilla”. 
Equipamiento: Grabadoras, computadores, sillas, cámaras fotográficas, video 
beam, memorias USB, mesas, impresoras, sistema de audio, teléfonos celulares, 
proyectores.  
Fungibles: Encuestas impresas, material de uso informativo sobre rutas, carpetas 
para registro de documentaciones, banners, pendones, lapiceros, archivos de 
sistematización sobre información de caracterización y registro de ayudas, 
Cartillas impresas de “Orientaciones para la Atención Integral de Niños, Niñas y 
Adolescentes Migrantes”. 
 
Agentes Educadores sociales, psicólogos, trabajadores sociales, asistentes humanitarios, 
antropólogos, juristas, terapeutas, sociólogos, pedagogos infantiles, agentes de 
organizaciones y sociedad civil.  
 
Personas destinatarias Las personas destinarias para el desarrollo de la presente propuesta es el colectivo 
de migrantes venezolanos asentados en el municipio de Soledad (Atlántico), a la 
fecha se cuenta con el registro de 30.000 personas aproximadamente, frente a lo 





A partir de la descripción de las diferentes acciones evidenciadas en este diseño, 
los mecanismos e instrumentos de evaluación responden principalmente a la 
sistematización de la información obtenida en cada una de las fases, de modo que, 
la consecución de cada una permite visibilizar el cumplimiento de los objetivos 
e indicadores propuestos.  
 
En ese sentido se valora especialmente:  
 
-Sistematización de entrevistas y encuentas de caracterización  
-Formatos de registros y vinculaciones. 
-Registro documental de los procesos iniciados e informes de acompañamiento. 
-Listas de chequeos sobre cumplimiento de procesos, rutas y orientaciones. 
-Registro fotográfico, videos y grabaciones de audio resultado del contacto 
inicial y acompañamiento.  
-Sistematización de infantes y familias beneficiarias de las orientaciones, 
acciones y entregas de ayudas que correspondan. 
-Evidencias de la feria “De las panas para Barranquilla”. 
-Difusión de las procesos, acciones y resultados de la presente propuesta en la 
página web de CAPAM y Secretaría de Salud Municipal de Soledad.  
-Evaluación de efecto e impacto de los procesos gestionados en el CAPAM para 
validar las acciones llevadas a cabo por los profesionales, así como, las 
articulaciones con las entidades, organizaciones de la sociedad civil, ONG´s y 
administraciones para el cumplimiento de los derechos y habilitación de las 









El presupuesto para los recursos fungibles, infraestructurales y de equipamiento 
rondan un valor aproximado por familia de $20.000.000 de pesos, estando sujeta 
a algunos elementos que puedan ser modificados, este dato se calcula con 
estimaciones de compra, donación o suministro de algunos elementos por 
diferentes agentes vinculados a su desarrollo. 
 
Por su parte, la financiación principalmente debería surgir de la autoridad local o 
departamental para como articulación a los diseños de los diferentes programas 
y planes, así mismo, se podría materializar articulación con las ONGs, academias 
y organizaciones sociales y algunas donaciones de la comunidad, por lo que se 
sugiere partir del trabajo en red desde el inicio de la propuesta.  
 
 
Fuente: Elaboración propia.  
 
 Se prevé que la puesta en marcha de estas acciones favorezca la atención de 
necesidades y promueva las capacidades del colectivo de migrantes, especialmente por 
orientarse desde un trabajo en red con los diferentes actores a quienes corresponden la 
garantía de los derechos fundamentales de la población y el cumplimiento de los acuerdos y 







9. Conclusiones y recomendaciones 
 
A partir de la construcción, revisión y análisis de la información teórica y práctica que ha 
sido recopilada a lo largo del presente trabajo, particularmente orientado a la carencia y 
garantía de derechos para la protección y atención integral de migrantes venezolanos 
asentados en el municipio de Soledad (Atlántico), se presenta a continuación las conclusiones 
y recomendaciones que permiten orientar respecto al fenómeno migratorio y sus posibles 
acciones y estrategias para su inclusión social. Dichos elementos se encuentran organizados 
en función de los rasgos caracterológicos, factores de riesgo, factores de protección y aportes 
de la pedagogía social especializada en Colombia, revisando en primera instancia las 
conclusiones:  
 
9.1. Rasgos caractereológicos:  
 
- Respecto a las principales características de la población migrrante, se puede concluir 
que a la fecha se registra la presencia de 1.748.716 venezolanos en todo el territorio 
colombiano a corte de junio de 2020 (Migración Colombia, 2020), de los cuales el 
43,6% se encuentra en estado migratorio regular y un 56,4% en estado irregular. De 
la totalidad de la población el 57% de las mujeres, 492.168, y el 58% de los hombres 
migrantes venezolanos, 521.477, se encuentran en una edad productiva, por cuanto el 
rango de edades de estos grupos oscila entre los 18 y 39 años (Alto Comisionado de 
Naciones Unidas para los Refugiados y Corporación Legal, 2017) y, en cuanto a los 
infantes entre 0 y 17 años de edad se identifica un 24% de niñas y 24% de niños, 
respectivamente, para un total de 210.472 infantes de sexo femenino y 208.367 de 
sexo masculino. En estas últimas cifras se prenden alarmas sobre vulneraciones a 
razón de género y mayores riesgos de ser víctimas de trata de personas, abuso sexual, 
prostitución infantil, entre otros.  
 
- En cuanto a la información departamental, se reportan a fecha de enero de 2020 la 
cifra de 180.522 migrantes en el departamento de los cuales 115.915 se encuentran 
en un rango de edades de 15 a 59 años (Observatorio del Proyecto Migración 





productividad del colectivo y la alta dependencia a mercados informales a razón de 
las diferentes situaciones que impiden su estado de regularidad en el país (Migración 
Colombia, 2020). Respecto a la información familiar, no fue posible encontrar datos 
claros y precisos sobre la composición familiar, sin embargo, se identificaron en 
alguno documentos de estudio  que estos grupos familiares no están tradicionalmente 
compuestos (Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Refugiados y 
Corporación Legal, 2017) y que “los tipos de familias que ingresan no son completas, 
por lo general son madres o padres solos y uno de ellos se queda a cargo de los hijos 
en el territorio” (K. Manotas, entrevista, octubre 7 de 2020). 
 
- Entendiendo que el fenómeno migratorio se está dando desde olas de movilización, 
se identifica en la última ola, desde el 2015 a la fecha, una diáspora de sobrevivencia, 
de clase media y población pobre y vulnerable. Por lo que la población que ha entrado 
en los últimos años podría no estar preparada para la inserción laboral, orientando sus 
actividades económicas a la mendicidad, trabajo informal, entre otros. Sin embargo, 
respecto a las primeras olas que llegaron al país, entre 1999 y 2014, se identifican 
estudios de mayor nivel (27 % son profesionales o tienen posgrado), mientras que 
entre últimas solo el 15 % y 18 %, respectivamente, contaban con un título de nivel 
superior” (Observatorio del Proyecto Migración Venezuela, 2018, p.9). En ese mismo 
aspecto, se encuentran dificultades para l acceso a educación preescolar, básica 




- Sobre el servicio de salud, se encuentran dificultades articuladas al estado de 
irregularidad e indocumentación que limita el acceso a la atención secundaria en el 
sistema, sin embargo, se da apertura a la atención primaria en el caso de emergencias. 
No obstante, esta situación se vuelve más complicada por cuanto hay una 
predominancia de infantes que llegan en condiciones de malnutrición y desnutrición, 
personas en condición de discapacidad, así como enfermedades de la piel y, 
especialmente, la atención de enfermedades de alto costo: cancer, VIH, insuficiencia 






- En cuanto a la información laboral y social, se concluye en la primera vinculaciones 
al comercio, estética, construcción, hotelería, restaurantes, actividades comunales, 
sociales y personales son algunas de las principales actividades informales en las que 
se vinculan los migrantes son: (ACNUR y Opción Legal, 2018; Observatorio del 
Proyecto Migración Venezolana, 2018), siendo estas actividades las de mayor índice 
de informalidad a razón de no realizar cotizaciones ni aportes a los fondos de 
pensiones, salud y cajas de compensación. Por su parte, en lo social se reconocen 
dificultdes que agravan su vulnerabilidad, como es el hacinamiento y la vivienda 
compartida con otros grupos familiares, situaciones que suelen darse a razón de 
compartir gastos para arrendar una cuarto, apartamento o casa por noches o cantidad 
de personas; adicionalmente, se prescriben las dificultades que ya traigan consigo del 
territorio venezolano e influyeron en su movilización.  
 
Así mismo, debe reconocerse que la mayoría de la población migrante se encuentra 
en una edad óptima para la actividad laboral y la vida económica del país, por cuanto 
sus edades oscilan entre los 18 y 39 años (Alto Comisionado de Naciones Unidas para 
los Refugiados y Corporación Legal, 2017), siendo una etapa favorable para la 
cualificación y profesionalismo de los mismos y su incorporación en medianas y 
grandes empresas, lo que disminuiría considerablemente la informalidad, mendicidad 
y trata de personas tanto de los adulto como de infantes y jóvenes.  
 
- Respecto a las necesidades principales del colectivo, se identifican la caracterización 
de la población migrante venezolana en el municipio y la difusión y socialización de 
las rutas, procesos y servicios de atención para los infantes y sus familias, que se han 
sido priorizadas a partir de la valoración de diferentes fuentes y el acercamiento desde 
la visión de expertos, trabajadores humanitarios, ONG´s y fundaciones que llevan a 
cabo acciones con la población migrante venezolana y quienes recojen y transmiten 
sus voces y sentires. En ese sentido, cabe recordar el compromiso de atención y 
garantía de los derechos fundamentales en el territorio de acogida y la mejora en la 





cualquiera de los territorios de acogida a nivel internacional y que son enmarcados en 
distintas normativas para su obligatorio cumplimiento.  
 
9.2. Factores de riesgo y de protección:  
 
- Los principales factores de riesgo con los cuales cuentan el colectivo de migrantes 
venezolanos corresponden a aspectos contextuales, familiares, personales, 
educativos, etc., que incrementan la probabilidad de desarrollar situaciones de 
dificultad, vulnerabilidad y/o de conflicto, siendo especialmente identificados en la 
población participante: la situación socioeconómica, no vinculación a sistemas de 
salud y seguridad social, ciclo de vida (edad de los infantes – con mayor riesgo en 
primera infancia y adolescencia), problemas de integración e inclusión social, 
indocumentación y la situación laboral, particularmente orientada al desempleo, 
subempleo, informalidad, mendicidad, entre otros.  
 
- Así mismo, se identifican factores de protección que permiten movilizar la 
participación, atención y acceso a servicios y necesidades básicas, tales como: edad 
de los padres (etapa productiva, con rango de edades entre los 18 y 39), estructura 
familiar y acompañamiento de menores, preocupación por la protección integral y 
supervisión cercana, apoyo de redes sociales y familiares, estilo de afrontamiento 
flexible y concepto de sí mismo o sí misma positiva.  
 
9.3. Aportes de la pedagogía social especializada con migrantes: 
 
- Teniendo en cuenta que es en la intervención donde se vinculan y materizalizan 
diferentes acciones y estrategias eficaces y pertinentes de forma individual o colectiva 
para mejorar su calidad de vida, tomando como eje central la comprensión e 
interpretación de la acción en concordancia con la realidad del colectivo que 
acompaña, por lo que la selección de metodologías y estrategias eficaces y pertinentes 
debe ser el principal interés. De ese modo, con el colectivo de migrantes debe gestarse 





al entorno familiar y comunitario, especialmente por las características, factores de 
riesgo y de protección que son mayoritariamente comunes para la población: como 
es el caso de la propuesta diseñada en la que no solo se atención y acompañamiento 
a los adultos, sino que se vinculan a los infantes en un marco de entornos protectores.  
 
- Históricamente se ha vinculado los migrantes al grupo de “los marginados y 
excluídos” por lo que se identifican como un colectivo prioritario en el campo de 
acción de la Educación Social Especializada (ESE), particularmente por trabajar con 
individuos y/o colectivos en situación de vulnerabilidad, dificultad, riesgo o 
inadaptación social, quienes presentan necesidades específicas que afectan 
negativamente su socialización y la articulación con la comunidad. 
 
En ese orden de ideas se identifica como foco de actuación de la ESE, la dinamización 
de las condiciones de la vida social y, especialmente en las alternativas educativas en 
situaciones en las que se plantean problemas sociales específicos como los 
presentados por el grupo de migrantes. Por lo tanto, se concibe una Educación Social 
Especializada con población Migrante como un campo de acción orientado a la 
atención, acompañamiento e intervención con colectivos e individuos migrantes en 
riesgo de exclusión social a razón de sus factores sociales, económicos, culturales, 
etc., que presentan dificultad y conflicto social para incorporarse a la comunidad 
“normalizada”, convivir con los demás y desplegar su identidad. Adicionalmente, 
aporta orientaciones para una prevención secundaria y terceria de las vulneraciones 
que sufre la población migrante, por cuanto su cáracter de especializada favorece el 
reconocimiento de las particularidades indiviuales y colectivos como partida para la 
participación, vinculación, acompañamiento y transformación.  
 
Sin embargo, cabe resaltar que no solo tiene cabida con esta población la ESE, puesto 
que confluyen en ese ámbito de lo comunitario y social, en primera instancia, la 
Animación Sociocultural (ASC), como un campo que permea los distintos ámbitos 
por movilizar la participación desde lo invidual a la comunitario, siendo una acción - 





Comunitaria en ese escenario de promoción de actitudes participativas para el 
desarrollo social y cultural, que son gestadas por profesionales en el marco de la 
relación socioeducativa.  
 
- Se concluye que toda intervención que se realice con, por, desde y para el colectivo 
de migrantes debe basarse y orientar su acción desde el enfoque de derechos, 
diferencial, de ciclo de vida, de desarrollo humano y de sostenibilidad, particularmente 
por el cáracter de garante de derechos fundamentales universales, irrenunciables y 
prevalentes con los que cuenta la población en todos los territorios, en pro de su 
desarrollo humano dado por el goce de sus DDHH y la diferenciación, para acciones y 
estrategias adecuadas a sus características principales a razón de su condición como 
migrantes y la movilización involuntaria por ausencia de condiciones económicas, 
políticas y sociales que garanticen su calidad de vida.  
 
No en vano se prepondera por la igualdad de oportunidades y la equidad en la atención 
de las principales necesidades, que deben responder a condiciones determinantes 
como la presencia de infantes (como sujetos de derechos) y la prevalencia de su 
interés superior, así como la satisfacción de las necesidades de jóvenes, adolescentes, 
adultos y adultos mayores en función del desarrollo sotenible, con las condiciones 
actuales y recursos existentes en el territorio de acogida pero con el prevaleciente 
apoyo de la comunidad internacionales y las ONG`s especializadas en dicho coletivo.  
 
- Aunque no se contaba con una caracterización oficial y detallada de los migrantes 
asentados en el municipio de Soledad, se logró realizar una análisis y diagnóstico 
grosso modo a nivel nacional que favorece la identificación de necesidades y la 
priroización de las mismas, en ese sentido se alcanza el objetivo propuesto respecto 
a  la identificación de las características, necesidades y capacidades del colectivo y, 
en un segundo marco, diseñar el acompañamiento e intervención con enfoque 
diferencial, de desarrollo humano, de ciclo de vida, de derechos y de sostenibilidad 





asentados en el municipio de Soledad (Atlántico), como se evidencia en el diseño de 
la propuesta.  
 
- La constitución de redes académicas e investigativas, como ASOCOPESES, favorece 
el acercamiento a las comunidad y poblaciones participanes bajo un diálogo 
bidireccional constituIdo desde las relaciones socieducativas de los educadores 
sociales y la comunidad. No obstantes, se cuenta con su respaldo y las orientaciones 
desde diveras disciplinas que pueden facilitar su junta directiva y asociados, como 
expertos internacionales que se articulan bajo la alianza académica con la Sociedad 
Iberoamericana de Pedagogía Social (SIPS) y sus acciones dan soporte a la Pedagogía 
Social Especializada con migrantes en esa valoración de aumento del fenómeno y la 
eminente necesidad de ser atendido e intervenido integralmente.  
 
 En segunda instancia se valoran las principales recomendaciones a parir de la 
información recopilada y obtenida en el desarrollo del presente proyecto:  
 
1. Teniendo un conocimiento inicial de los factores de riesgo y de protección es 
posible proponer el diseño de acciones y estrategias pertinentes y adecuadas 
que partan del conocimiento y re-conocimiento del colectivo, por lo que se 
recomienda en primera instancia a la autoridad municipal formular planes y/o 
programas que minimicen los factores de riesgo y promuevan el desarrollo de 
los protectores para la inclusión de la comunidad al tiempo que se identifiquen 
sus características principales,  no en vano se evidencia en el diagnóstico 
elementos vinculados a estos factores y aunque se vinculan algunas pinceladas 
sobre las mismas en el Plan Municipal de Desarrollo 2020 – 2023 (Alcaldía 
Municipal de Soledad, 2020) no es muy preciso ni integral la atención y las 
acciones propuestas.  
 
2. Por lo tanto, es indispensable que se genere a nivel local (en primera instancia) 
un instrumento que permita reconocer las características principales de la 





caracterización completa, o por lo menos mayoritaria, de las personas 
migrantes en estado regular e irregular, particularmente sobre este último 
grupo que representa un 56,4% de la población registrada ante Migración 
Colombia (a corte de junio 30 de 2020). En ese sentido, dar respuesta la 
caracterización de la población, independiente de su estado migratorio, es un 
paso gigante para atender esta necesidad que ha evolucionado como un 
elemento dependiente y en cadena trabajado a partir de estimaciones, por lo 
tanto, las acciones realizadas no responden a una atención integral y no llegan 
a toda a la población.  
 
Se enfatiza en el reconocimiento de la población, especialmente de sus 
edades, oficios, profesiones, núcleo familiar, tipo de movilidad, condiciones 
socioeconómicas actuales y acceso a las principales atenciones o servicios 
básicos que corresponden como derechos fundamentales, de modo que las 
mismas promuevan el acompañamiento y socialización en articulación con la 
realidad del colectivo para mitigar algunas carencias y el acceso a rutas y 
servicios. Sin resolver esta necesidad crecen las dificultades, los factores de 
riesgo y las vulneraciones que demandan mayor atención del estado, al tiempo 
que se genera discriminación, inadaptación y vulneración, directamente 
ligado a su imposibilidad de garantía de derechos y pocas opciones para 
beneficiarse de la migración.  
 
3. El fenómeno migratorio que vive nuestro país debe empezar a verse desde los 
beneficios y oportunidades que genera a nivel cultural, social y económico 
para los connacionales y el estado de bienestar, para lo cual es importante 
gestar la participación de la comunidad receptora en espacios que promuevan 
la identificación de características, costumbres y tradiciones de la comunidad 
venezolana como un reconocimiento de esos beneficios significativos que dan 
a las nuevas comunidades, especialmente las posibilidades de aumento de 
fuerza de trabajo, la interculturalidad, mano de obra calificada, entre otros 






4. La atención y protección integral solo se dará desde la sistematización y 
difusión de las distintas rutas de atención, servicios y orientaciones adecuadas 
para las principales necesidades de la población, esto requiere en una primera 
instancia de la unificación en un espacio o recinto local para orientar a la 
comunidad de migrantes, reduciendo los procesos y derivaciones a diferentes 
instancias que revictimizan a la población. Así mismo, supone una 
articulación con los ministerios nacionales y las secretarías locales para 
coordinarse respecto a lo que se ha planteado como retos y acciones en el 
marco del CONPES 3950 de 2018, entendiendo que es de autonomía de las 
autoridades departamentales y locals la puesta en marcha de acciones 
concordantes con el CONPES.  
 
No obstante se identifica en el municipio un primer ejercicio para la atención 
de dudas de la población migrante, materializado en la “Casa de Derechos” 
por parte de la Defensoría del Pueblo en alianza con ACNUR, Consejo 
Noruego de Refugiados, Alcaldía Municipal de Soledad y la Gobernación del 
Atlántico, en la que se dan algunas orientaciones básicas de rutas de atención 
y asistencia legal, convendría constituirlo en un Centro de Atención para 
Migrantes en el que se cuente con la presencia de diferentes profesionales, 
organizaciones y fundaciones que acogan a la comunidad, abran un proceso 
de acompañamiento y deriven a las áreas que correspondan, todo en un mismo 
espacio y minimizando la posibilidad de desertar de las atenciones y 
orientaciones por tener que desplazarse a diferentes espacios y oficinas 
encargadas. Sin mebargo, en este momento de aislamiento selectivo a razón 
del Coronavirus COVID-19, podría realizarse el acompañamiento a través de 
visitas domésticas, llamadas telefónicas o video llamadas por redes sociales, 
por lo que contar con una caracterización sistematizada facilitaría la 
ubicación, acompañamiento, intervención y apoyo a la comunidad. 
 
5. En ese mismo orden de ideas, es adecuado invitar a la Gobernación del 
Atlántico y la Alcaldía Municipal a plantear una política clara de inclusión 





el colectivo de migrantes: salud, educación, vivienda, vida laboral, entre otros, 
diseñando y orientando en la misma las principales atenciones para los rangos 
de edades y situaciones particulares que viven actualmente, vinculando en 
esta entornos protectores para los infantes y estrategias de cualificación para 
los padres, especialmente ahora que hay mayor vulnerabilidad por el COVID 
– 19 y menos oportunidades de acceder a la alimentación, empleo y vivienda 
que podían “rebuscarse” en otros tiempos. No obstante, en esta propuesta debe 
existir un claro trabajo en red e intersectorialidad que favorezca una 
protección y atención integral, dejando por sentado quiénes y qué deben 
contribuir y garantizar para la adecuada integración de la comunidad en ese 
marco de corresponsabilidad sin “dejar nadie atrás”.  
 
6. Consolidar los procesos de regularización tanto a nivel indivual como a nivel 
familiar es una recomendación que ayudaría a ampliar la cobertura para el 
tránsito a un estado migratorio adecuado, particularmente por la posibilidad 
de que el fenómeno migratorio continúe y se de un aumento del flujo 
migratorio, en estos momentos movilizado por la reactivación económica del 
territorio colombiano y que la crisis venezolana continue deteriorándose e 
imposibilite el retorno de sus connacionales, por lo que sería un fenómeno 
permanente y, así mismo, por la posibilidad de reunificación familiar, la cual 
depende de la obtención de una estabilidad económica, la regularidad del 
estado migratorio y la mejora en la calidad de vida y bien-estar. Lo anterior 
responde a que a la fecha se tramita los Permisos Especiales de Permanencia 
a nivel invidivual, es decir si una familia migrante conformada por madre, 
padre e hijos requiere el acceso a los servicios básicos, se tramita por cada 
uno de ellos diferentes documentos y de acuerdo a la demanda, por lo que 
visualizarlo a nivel familiar y no individual permite ampliar la cobertura a 
más migrantes, familias y minizar los procesos y vulneraciones.  
 
7. Aunque la construcción de este diseño sea una propuesta, se recomienda 





trabajo en red, por lo que se sugiere contar con el apoyo de profesionales 
idóneos de ASOCOPESES, expertos y trabajadores humanitarios que den 
vida a esta intervención, así mismo, que las autoridades locales le apuesten a 
esta población para garantizar los derechos y protección integral de los 
mismos al tiempo que se trabaja en una consolidación de nueva mano de obra, 
actividades que promuevan la interculturalidad y acciones que permitan 
obtener apoyo económico y físico de diversas entidades. 
Para finalizar este apartado es importante mencionar cuales han sido los principales 
resultados de este trabajo, siendo estos 1) una caraterización básica de la población migrante, 
a partir de datos generales que se han recabado de diversas fuentes, 2) la realización de 
entrevistas a expertos, trabajadores humanitarios y/o representantes de fundaciones que 
trabajan con el colectivo de migrantes. Así mismo, 3) se ha diseñado un instrumento más 
completo y generalizado para la caracterizacicón de la población migrante, previendo su 
pilatoje en el municipio de Soledad (Atlántico) y el diseño de una propuesta de intervención 
que se caracteiza por garantizar la protección y atención integral de la población participante. 
Es este último elemento una apuesta y desafío desde la PS/ES y la Educación Social 
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Anexo 1. Encuesta de identificación y registro del migrante venezolano – IRMV 
 
Encuesta de identificación y registro del migrante venezolano – IRMV 
 
Apreciado migrante, a continuación, usted encontrará una serie de preguntas relacionadas con sus principales 
características, acceso a servicios y atención en el marco de garantía de derechos fundamentales. Este 
instrumento se encuentra vinculado al proyecto “Movilización humana: de la precariedad a la garantía de 
derechos. Caracterización, atención y protección integral a infantes y familias migrantes venezolanas del 
municipio de Soledad (Atlántico) en el marco del proyecto “Corona Esperanza”. 
Por favor conteste cada una de las preguntas de acuerdo a su situación.  
¡Bienvenido (a), Gracias por participar en esta encuesta! 
1. Información sociodemográfica:  
 
 
1.1. Edad de la persona encuestada: 
 
1.2. Nacionalidad: ____________________ 
 
 






(  ) Mujer    (  ) Hombre    (  ) Otro 
 
1.5. Estado civil:  
 
( ) Soltero  (  ) Unión libre   (  ) Casado (  ) Divorciado (  ) Viudo   
 
 
1.6. Tradición religiosa: Si ___  No ___ ¿Cuál? ___________________________ 
 
1.7. Dirección de residencia: ___________________ 
 
 
1.8. Número de celular: ___________________ 
 
 
1.9. Correo electrónico: ___________________ 
 
 






Seleccione una de las siguientes opciones:  
 
(  ) Bachiller  
(  ) Técnico  
(  ) Tecnologo  
(  ) Profesional  
(  ) Especialista  
(  ) Maestría 
(  ) Doctorado 
1.11. Formación profesional: ___________________ 
 
1.12. Ocupación actual: ___________________ 
 
1.13 Su ingreso al país fue:  
 
(  ) Regular  (  ) Irregular 
 
1.13.3 Mencione la documentación con la que contaba al momento de ingresar al país: _____________ 
 
1.13.4 ¿Tiene algún Permiso Especial de Permanencia?  
 
Si ___  No ___ ¿Cuál? ___________________________ 
 
1.13.5 ¿Su Permiso Especial de Permanencia está renovado?  
 
Si ___  No ___  
 
 
2. Información familiar y de redes apoyo 
 
2.1. ¿Se encuentra en el país con su familia?  
 
Si ___  No _____ 
 
Si su respuesta fue positiva indique con qué miembros de su familia se encuentra en el país: 
____________________________________________ 
 
2.2. ¿Cuántos hijos tiene?  
 
(  ) Ninguno (  ) 1  (  )  2 (  ) 3 (  ) 4 (  ) 5 o más  
 
2.3. ¿Cuenta con redes de apoyo familiares en Colombia?  
 
Si ___ No _____ 
 







2.4. ¿ Cuenta con redes de apoyo sociales en Colombia?  
 
Si ___  No _____ 
 





3. Información de vivienda  
 
3.1. ¿Su lugar de residencia es arrendado o propio?  
 
Arrendado ___ Propio _____ 
 
 
3.2. Indique la cantidad de personas que residen con usted en la misma habitación 
 
Si ___ No _____ 
 
3.3. En el lugar de residencia tiene acceso a los servicios básicos:   
 
(  ) Luz    (  )  Agua potable  (  ) Alcantarillado  (  ) Gas  (  ) Ninguno   
 
4. Acceso a atenciones básicas  y derechos  
A continuación, encontrará una serie de atenciones frente a cada una de ellas marque SI o No si usted o 
alguno de sus familiares ha accedido durante su tiempo de permanencia en el país. 




Atención de urgencias     
Hospitalización    
Consulta externa    





Acceso a educación básica 
primaria  y secundaria 
   
Acceso a educación media     
Acceso de infantes a Hogares 
Comunitarios o Centros de 
Desarrollo Infantil  
   
Acreditación de grados 
académicos/Convalidación de 
títulos   





Acceso a educación superior: 
programas técnicos, tecnólogicos 
y/o profesionales 
   
 
Vivienda/Alojamiento 
Acceso a servicios básicos como 
alimentación, atención médica o 
refugio suministrada por la 
autoridades locales  





Certificación de competencias y 
de validación de educación media 
y superior 
   
Registro de hoja de vidas en 
bolsas de empleo  
   
Capacitación: contacto con el 
SENA para acceder a formación 
gratuita y a talleres de 
competencias básicas.  
 
   
Subsidio al desempleo     
Apoyo al emprendimiento     
Otro  Indique cuál:  
 
Fuente: Elaboración propia. 
 
Anexo 2. Entrevista de identificación de necesidades y capacidades  
 
Identificación del (la) entrevistador (a): 
Número de entrevista: 
 
ENTREVISTA A POBLACIÓN MIGRANTE 
 
La siguiente entrevista tiene como propósito identificar las características principales de la población 
migrante venezolana en el municipio de soledad/área metropolitana, en el marco del proyecto de grado 
Movilización humana de infantes: de la precariedad a la garantía de derechos. Ruta de atención integral para 
la atención y protección integral a infantes migrantes venezolanos del municipio de Soledad (Atlántico) a fin 
de promover la protección y atención integral de infantes migrantes venezolanos y sus familias. Toda la 
información y los datos suministrados serán manejados con absoluta confidencialidad de acuerdo a la 
legislación vigente y los datos que resulten de la entrevista serán tratados exclusivamente para fines académicos 
o científicos. Agradecemos contestar a lo preguntado con total confianza puesto que su identidad personal no 
será conocida en ningún caso. 
 
 









3. ¿Cuáles son las necesidades principales que presenta usted y su familia como migrantes venezolanos 
en el municipio de Soledad (Atlántico)? Comente las principales. 
 
 
4. ¿Cuáles son las capacidades principales que presenta usted y su familia como migrantes venezolanos 
en el municipio de Soledad (Atlántico)? Comente las principales. 
 
 
5. Dificultades y logros de la atención ¿Qué dificultades principales encuentra ud. Para el acceso y 
atención a servicios básicos? ¿Qué logros principales valora?  
 
 
6. ¿Qué propuestas haría para la mejora en la atención y protección integral de la población migrante?  
 
 














































































Anexo 6. Orientaciones para la Atención Integral de Niños, Niñas y Adolescentes Migrantes: 


















Anexo 8. Registro fotográfico de donaciones realizadas en el marco del proyecto “Corona 
Esperanza”  
 
 
 175 
 
 
 
MIGRANTES  
 
 
 176 
 
 
 
 
